
LEY DE AGUAS NACIONALES

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Aguas Nacionales

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de la LXI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
fue turnada para estudio y elaboración del dictamen res-
pectivo la minuta con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Aguas Nacio-
nales.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, esta comisión legislativa, con base en las faculta-
des que le confieren los artículos 39, numeral 1, y 45, nu-
merales 6, incisos e) y f), y 7, de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 80, 81, 157 numeral I, fracción I, 158, numeral I,
fracción IV, 167, numeral 4, y demás relativos y aplicables
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de los integrantes de esta asamblea el presente
dictamen, de acuerdo con los siguientes

I. Antecedentes

1. Con fecha 28 de abril de 2011, el Senado de la Repúbli-
ca remitió a la Cámara de Diputados la presente minuta con
proyecto de decreto, que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley de Aguas Nacionales.

2. Con fecha 6 de septiembre de 2011, la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados turnó la minuta de referencia a la
Comisión de Recursos Hidráulicos para efecto de su dicta-
men.

3. La minuta en estudio, materia del presente dictamen,
plantea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales:

Único. Se reforman el inciso a) de la fracción XL del ar-
tículo 3, la fracción XLVIII del artículo 9, la fracción IX
del artículo 12, la fracción V del artículo 12 Bis 2, la frac-
ción XIII del artículo 12 Bis 6, la fracción II del artículo
14 Bis 6, el artículo 29 Bis 2, el artículo 29 Bis 4, el se-
gundo párrafo del artículo 33, el segundo, tercer y cuarto
párrafos del artículo 113 Bis, la denominación del título
décimo, “Medidas de apremio, seguridad, infracciones,
sanciones y recursos”; se modifica el capítulo I, “Medi-
das de apremio y seguridad”, y consecuentemente se re-
corren los demás capítulos; las fracciones VIII, XIX,
XXIII y XXIV del artículo 119, las fracciones I, II y III
del artículo 120, primer y cuarto párrafos de la fracción
segunda del artículo 122, se deroga la fracción III del ar-
tículo 121, se adicionan los artículos 118 Bis 1, 118 Bis
2 y 118 Bis 3, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. a XXXIX. …

XL. “Permisos”: Para los fines de la presente ley, exis-
ten dos acepciones de permisos:

a. “Permisos”: Son los que otorga el Ejecutivo federal a
través de “la Comisión” o del Organismo de Cuenca que
corresponda, conforme a sus respectivas competencias,
para la construcción de obras hidráulicas y otros de ín-
dole diversa relacionadas con el agua y los bienes na-
cionales a los que se refiere el artículo 113 de la presen-
te ley;

b. …

XLI. a LXVI. …

Artículo 9. …

…

…
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a. y b….

…

…

I. a XLVII. …

XLVIII. Resolver de manera expedita las solicitudes de
prórroga de concesión, asignación, permisos de descar-
ga y de construcción que le sean presentadas en los pla-
zos establecidos en la presente ley.

XLIX. a LIV. …

Artículo 12. …

I. a VIII. …

IX. Expedir los títulos de concesión, asignación, permi-
sos de descarga, además de los permisos que establece
la fracción IX del artículo 9 de la presente ley;

Artículo 12 Bis 2. …

I. a IV. …

V. Expedir los títulos de concesión, asignación y permi-
sos de descarga;

Artículo 12 Bis 6. …

I. a XII. …

XIII. Expedir los títulos de concesión, asignación o per-
misos de descarga y de construcción, reconocer dere-
chos y operar el Registro Público de Derechos de Agua
en su ámbito geográfico de acción;

XIV. a XXXIII. …

Artículo 14 Bis 6. …

I. …

II. El régimen de concesiones y asignaciones referentes
a los derechos por explotación, uso o aprovechamiento
del agua, por el uso de los bienes nacionales conforme a
lo dispuesto en el artículo 113 de la presente ley, así co-
mo los permisos de descarga y construcción;

III. a VIII. …

Capítulo III Bis
Suspensión, Extinción, Revocación, 

Restricciones y Servidumbres de la Concesión, Asigna-
ción y de Permiso de Descarga

Sección Primera
Suspensión

Artículo 29 Bis 2. Se suspenderá la concesión o asigna-
ción para la explotación, uso o aprovechamiento de
aguas y bienes nacionales a cargo del Ejecutivo federal,
independientemente de la aplicación de las sanciones
que procedan, cuando el usufructuario del título

I. a V. …

Artículo 29 Bis 4. La concesión, asignación o permiso
de descarga podrán revocarse en los siguientes casos:

I. a VIII. …

Artículo 33. …

Los títulos de concesión para la explotación, uso o apro-
vechamiento de aguas nacionales para su transmisión se
sujetarán a lo siguiente:

I. a III. …

Artículo 113 Bis. …

Será obligatorio contar con concesión para el aprove-
chamiento de los materiales referidos;

“La Autoridad del Agua” vigilará la explotación de di-
chos materiales y revisará periódicamente la vigencia y
cumplimiento de las concesiones otorgadas a personas
físicas y morales, con carácter público o privado.

Son causas de revocación de la concesión, las siguien-
tes:

I. a X. …



Título Décimo
Medidas de Apremio, Seguridad, 

Infracciones, Sanciones y Recursos

Capítulo I
Medidas de Apremio y Seguridad

Artículo 118 Bis 1. “La Comisión” para hacer cumplir
sus determinaciones podrá solicitar a las autoridades fe-
derales, estatales o municipales el auxilio de la fuerza
pública.

Artículo 118 Bis 2. En caso de existir riesgo inminente,
daño, deterioro a la salud, a las aguas nacionales, a los
bienes a que se refiere el artículo 113 de esta ley, a la
biodiversidad o a los ecosistemas vinculados con el
agua, la autoridad del agua o la Procuraduría en el ám-
bito de sus respectivas competencias, podrán realizar de
manera inmediata alguna o algunas de las siguientes
medidas:

I. Clausura temporal del aprovechamiento de aguas na-
cionales.

II. Suspensión de las actividades que dan origen al pro-
ceso generador de las descargas de aguas residuales.

III. Promover ante las autoridades de protección civil y
seguridad pública de los gobiernos federal, de los esta-
dos, del Distrito Federal y de los municipios la adopción
de medidas urgentes incluidas el aseguramiento de bie-
nes, remoción o demolición de infraestructura, con el
objeto de proteger la vida y los bienes de las personas.

Las medidas establecidas en las fracciones I y II se man-
tendrán hasta el momento en que cesen las condiciones
que dieron motivo al establecimiento de las mismas.

Artículo 118 Bis 3. Cuando “la Autoridad del Agua”
aplique las medidas de seguridad a que se refiere el ar-
tículo anterior, indicará al usuario, concesionario o asig-
natario, las acciones que debe llevar a cabo para subsa-
nar las irregularidades que motivaron la imposición de
la medida, así como los plazos para su realización, a fin
de que una vez cumplidas éstas, se ordene el retiro de la
medida de seguridad impuesta.

Capítulo II
Infracciones y Sanciones Administrativas

Artículo 119. …

I. a VII. …

VIII. Explotar, usar o aprovechar aguas nacionales sin el
título respectivo, cuando así se requiere en los términos
de la presente ley;

IX. a XVIII. …

XIX. No ejecutar el cegamiento de los pozos que hayan
sido objeto de relocalización, reposición o cuyos dere-
chos hayan sido transmitidos totalmente a otro predio,
así como dejar de ajustar la capacidad de sus equipos de
bombeo cuando se transmitan parcialmente los derechos
de explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacio-
nales;

XX. a XXII. …

XXIII. Explotar, usar o aprovechar bienes nacionales
determinados en los artículos 113 y 113 Bis de esta ley
sin contar con título de concesión; y

XXIV. Explotar, usar o aprovechar bienes nacionales
determinados en los artículos 113 y 113 Bis de la pre-
sente ley, en cantidad superior o en forma distinta a lo
establecido en el respectivo título de concesión.

Artículo 120. …

I. 200 a 1 500, en el caso de violación a las fracciones
X, XI, XVI, XXI y XXII;

II. 1 200 a 5 000, en el caso de violaciones a las frac-
ciones I, VI, XII, XVIII y XIX; y

III. 1 500 a 20 000, en el caso de violación a las frac-
ciones II, III, IV, V, VII, VIII, IX, XIII, XIV, XV, XVII,
XX, XXIII y XXIV.

…

…

…
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Artículo 121. …

I. y II. …

III. Derogada; y

IV. …

…

…

Artículo 112. …

I. …

II. Explotación, uso o aprovechamiento ilegal de aguas
nacionales a través de infraestructura hidráulica sin con-
tar con el título de concesión o asignación que se re-
quiera conforme a lo previsto en la presente ley, o en el
caso de pozos clandestinos o ilegales.

…

…

En el caso de ocupación de vasos, cauces, zonas federa-
les y demás bienes nacionales inherentes a que se refie-
re la presente ley, mediante la construcción de cualquier
tipo de obra o infraestructura, sin contar con el título co-
rrespondiente, “la Autoridad del Agua” queda facultada
para remover o demoler las mismas con cargo al infrac-
tor, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.

Artículos 123. a 123 Bis 1. …

Capítulo III
Recurso de Revisión y Denuncia Popular

Artículos 124. a 124 Bis. …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

4. En el dictamen que el Senado de la República aprobó en
la sesión plenaria del 28 de abril de 2011, el cual se rela-
ciona con la iniciativa con proyecto de decreto por el que

se reforman el inciso a) de la fracción XL del artículo 3, la
fracción XLVIII del artículo 9, la fracción IX del artículo
12, la fracción V del artículo 12 Bis 2, la fracción XIII del
artículo 12 Bis 6, la fracción II del artículo 14 Bis 6, el ar-
tículo 29 Bis 2, el artículo 29 Bis 4, el segundo párrafo del
artículo 33, el segundo, tercero y cuarto párrafos del artí-
culo 113 Bis, las fracciones VIII, XIX, XXIII y XXIV del
artículo 119, las fracciones I, II y III del artículo 120, pri-
mer y cuarto párrafos de la fracción segunda del artículo
122, se deroga la fracción III del artículo 121, y se adicio-
nan los artículos 118 Bis 1, 118 Bis 2, y 118 Bis 3 de la Ley
de Aguas Nacionales, presentada por el senador Eduardo T.
Nava Bolaños, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, se consideró lo siguiente para su aceptación:

Primera. El senador promovente se encuentra legitimado
para proponer la iniciativa de mérito, de conformidad con
lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Segunda. Por lo que hace a la constitucionalidad de la ini-
ciativa, se considera que es legalmente procedente y via-
ble; ya que el artículo 73, fracción XVII, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos faculta al Con-
greso de la Unión para expedir leyes sobre el uso y apro-
vechamiento de las aguas de jurisdicción federal.

Tercera. En la exposición de motivos de la iniciativa en es-
tudio se refiere que el artículo 27 constitucional establece
que la explotación, el uso o el aprovechamiento de las
aguas nacionales, por los particulares o por sociedades
constituidas conforme a las leyes mexicanas, no podrá rea-
lizarse sino mediante concesiones otorgadas por el Ejecuti-
vo federal, de acuerdo con las reglas y condiciones que es-
tablezcan las leyes.

Al respecto, en dicha iniciativa se argumenta que el artícu-
lo 3o., fracción XL, de la ley de referencia, se define al per-
miso provisional como una figura diferente de la concesión
para permitir la explotación, el uso o aprovechamiento de
las aguas nacionales hasta en tanto se expide el título res-
pectivo, situación que a decir del proponente contradice el
texto de la Constitución, toda vez que no se puede explo-
tar, usar o aprovechar las aguas nacionales, si no se tiene
una concesión.

A mayor abundamiento cabe destacar que la figura de per-
misos provisionales se consideró por primera vez en la re-
forma a la Ley de Aguas Nacionales publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 29 de abril de 2004, y desde di-



cha publicación a la fecha, la Comisión Nacional del Agua
no ha otorgado permiso provisional alguno, en virtud de
que dicha autoridad debe de atender lo solicitado por el
particular y este último prefiere la seguridad de una conce-
sión, frente a un permiso provisional que tiene los mismos
efectos de la concesión y se debe de otorgar en el mismo
plazo, ya que la propia ley sujeta a dichos permisos, a la
normatividad que se aplica en materia de concesiones y
asignaciones.

Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en
interpretación realizada al artículo 27 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos ha señalado que
las aguas nacionales sólo pueden usarse, explotarse o apro-
vecharse mediante el título de concesión correspondiente,
al señalar:

Bienes del dominio de la nación, concesiones sobre
los. En el párrafo cuarto del artículo 27 constitucional,
se declara que corresponde a la nación el dominio di-
recto, entre otras cosas, sobre el petróleo y sobre todos
los carburos de hidrógeno, sólidos, líquidos y gaseosos;
en el párrafo quinto, se dice que son también propiedad
de la nación, las aguas de los mares territoriales, las de
las lagunas y esteros, de las playas, etcétera, y en el pá-
rrafo sexto, se establece que en los casos a que se refie-
ren los dos párrafos anteriores, el dominio de la nación
es inalienable e imprescriptible y que sólo podrán ha-
cerse concesiones por el gobierno federal, a los particu-
lares o sociedades civiles o comerciales, constituidas
conforme a las leyes mexicanas, etcétera, este párrafo y
los que en él se citan, se refieren a bienes que pertene-
cen en propiedad a la nación, y el transcrito establece
con toda claridad al usar la palabra podrán, una facultad,
una prerrogativa que necesariamente excluye la obliga-
ción. Pero ni tales párrafos, ni algún otro artículo cons-
titucional, imponen expresamente a la nación la obliga-
ción de dar concesiones. Se ha pretendido deducir de la
fracción I del párrafo séptimo del artículo 27 constitu-
cional, tal obligación, diciendo que puesto que es un de-
recho de los mexicanos obtener concesiones, claro es
que alguien debe estar obligado a concederlas, como su-
jeto pasivo de tal derecho y que, naturalmente ese al-
guien es la nación. Pero el sofisma se pone en claro, si
se lee con cuidado ese párrafo, pues se verá que las sie-
te fracciones que contiene, se limitan a tratar de la ca-
pacidad para adquirir el dominio de las tierras y aguas
de la nación, como lo indica la parte principal de ese pá-
rrafo; y que la fracción I, al disponer que sólo los mexi-
canos por nacimiento o por naturalización, y las socie-

dades mexicanas, tienen derecho para adquirir el domi-
nio de las tierras y aguas y sus accesorios, o para obte-
ner concesiones de explotación de minas, aguas o com-
bustibles minerales en la República Mexicana, está
concediendo el derecho de adquirir esos bienes en favor
de los mexicanos, no con el propósito de crear una obli-
gación en contra de la nación, sino de establecer una di-
ferencia muy marcada, entre los mexicanos, únicos a
quienes se concede tal derecho, como sin género de du-
da se desprende del adverbio “sólo”, con que comienza
el inciso primero de la fracción de que se viene hablan-
do, y los extranjeros, a quienes en ningún caso se les
otorga el mismo derecho, puesto que, aun en el caso de
que éstos convengan en considerarse como nacionales,
respecto de dichos bienes, es potestativo para el Estado,
concederles o negarles el mismo derecho que a los me-
xicanos, según lo dispuesto en el inciso segundo de la
indicada fracción. En suma: la fracción I del párrafo
séptimo del artículo 27 constitucional, al hablar de la ca-
pacidad de los mexicanos y de los extranjeros para ad-
quirir el dominio de las tierras y aguas de la nación, tá-
citamente deja a salvo la facultad de ésta, para hacer
concesiones, respecto de tales bienes; facultad expresa
contenida en el párrafo sexto del artículo 27, contra la
cual no se encuentra precepto alguno que las transforme
en obligación. En consecuencia, otorgar concesiones
para la exploración y explotación de bienes del dominio
nacional, es facultad discrecional del Estado, no en el
sentido de que éste, arbitrariamente, conceda o niegue la
concesión, sino en el de que, como órgano representativo
de la nación, en ejercicio de la soberanía de ésta, declare,
por medio de leyes expedidas por el poder a quien co-
rresponda, qué bienes de los que pertenecen en propie-
dad, determina transmitir a los particulares; las condi-
ciones que éstos han de llenar para adquirirlos, etcétera.

De acuerdo con lo anterior, consideramos procedente la re-
forma propuesta en lo que hace a los siguientes preceptos:
artículo 3o., fracción XL, inciso a), fracción XLVIII del ar-
tículo 9; fracciones IX del artículo 12; fracción V del artí-
culo 12 Bis 2; fracción XIII del artículo 12 Bis 6; los pá-
rrafos segundo, tercero y cuarto del artículo 113 Bis; la
fracción II del artículo 14 Bis 6; el artículo 29 Bis 2; el ar-
tículo 29 Bis 4, segundo párrafo del artículo 33; 119 frac-
ciones VIII, XXIII y XXIV; primer y cuarto párrafos de la
fracción segunda del artículo 122, todos de la Ley de
Aguas Nacionales.

Cuarta. En la iniciativa que se dictamina, se propone la
modificación del encabezado del capítulo III Bis (título
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cuarto de la ley), intitulado “Suspensión, extinción, revo-
cación, restricciones y servidumbres, de la concesión, asig-
nación o permiso provisional, para el uso del agua y per-
miso de descarga”, eliminando la parte que se refiere al
“permiso provisional para el uso del agua”, por lo que la
denominación del capítulo III Bis del título cuarto de la ley
sería la siguiente: “Suspensión, extinción, revocación, res-
tricciones y servidumbres, de la concesión, asignación y de
permiso de descarga”.

De acuerdo con lo anterior es procedente la modificación
del encabezado del capítulo III Bis del título cuarto de la
Ley de Aguas Nacionales, en los términos de la propuesta
dictaminada.

Finalmente, cabe destacar que en la propuesta de decreto
que acompaña la iniciativa que se analiza se omitió agregar
el texto “Sección Primera Suspensión” posterior al encabe-
zado del capítulo III Bis, mencionado, por lo que en el pro-
yecto de decreto del presente dictamen se incluye el texto
omitido, ya que corresponde con el contenido del artículo
29 Bis 2 que precede dicha sección primera, pues tal pre-
cepto regula la suspensión de la concesión o asignación pa-
ra el aprovechamiento, uso y explotación de aguas, e in-
cluso se expresan los supuestos en los que procede dicha
medida, donde se aprecia que la omisión del texto mencio-
nado fue involuntaria, y no parte de la propuesta de modi-
ficación, por lo que en el proyecto de decreto se incluye el
texto omitido.

Quinta. En la iniciativa que se dictamina se propone la re-
forma de los párrafos segundo, tercero y cuarto del artícu-
lo 113 Bis de la Ley de Aguas Nacionales, para eliminar los
permisos provisionales para el aprovechamiento de los ma-
teriales pétreos localizados dentro de las aguas nacionales
y en sus bienes públicos inherentes.

Al respecto, es preciso considerar lo señalado en el párrafo
segundo del artículo 118 de la Ley de Aguas Nacionales,
que expresamente establece: “Para el otorgamiento de las
concesiones mencionadas en el párrafo anterior (refirién-
dose a materiales pétreos y bienes ya mencionados), se
aplicará en lo conducente lo dispuesto en esta ley y sus re-
glamentos para las concesiones de explotación, uso o apro-
vechamiento de aguas nacionales, aun cuando existan do-
taciones, restricciones o accesiones de tierra y aguas a los
núcleos de población”. Con base en lo anterior, es claro que
el mismo principio que rige en materia de permisos provi-
sionales de aguas nacionales analizado en el punto anterior,
debe regir para el caso de los materiales pétreos y demás

bienes nacionales, cuya administración corresponde a la
Comisión Nacional del Agua, generando con ello unidad y
congruencia entre la modificación de la ley y el resto de la
misma.

En este orden de ideas es procedente la modificación de los
párrafos, segundo, tercero y cuarto del artículo 113 Bis de
la Ley de Aguas Nacionales, por los razonamientos ex-
puestos.

Sexta. En la exposición de motivos de la iniciativa se ma-
nifiesta que el artículo 22 constitucional contiene diversos
principios rectores de la aplicación de las sanciones, y uno
de ellos es la prohibición expresa de establecer multas ex-
cesivas.

Acorde con lo anterior, la iniciativa que nos ocupa plantea
la reducción de los montos mínimos de las multas, y la re-
clasificación de los supuestos de infracción de acuerdo a la
gravedad de los mismos.

En este orden de ideas, consideramos procedente la refor-
ma propuesta, ya que la reducción de los rangos mínimos
de las multas previstas en la ley permitirá a la autoridad
sancionadora aplicar multas de manera más objetiva, aten-
diendo precisamente a la gravedad de la infracción y a la
situación económica del particular.

Lo anterior, en concordancia con diversos criterios juris-
prudenciales sostenidos por la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, del que cabe mencionar el contenido en la ju-
risprudencia P./J. 9/95, de la novena época, intitulada
“Multa excesiva. Concepto de”, que refiere diversos prin-
cipios que se derivan del artículo 22 constitucional, por los
que se determina en qué casos una multa es excesiva:

a) Cuando es desproporcionada a las posibilidades eco-
nómicas del infractor, en relación con la gravedad del
ilícito;

b) Cuando se propasa, va más adelante de lo lícito y lo
razonable; y

c) Una multa puede ser excesiva para unos, moderada
para otros y leve para muchos. Por tanto, para que una
multa no sea contraria al texto constitucional, debe esta-
blecerse en la ley que la autoridad facultada para impo-
nerla tenga posibilidad, en cada caso, de determinar su
monto cuantía, tomando en cuenta la gravedad de la in-
fracción, la capacidad económica del infractor, la rein-



cidencia, en su caso, de éste en la comisión del hecho
que la motiva, o cualquier otro elemento del que pueda
inferirse la gravedad o levedad del hecho infractor, para
así determinar en cada caso particular la multa que co-
rresponda.

De acuerdo con los criterios anteriores, al establecerse en
la fracción I del artículo 120 vigente de la Ley de Aguas
Nacionales, como rango mínimo de sanción mil días de sa-
lario mínimo vigente en el Distrito Federal, equivalente a
59 mil 820 pesos, tal multa podría aplicársele a una perso-
na del medio rural si actualizara la causal prevista por la
fracción XVI del artículo 119 de la ley que nos ocupa, al no
solicitar en carácter de concesionario la inscripción de su
título en el Registro Público de Derechos de Agua, en los
términos previstos en la ley, caso en el que es muy proba-
ble que el infractor carezca de los recursos para pagar la
multa mínima que establece dicho precepto, y la autoridad
administrativa no tiene margen alguno para disminuir la
sanción.

Con la modificación propuesta se realiza una reclasifica-
ción de infracciones de tal forma que la sanción mínima se
imponga a aquellos supuestos que no ponen en riesgo emi-
nente la vida de las personas, sus bienes, el recurso hídrico
o sus bienes públicos inherentes, de esta forma se estable-
ce como multa mínima de 200 días de salario mínimo ge-
neral vigente en el Distrito Federal, a quien no presente en
términos generales información, documentos a la autori-
dad, solicite el registro de los títulos o que obstaculice una
visita de inspección, lo que constituye una infracción gra-
ve que pone en riesgo la administración de las aguas na-
cionales, pero como ha quedado señalado no representa un
riesgo inminente a la vida de las personas, sus bienes o a
las aguas nacionales y sus bienes públicos inherentes, por
lo que la reclasificación de las infracciones así como la
sanción menor es la procedente.

En el caso del segundo supuesto de gravedad de la sanción,
se considera como multa mínima mil 200 días de salario
mínimo general vigente en el Distrito Federal, cuando se
ponga en riesgo la vida de las personas, sus bienes o el re-
curso hídrico, ya que las infracciones se encuentran vincu-
ladas con obras en mal estado, descargas que no cumplen
con los parámetros mínimos de tratamiento, el desperdicio
de agua, o la dilución de las descargas con aguas claras pa-
ra cumplir con las normas, cabe señalar que este tipo de in-
fracciones se realizan por grandes usuarios, diferentes al
uso agrícola, ya que estos últimos no descargan aguas resi-
duales y las que pudiesen descargar no requieren permiso

cuando asumen el compromiso de cumplir con las normas
oficiales mexicanas, este tipo de infracciones se cometen
por usos cuyas descargas dañan gravemente los cuerpos de
agua o acuíferos, con solventes o contaminantes graves,
por lo que consideramos que la sanción corresponde a la
gravedad de la infracción.

Finalmente, las sanciones que se colocan dentro de las más
graves son aquellas que del actuar del sujeto infractor se
desprende la intencionalidad grave de causar daño y vio-
lentar la ley, ya que va desde el robo, uso, explotación y
aprovechamiento del recurso hídrico y sus bienes públicos
inherentes, al realzar el uso, explotación o aprovechamien-
to de las aguas nacionales y sus bienes públicos inherentes
sin el título correspondiente hasta el suministrar agua para
consumo humano sin cumplir con la norma o dañar la in-
fraestructura hidráulica. Por ello, igual que en el caso ante-
rior, se pone en riesgo la vida de las personas, sus bienes,
el recurso hídrico, pero en las citadas infracciones se refle-
ja la intencionalidad de violentar la ley aun conociendo de
su existencia y el resultado es la afectación directa de los
gobernados, por lo que se debe cubrir una multa mínima de
mil 500 días de salario mínimo general vigente en el Dis-
trito Federal.

Al adecuar las multas tal como se propone en la iniciativa
de mérito, consideramos que se cumplen los principios
constitucionales, sobre todo cuando no se modifican los
montos máximos de la sanción, empero se disminuyen los
montos mínimos de ésta, lo anterior genera dos ventajas,
por un lado permanece la posibilidad de que se aplique una
sanción alta, en el supuesto de que el daño sea grave o que
el sujeto infractor sea reincidente y, por otro –con la dis-
minución de los montos mínimos–, se permite que la auto-
ridad adecue, según las condiciones económicas del infrac-
tor, la sanción correspondiente, por tanto –estimamos–, se
cumple no sólo lo dispuesto en la Carta Magna sino, tam-
bién, el objetivo primario de las sanciones administrativas,
a saber, inhibir en el mayor de los casos la conducta in-
fractora.

En virtud de lo anterior es procedente la reforma del artí-
culo 120 de la Ley de Aguas Nacionales, en los términos
propuestos en la iniciativa que se dictamina y en conse-
cuencia, toda vez que los criterios definidos por la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, para la correcta aplica-
ción de una multa administrativa, no prevén la figura de la
“premeditación”, es procedente derogar la fracción III del
artículo 121 de la mencionada ley.
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Séptima. En la iniciativa que se dictamina se propone la
reforma de las fracciones VIII y XIX del artículo 119 de la
ley en comento, de acuerdo con las siguientes considera-
ciones:

En el caso de la fracción VIII, la redacción de la segunda
parte después de la coma dice “así como modificar o des-
viar los cauces, vasos o corrientes, cuando sean propiedad
nacional”, mientras que la fracción XX del mismo numeral
dice “Modificar o desviar los cauces, vasos o corrientes
cuando sean propiedad nacional, sin el permiso correspon-
diente; cuando se dañe o destruya una obra hidráulica de
propiedad nacional”, de lo anterior se aprecia, tal y como
lo sostiene el proponente, una duplicación del supuesto de
infracción previsto en la fracción VIII en relación con la
fracción XX, del artículo 119 de la ley que nos ocupa, por
lo que es procedente la modificación a la fracción VIII en
comento, en términos de la iniciativa propuesta.

En el caso de la fracción XIX, del mismo artículo, se argu-
menta que en ninguna parte de la Ley de Aguas Nacionales
o de las normas oficiales aplicables se define el término
“destrucción de los pozos”, por lo que es necesario homo-
logar y atender a que la propia Ley de Aguas Nacionales en
el artículo 29 Bis 3, fracción III, hace referencia al cega-
miento de aprovechamientos (pozos o cualquier otra obra
mediante la cual se extrae aguas nacionales), cabe señalar
que la palabra cegar significa “cerrar, o tapar algo que es-
taba hueco o abierto”, o “La realización de obras que tiene
por objeto tapar un pozo para evitar su explotación y la
contaminación del acuífero”. Por ello, la definición es
acorde con la pretensión del senador proponente y con-
gruente con la propia Ley de Aguas Nacionales por lo que
resulta acertada la modificación de la fracción XIX del ar-
tículo 119 de la Ley de Aguas Nacionales.

Octava. En la iniciativa que se dictamina se propone la
adición de los artículos 118 Bis 1, 118 Bis 2, 118 Bis 3, a
través de los cuales se otorgan diversas facultades a la “Au-
toridad del Agua” y a la “Comisión”.

Ahora bien, por lo que se refiere a la adición del artículo
118 Bis 1, por el cual se pretende otorgar la facultad de so-
licitar a las autoridades estatales y municipales, el auxilio
de la fuerza pública para hacer cumplir sus determinacio-
nes, la misma es procedente, ya que resulta indispensable
que la comisión cuente con el apoyo de las fuerzas del or-
den para dar cumplimiento a sus determinaciones, sobre
todo en los casos en que existe oposición de particulares,

para que se ejecuten las determinaciones de la autoridad
administrativa.

Respecto a la adición del artículo 118 Bis 2, es procedente
la aprobación de dicho artículo y de sus fracciones I, II, III
y IV. Lo anterior, en virtud de que en la actualidad las me-
didas de seguridad que se aplican son las de la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo, las que no se encuentran
vinculadas con la del uso, aprovechamiento o explotación
de las aguas nacionales y de sus bienes públicos inheren-
tes, lo que impide que las mismas sean efectivas.

Con la adición del artículo 118 Bis 2 se permite realizar la
clausura temporal del aprovechamiento de aguas naciona-
les, cuando con el mismo, se esté cometiendo infracciones
de la Ley de Aguas Nacionales; o bien, suspensión de acti-
vidades que dan origen al proceso generador de descargas
cuando las mismas se realicen en contravención de la nor-
ma, así como la remoción o demolición de obras de in-
fraestructura, aseguramiento de bienes, utensilios e instru-
mentos, cuando con los mismos se realicen actividades
ilícitas como robo de materiales pétreos o pongan en ries-
go la vida de las personas o los bienes cuya administración
compete a la Autoridad del Agua.

Finalmente, por lo que se refiere al artículo 118 Bis 3, es
acorde con lo establecido en el capítulo que se adiciona, ya
que a través de dicho artículo se obliga a la autoridad a se-
ñalar al particular las faltas que cometió y el tiempo con el
que cuenta para resarcir el supuesto que dio origen a la me-
dida cautelar, con lo que se respeta la garantía de audiencia
del gobernado.

Novena. Derivado de la adición de los artículos 118 Bis 1,
118 Bis 2 y 118 Bis 3, se propone la modificación al título
décimo de la Ley de Aguas Nacionales, así como a los ca-
pítulos I, II y III del mismo título.

Tomando en consideración el contenido de los preceptos an-
tes mencionados, resulta procedente la modificación del tí-
tulo en comento, actualmente denominado “infracciones,
sanciones y recursos”, para intitularse “medidas de apremio,
seguridad, infracciones, sanciones y recursos”, ya que con la
adición de los artículos 118 Bis 1, 118 Bis 2 y 118 Bis 3, se
agregan dentro de las facultades de la “autoridad del agua”
el ejercicio de medidas de apremio y de seguridad.

En este orden de ideas, al agregarse un nuevo capítulo, es-
to es, el capítulo I. intitulado “Medidas de apremio y segu-



ridad”, al título décimo mencionado, es procedente modifi-
car la numeración de los capítulos que ya contenía este úl-
timo título, de tal manera que el actual capítulo I, “Infrac-
ciones y sanciones administrativas”, con la propuesta de
modificación se cambie al capítulo II e, igualmente, el ac-
tual capítulo II, “Recurso de revisión y denuncia popular”
modifique su numeración para ser el capítulo III, sin que el
contenido de estos últimos capítulos se altere.

Por lo anterior se acepta la propuesta de modificación del
título décimo y de los capítulos I y II del mismo, para que-
dar en los términos propuestos por el Senador promovente.

Décima. Al final del decreto que se dictamina se aprecia
que el artículo transitorio está incompleto, ya que refiere
textualmente “artículo único”.

El presente decreto entrará al día siguiente de su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación.” Omitiendo
agregar las palabras “en vigor”, por lo que en el proyecto
de decreto se incluye el texto completo; es decir, se agre-
gan las palabras omitidas.

5. Durante el curso de la sesión intervinieron los senadores
Eduardo Nava Bolaños, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, y Rosalinda López Hernández, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, quien, en nombre propio y del senador Adolfo To-
ledo Infanzón, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presentaron propuestas de
modificación al artículo 118 Bis 2, las cuales se admitieron
a discusión, y fueron aprobadas en los términos propuestos.

II. Consideraciones

Primera. Esta dictaminadora ha detectado diversos errores
en la redacción de la minuta, por lo que por técnica legis-
lativa, la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
como cámara revisora se ve en la necesidad de hacer co-
rrecciones a la minuta enviada por el Senado de la Repú-
blica a efecto de no incurrir en una derogación implícita de
disposiciones normativas de la Ley de Aguas Nacionales
en vigor.

1. El primer caso, es la inclusión de tres puntos suspensi-
vos que implican la existencia del último párrafo del artí-
culo 3, el cual no se hace mención en la minuta que se dic-
tamina, por lo que se propone que el artículo de referencia
quedaría de la siguiente manera:

Artículo 3. …

I. a XXXIX. …

XL. “Permisos”: Para los fines de la presente ley, exis-
ten dos acepciones de permisos:

a. “Permisos”: Son los que otorga el Ejecutivo federal a
través de “la Comisión” o del Organismo de Cuenca que
corresponda, conforme a sus respectivas competencias,
para la construcción de obras hidráulicas y otros de ín-
dole diversa relacionadas con el agua y los bienes na-
cionales a los que se refiere el artículo 113 de la presen-
te ley;

b. …

XLI. a LXVI. …

…

2. El segundo caso es el del artículo 12, al cual la cámara
de origen omitió insertar la referencia de las fracciones X a
XII, las cuales se insertan, quedando el artículo de la si-
guiente manera:

Artículo 12. …

I. a VIII. …

IX. Expedir los títulos de concesión, asignación, permi-
sos de descarga, además de los permisos que establece
la fracción IX del artículo 9 de la presente ley;

X. a XII. …

3. El artículo 12 Bis 2 también adolece del defecto de que
le falta la mención a las fracciones VI y VII y a cuatro pá-
rrafos, por lo que se incluyen en el presente dictamen para
quedar de la siguiente manera:

Artículo 12 Bis 2. …

I. a IV. …

V. Expedir los títulos de concesión, asignación y permi-
sos de descarga;

VI. y VII. …
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4. El artículo 29 Bis 2 carece de la señalización de la exis-
tencia de tres párrafos finales, los cuales en este dictamen
se agregan para quedar de la siguiente manera:

Artículo 29 Bis 2. Se suspenderá la concesión o asigna-
ción para la explotación, uso o aprovechamiento de
aguas y bienes nacionales a cargo del Ejecutivo Federal,
independientemente de la aplicación de las sanciones
que procedan, cuando el usufructuario del título:

I. a V. …

…

…

…

5. En el caso del artículo 29 Bis 4 se hacer una corrección,
tanto en la señalización de un último párrafo, como en la
mención de la fracción VIII, ya que el artículo actualmen-
te tiene dieciocho fracciones, y no se modifican o adicio-
nan fracciones entre la VIII y la XVIII, por lo que se dedu-
ce el error, posiblemente mecanográfico, y se corrige la
mención para que el artículo quede de la siguiente manera:

Artículo 29 Bis 4. La concesión, asignación o permiso
de descarga, podrán revocarse en los siguientes casos:

I. a XVIII. …

…

6. Se corrige también el artículo 33, donde en la minuta no
se hace mención de la existencia de un último párrafo, pa-
ra quedar de la siguiente manera:

Artículo 33. …

Los títulos de concesión para la explotación, uso o apro-
vechamiento de aguas nacionales, para su transmisión
se sujetarán a lo siguiente:

I. a III. …
…

7. El primer caso es el segundo párrafo del artículo 113 Bis,
donde en lugar de terminar la idea con un punto, lo hace
con un punto y coma, pretendiendo eliminar lo relativo a
los permisos provisionales, por lo que los párrafos segun-

do y tercero quedarían de la manera que se presenta. Ade-
más, se agregan los puntos suspensivos que se refieren a la
presencia del penúltimo y último párrafos:

Artículo 113 Bis. …

Será obligatorio contar con concesión para el aprove-
chamiento de los materiales referidos.

“La Autoridad del Agua” vigilará la explotación de di-
chos materiales y revisará periódicamente la vigencia y
cumplimiento de las concesiones otorgadas a personas
físicas y morales, con carácter público o privado.

Son causas de revocación de la concesión, las siguien-
tes:

I. a X. …

…

…

Segunda. Fuera de las correcciones señaladas en la consi-
deración primera que antecede, esta dictaminadora reco-
noce la necesidad de llevar a cabo una reforma integral de
la Ley de Aguas Nacionales, que permita dar respuesta a
las necesidades que en materia de agua exige la sociedad y
que a su vez, permita a la Comisión Nacional del Agua lle-
ve a cabo de forma eficaz y oportuna gestión integrada de
los recursos hídricos, incluyendo la administración, regula-
ción, control y protección del dominio público hídrico.

Por tal motivo, esta comisión dictaminadora estima proce-
dentes las reformas, adiciones y derogaciones contenidas
en la minuta de referencia.

Tercera. Resulta importante destacar algunos puntos rele-
vantes del contenido de la minuta, como es el caso de la eli-
minación de la figura de los permisos provisionales, sobre
el cual esta comisión dictaminadora coincide plenamente
con las consideraciones vertidas por el Senado de la Repú-
blica cuando señala que en la iniciativa se argumenta que
el artículo 3o., fracción XL, de la ley de referencia, se de-
fine al permiso provisional como una figura diferente de la
concesión para permitir la explotación, el uso o aprovecha-
miento de las aguas nacionales hasta en tanto se expide el
título respectivo, lo que contradice el texto de la Constitu-
ción, toda vez que no se puede explotar, usar o aprovechar
las aguas nacionales si no se tiene una concesión.



Aunado a lo anterior, la minuta en comento señala que des-
de que fue instaurada la figura de los permisos provisiona-
les, la Comisión Nacional del Agua no ha emitido permiso
provisional alguno, ni en casos como el de la solicitud de
prórroga de concesiones o asignaciones.

De tal forma, con la eliminación de la figura de los permi-
sos provisionales, se estaría ayudando a tener un registro
actualizado y veraz de la cantidad de agua disponible en
México, a la conservación y debida gestión del recurso hí-
drico y a la sobreexplotación y la sobreconcesión.

Por otro lado, respecto a la reforma del título décimo, rela-
tivo a las infracciones, sanciones y recursos, para incorpo-
rar las medidas de apremio y seguridad, que propone, entre
otros aspectos, otorgar la facultad de solicitar a las autori-
dades estatales y municipales, el auxilio de la fuerza públi-
ca para hacer cumplir sus determinaciones, o la posibilidad
de realizar de manera inmediata medidas como la clausura
temporal del aprovechamiento de aguas nacionales; la sus-
pensión de las actividades que dan origen al proceso gene-
rador de las descargas de aguas residuales; la remoción o
demolición de obras de infraestructura; y el aseguramiento
de bienes, vehículos, utensilios e instrumentos directamen-
te relacionados con la conducta que da lugar a la imposi-
ción de las medidas de seguridad, en caso de existir riesgo
inminente, daño, deterioro a la salud o seguridad pública, a
las aguas nacionales, a los bienes a que se refiere el artícu-
lo 113 de la ley, a la biodiversidad o a los ecosistemas vin-
culados al agua, permiten a la Comisión Nacional del Agua
ejercer las atribuciones que le corresponden a la autoridad
en materia hídrica y constituirse como el órgano superior
con carácter técnico, normativo y consultivo de la federa-
ción, en materia de gestión integrada de los recursos hídri-
cos, incluyendo la administración, regulación, control y
protección del dominio público hídrico, sin necesidad de
acudir a la aplicación supletoria de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo, ya que hasta hoy la ley de la
materia ha sido omisa en su señalamiento.

Respecto a la disminución de los rangos mínimos de san-
ción de las multas previstas en el artículo 120 de Ley de
Aguas Nacionales y la reclasificación de los supuestos de
infracción de acuerdo con la gravedad de los mismos, esta
comisión dictaminadora estima válidos los argumentos ex-
presados por el Senado de la República en el sentido de que
esto permitirá a la autoridad sancionadora aplicar multas de
manera más objetiva, atendiendo precisamente a la grave-
dad de la infracción y a la situación económica del particu-

lar y atienden a la demanda generalizada de los usuarios,
de reducir los montos de las multas correspondientes a las
diversas infracciones.

En el mismo sentido, la reforma en comento adquiere rele-
vancia ya que con base en la información proporcionada
por la Comisión Nacional del Agua, existe un universo de
7 mil 909 multas impuestas a nivel nacional, de las cuales,
mil 354 multas han sido recurridas por distintos medios de
defensa.

Por otro lado, existen diferentes tipos de usuarios de aguas
nacionales, siendo los más importantes los que se dedican
a las actividades agrícolas y pecuarias y que representan 90
por ciento de los usuarios del recurso hídrico, destacando
que la gran mayoría son pequeños productores que depen-
den de los subsidios y apoyos gubernamentales como el
Procampo y tarifas preferenciales de consumo eléctrico.

Dicho sector constituye un gran número de infractores de
la ley destacando que el incumplimiento se da principal-
mente por desconocimiento a las obligaciones que les im-
pone la Ley de Aguas Nacionales; las faltas más frecuentes
son la falta de medidor o en mal estado, no contar con título
de concesión para el aprovechamiento de aguas nacionales o
para la ocupación de la zona federal, o permiso para ejecu-
tar obras para extraer como es el caso de la construcción de
un pozo tipo noria, o no cumplir con las condiciones seña-
ladas en el título de concesión.

Cuarta. Adicionalmente, la reforma en comento resulta de
la mayor importancia, pues la Ley de Aguas Nacionales no
tiene una finalidad preponderantemente recaudatoria, ya
que el objeto principal de la Conagua es administrar las
aguas nacionales y sus bienes públicos inherentes, median-
te la aplicación de los ordenamientos legales y normativi-
dad en materia hídrica, a fin de regular la explotación, uso
o aprovechamiento  del recurso y garantizar la preserva-
ción de su cantidad y calidad para lograr su desarrollo in-
tegral y sustentable.

Con base en lo anterior, esta dictaminadora coincide plena-
mente con la minuta de referencia en el señalamiento de
que la adecuación de las multas cumple los principios
constitucionales, en virtud de que no se modifican los mon-
tos máximos de la sanción, pero se disminuyen los montos
mínimos de ésta, permitiendo que se aplique una sanción
alta, en el supuesto de que el daño sea grave o que el suje-
to infractor sea reincidente y bien, que la disminución de
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los montos mínimos permita que la autoridad adecue, se-
gún las condiciones económicas del infractor, la sanción
correspondiente.

Por lo expuesto y fundado, la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos, para los efectos de la fracción e) del artículo 72
constitucional somete a consideración de sus integrantes el
siguiente

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales

Artículo Único. Se reforman el inciso a) de la fracción XL
del artículo 3; la fracción XLVIII del artículo 9; la fracción
IX del artículo 12; la fracción V del artículo 12 Bis 2; la
fracción XIII del artículo 12 Bis 6; la fracción II del artí-
culo 14 Bis 6; el primer párrafo del artículo 29 Bis 2; el
primer párrafo del artículo 29 Bis 4; el segundo párrafo del
artículo 33; el segundo, tercer y cuarto párrafos del artícu-
lo 113 Bis; las fracciones VIII, XIX, XXIII y XXIV del ar-
tículo 119; las fracciones I, II y III del artículo 120, primer
y cuarto párrafo de la fracción II del artículo 122; se modi-
fican la denominación al título décimo “Medidas de apre-
mio, seguridad, infracciones, sanciones y recursos”; el ca-
pítulo I, “Medidas de apremio y seguridad”, y
consecuentemente, se recorren los demás capítulos; se adi-
cionan los artículos 118 Bis 1, 118 Bis 2, 118 Bis 3 y, se de-
roga la fracción III del artículo 121 de la Ley de Aguas Na-
cionales, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. a XXXIX. …

XL. “Permisos”: Para los fines de la presente ley, exis-
ten dos acepciones de permisos:

a. “Permisos”: Son los que otorga el Ejecutivo fede-
ral a través de “la Comisión” o del Organismo de
Cuenca que corresponda, conforme a sus respectivas
competencias, para la construcción de obras hidráu-
licas y otros de índole diversa relacionadas con el
agua y los bienes nacionales a los que se refiere el
artículo 113 de la presente ley;

b. …

XLI. a LXVI. …

…

Artículo 9. …

…

…

a. y b. …

…

…

I. a XLVII. …

XLVIII. Resolver de manera expedita las solicitudes
de prórroga de concesión, asignación, permisos de
descarga y de construcción que le sean presentadas
en los plazos establecidos en la presente ley.

XLIX. a LIV. …

Artículo 12. …

I. a VIII. …

IX. Expedir los títulos de concesión, asignación, permi-
sos de descarga, además de los permisos que establece
la fracción IX del artículo 9 de la presente ley;

X. a XII. …

Artículo 12 Bis 2. …

I. a IV. …

…

V. Expedir los títulos de concesión, asignación y permi-
sos de descarga;

VI. y VII. …

…

…

…

…



Artículo 12 Bis 6. …

I. a XII. …

XIII. Expedir los títulos de concesión, asignación o per-
misos de descarga y de construcción, reconocer dere-
chos y operar el Registro Público de Derechos de Agua
en su ámbito geográfico de acción;

XIV. a XXXIII. …

Artículo 14 Bis 6. …

I. …

II. El régimen de concesiones y asignaciones referentes
a los derechos por explotación, uso o aprovechamiento
del agua, por el uso de los bienes nacionales conforme a
lo dispuesto en el artículo 113 de la presente ley, así co-
mo los permisos de descarga y construcción;

III. a VIII. …

Capítulo III Bis
Suspensión, Extinción, Revocación, 

Restricciones y Servidumbres de la Concesión, 
Asignación y de Permiso de Descarga

Sección Primera
Suspensión

Artículo 29 Bis 2. Se suspenderá la concesión o asignación
para la explotación, uso o aprovechamiento de aguas y bie-
nes nacionales a cargo del Ejecutivo federal, independien-
temente de la aplicación de las sanciones que procedan,
cuando el usufructuario del título:

I. a V. …

…

…

…

Artículo 29 Bis 4. La concesión, asignación o permiso de
descarga podrán revocarse en los siguientes casos:

I. a XVIII. …

…

Artículo 33. …

Los títulos de concesión para la explotación, uso o aprove-
chamiento de aguas nacionales para su transmisión se suje-
tarán a lo siguiente:

I. a III. …

…

Artículo 113 Bis. …

Será obligatorio contar con concesión para el aprovecha-
miento de los materiales referidos.

“La Autoridad del Agua” vigilará la explotación de dichos
materiales y revisará periódicamente la vigencia y cumpli-
miento de las concesiones otorgadas a personas físicas y
morales, con carácter público o privado.

Son causas de revocación de la concesión las siguientes:

I. a X. …

…

…

Título Décimo
Medidas de Apremio, Seguridad, Infracciones, 

Sanciones y Recursos

Capítulo I
Medidas de Apremio y Seguridad

Artículo 118 Bis 1. “La Comisión” para hacer cumplir sus
determinaciones podrá solicitar a las autoridades federales,
estatales o municipales, el auxilio de la fuerza pública.

Artículo 118 Bis 2. En caso de existir riesgo inminente, da-
ño, deterioro a la salud, a las aguas nacionales, a los bienes
a que se refiere el artículo 113 de esta ley, a la biodiversi-
dad o a los ecosistemas vinculados con el agua, la autori-
dad del agua o la Procuraduría, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, podrán realizar de manera inmediata
alguna o algunas de las siguientes medidas:

I. Clausura temporal del aprovechamiento de aguas na-
cionales.
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II. Suspensión de las actividades que dan origen al pro-
ceso generador de las descargas de aguas residuales.

III. Promover ante las autoridades de protección civil y
seguridad pública de los gobiernos federal, de los esta-
dos, del Distrito Federal y de los municipios, la adop-
ción de medidas urgentes incluidas el aseguramiento de
bienes, remoción o demolición de infraestructura, con
objeto de proteger la vida y los bienes de las personas.

Las medidas establecidas en las fracciones I y II se man-
tendrán hasta el momento en que cesen las condiciones que
dieron motivo al establecimiento de las mismas.

Artículo 118 Bis 3. Cuando “la Autoridad del Agua” apli-
que las medidas de seguridad a que se refiere el artículo an-
terior, indicará al usuario, concesionario o asignatario las
acciones que debe llevar a cabo para subsanar las irregula-
ridades que motivaron la imposición de la medida, así co-
mo los plazos para su realización, a fin de que una vez
cumplidas éstas, se ordene el retiro de la medida de seguri-
dad impuesta.

Capítulo II
Infracciones y Sanciones Administrativas

Artículo 119. …

I. a VII. …

VIII. Explotar, usar o aprovechar aguas nacionales sin el
título respectivo, cuando así se requiere en los términos
de la presente ley;

IX. a XVIII. …

XIX. No ejecutar el cegamiento de los pozos que hayan
sido objeto de relocalización, reposición o cuyos dere-
chos hayan sido transmitidos totalmente a otro predio,
así como dejar de ajustar la capacidad de sus equipos de
bombeo cuando se transmitan parcialmente los derechos
de explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacio-
nales;

XX. a XXII. …

XXIII. Explotar, usar o aprovechar bienes nacionales
determinados en los artículos 113 y 113 Bis de esta ley
sin contar con título de concesión; y

XXIV. Explotar, usar o aprovechar bienes nacionales
determinados en los artículos 113 y 113 Bis de la pre-
sente ley en cantidad superior o en forma distinta de lo
establecido en el respectivo título de concesión.

Artículo 120. …

I. 200 a 1 500, en el caso de violación a las fracciones
X, XI, XVI, XXI y XXII;

II. 1 200 a 5 000, en el caso de violaciones a las frac-
ciones I, VI, XII, XVIII y XIX; y

III. 1 500 a 20 000, en el caso de violación a las frac-
ciones II, III, IV, V, VII, VIII, IX, XIII, XIV, XV, XVII,
XX, XXIII y XXIV.

…

…

…

Artículo 121. …

I. y II. …

III. Derogada; y

IV. …

…

…

Artículo 122. …

…

I. …

II. Explotación, uso o aprovechamiento ilegal de aguas
nacionales a través de infraestructura hidráulica sin con-
tar con el título de concesión o asignación que se re-
quiera conforme a lo previsto en la presente ley, o en el
caso de pozos clandestinos o ilegales.

…

…



En el caso de ocupación de vasos, cauces, zonas federa-
les y demás bienes nacionales inherentes a que se refie-
re la presente ley, mediante la construcción de cualquier
tipo de obra o infraestructura, sin contar con el título co-
rrespondiente, “la Autoridad del Agua” queda facultada
para remover o demoler las mismas con cargo al infrac-
tor, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.

Artículos 123. a 123 Bis 1. …

Capítulo III
Recurso de Revisión y Denuncia Popular

Artículos 124. a 124 Bis. …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a octubre de 2011.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Óscar Javier La-
ra Aréchiga (rúbrica), presidente; Emilio Andrés Mendoza Kaplan (rú-
brica), José Ignacio Pichardo Lechuga, Silvia Isabel Monge Villalobos,
José María Valencia Barajas (rúbrica), Guillermo Cueva Sada (rúbri-
ca), Alicia Elizabeth Zamora Villlalva, Francisco Javier Orduño Valdez
(rúbrica), José Manuel Marroquín Toledo (rúbrica), César Francisco
Burelo Burelo, Gerardo del Mazo Morales (rúbrica), secretarios; Ma-
nuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), Héctor Franco López, Jor-
ge Rojo García de Alba, Benjamín Clariond Reyes Retana (rúbrica),
Fausto Sergio Saldaña del Moral, Francisco Alberto Jiménez Merino,
Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh (rúbrica), José Antonio Aysa
Bernat, Edgardo Melhem Salinas (rúbrica), Rolando Zubía Rivera (rú-
brica), Óscar Saúl Castillo Andrade, Baltazar Martínez Montemayor
(rúbrica), Ramón Merino Loo (rúbrica), María de la Paz Quiñones Cor-
nejo, Ilich Augusto Lozano Herrera (rúbrica), Antonio Benítez Lucho,
Laura Viviana Agúndiz Pérez (rúbrica), Sergio Gama Dufour (rúbrica),
Jaime Álvarez Cisneros.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DEL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACION 
Y GACETAS GUBERNAMENTALES

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto
de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley del Diario Oficial de la Federación y Ga-
cetas Gubernamentales

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la Cámara de Diputados
de la LXI Legislatura fue turnada, para estudio, análisis y
dictamen, la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de
la Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Gu-
bernamentales.

Esta comisión, con fundamento en los artículos 72 y 73,
fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), y
numeral 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 157
y 158 del Reglamento de la Cámara de Diputados, y ha-
biendo analizado el contenido de la iniciativa de referencia,
somete a consideración de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen basándose en los siguientes

Antecedentes

1. Con fecha nueve de diciembre de dos mil diez, el licen-
ciado Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, presidente de los
Estados Unidos Mexicanos, a través de la Secretaría de
Gobernación, haciendo uso de la facultad que le confiere el
artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, remitió a la Cámara de Dipu-
tados la iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones a la
Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Guber-
namentales.

2. Con esa misma fecha, nueve de diciembre de dos mil
diez, la Presidencia de la Mesa Directiva dispuso que la
iniciativa fuera turnada a esta Comisión de Gobernación
para estudio y dictamen.

3. Con fecha siete de diciembre de dos mil once, las dipu-
tadas y diputados integrantes de la Comisión de Goberna-
ción aprobaron el presente dictamen.
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Contenido de la iniciativa

En la exposición de motivos de la iniciativa en estudio, se
señala lo siguiente:

1. Uno de los ejes de política pública del Plan Nacional de
Desarrollo 2007-2012 es la sustentabilidad ambiental, que
tiene como propósito garantizar el cuidado, la protección,
la preservación y el aprovechamiento racional de la rique-
za natural del país de modo que se armonice el desarrollo
y bienestar social con la calidad de vida de las generacio-
nes futuras. 

2. Dentro de las estrategias que contempla dicho eje de po-
lítica pública, se encuentra la de establecer criterios de sus-
tentabilidad ambiental en los programas y acciones de las
dependencias y entidades de la administración pública fe-
deral, bajo la premisa de que el desarrollo sustentable debe
regir toda la actividad pública para alcanzar el mismo. 

3. En este contexto, el Ejecutivo federal emitió un decreto
por el que se establecen diversas medidas en materia de ad-
quisiciones, uso de papel y certificación de manejo susten-
table de bosques por la administración pública federal, por
virtud del cual se instruye a las diversas dependencias y en-
tidades para que a partir del mes de marzo de 2008 adquie-
ran únicamente papel para impresión y fotocopiado con
material reciclado y para que adopten programas tendentes
a reducir el consumo del mismo. 

4. Sin embargo, la realidad apremia para implementar me-
didas adicionales que permitan profundizar en las acciones
de Estado inherentes a la conservación del medio ambien-
te. En este orden de ideas, uno de los nichos de oportuni-
dad que el Ejecutivo federal ha detectado para la imple-
mentación de las medidas referidas es la publicación, vía
electrónica del Diario Oficial de la Federación. 

5. Además en el compromiso que debe tenerse con la trans-
parencia y el acceso a la información, los medios tecnoló-
gicos son una herramienta que permite potencializar la co-
bertura social. 

6. Dada su trascendencia en la vida jurídica mexicana, es
necesario asegurar la más completa y accesible disponibi-
lidad al Diario Oficial de la Federación, al tiempo de dar
paso a la implementación de medidas eficaces que coadyu-
ven a la conservación del medio ambiente. 

7. A partir de la integración del uso de Internet en la coti-
dianidad, los usuarios de los medios de información en su
formato impreso se redujeron ya que aquél resulta ventajo-
so frente a éste, fundamentalmente por su oportunidad, fa-
cilidad de archivo y búsqueda de contenidos. El Diario Ofi-
cial de la Federación no es la excepción: actualmente la
consulta a este órgano de difusión gubernamental, en su di-
rección electrónica supera las 600 mil visitas mensuales,
mientras que el tiraje del medio impreso ha disminuido sig-
nificativamente. 

8. La renovación tecnológica es irreversible por lo que re-
sulta imperativo otorgar a la edición electrónica del Diario
Oficial de la Federación el carácter oficial y auténtico, al
mismo nivel que la edición impresa, en virtud de que la di-
fusión de los documentos y disposiciones jurídicas a través
de las redes de telecomunicación favorece su accesibilidad
y difusión, al tiempo que permite maximizar las acciones
de gobierno tendentes a la conservación del medio am-
biente. 

9. Aunado a ello, la Ley del Diario Oficial de la Federación
y Gacetas Gubernamentales requiere ser fortalecida a tra-
vés de reformas que adecuen este medio de difusión a las
necesidades actuales surgidas a partir del nuevo panorama
tecnológico. 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Gobernación de la LXI
Legislatura de la Cámara de Diputados, que suscriben el
presente dictamen, exponemos las siguientes

Consideraciones

1. La Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas
Gubernamentales, publicada en el órgano previsto en la
misma el 24 de diciembre de 1986, tiene por objeto regla-
mentar su publicación y establecer las bases generales pa-
ra la creación de las gacetas gubernamentales sectoriales.

2. De conformidad con el artículo 2 del citado ordena-
miento, el Diario Oficial de la Federación es el órgano del
Gobierno Constitucional de los Estados Unidos Mexica-
nos, de carácter permanente e interés público, cuya función
consiste en publicar en el territorio nacional, las leyes, de-
cretos, reglamentos, acuerdos, circulares, órdenes y demás
actos, expedidos por los poderes de la federación en sus
respectivos ámbitos de competencia, a fin de que éstos se-
an aplicados y observados debidamente.



3. La iniciativa materia del presente dictamen tiene como
objetivo principal, asegurar la accesibilidad de la versión
electrónica del Diario Oficial de la Federación, dando paso
a la implementación de medidas eficaces que coadyuven a
la conservación del medio ambiente.

4. Asimismo busca otorgar a la edición electrónica del Dia-
rio Oficial el carácter oficial y auténtico, a un mismo nivel
de la edición impresa, toda vez que la difusión de los do-
cumentos y disposiciones jurídicas a través de las redes
electrónicas favorece su accesibilidad y difusión, al tiempo
que permite maximizar las acciones de gobierno tendentes
a la conservación del medio ambiente. 

5. Esta ley, en concordancia con la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, así como diversas disposi-
ciones federales, señala que la publicación en el Diario
Oficial es el presupuesto lógico necesario de la vigencia de
todo ordenamiento jurídico y por lo tanto de la obligatorie-
dad de su cumplimiento. Regula sistemáticamente el con-
tenido, características y estructura del Diario Oficial de la
Federación y exhorta a establecer mecanismos de distribu-
ción para garantizar su divulgación. 

6. En efecto, la publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración de las leyes, decretos, reglamentos, acuerdos, cir-
culares, órdenes y demás actos expedidos por los poderes
de la federación, e inclusive por órganos constitucionales
autónomos, en sus respectivos ámbitos de competencia,
determina su inicio de vigencia de conformidad con sus le-
yes respectivas. Es así que la publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación de dichos actos certifica y valida su
contenido y por lo tanto es el momento a partir del cual son
exigibles y aplicables. 

7. El Código Civil Federal señala lo siguiente:

Artículo 3o. Las leyes, reglamentos, circulares o cua-
lesquiera otras disposiciones de observancia general,
obligan y surten sus efectos tres días después de su pu-
blicación en el Periódico Oficial.

En los lugares distintos del en que se publique el Perió-
dico Oficial, para que las leyes, reglamentos, etc., se re-
puten publicados y sean obligatorios, se necesita que
además del plazo que fija el párrafo anterior, transcurra
un día más por cada cuarenta kilómetros de distancia o
fracción que exceda de la mitad.

Artículo 4o. Si la ley, reglamento, circular o disposición
de observancia general, fija el día en que debe comen-
zar a regir, obliga desde ese día, con tal de que su pu-
blicación haya sido anterior.

8. Por su parte, el artículo 27 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal establece que es facultad de la
Secretaría de Gobernación administrar y publicar el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo 27. A la Secretaría de Gobernación correspon-
de el despacho de los siguientes asuntos:

…

II. Publicar las leyes y decretos del Congreso de la
Unión, alguna de las dos Cámaras o la Comisión Per-
manente y los reglamentos que expida el presidente de
la República, en términos de lo dispuesto en la fracción
primera del artículo 89 constitucional, así como las re-
soluciones y disposiciones que por ley deban publicarse
en el Diario Oficial de la Federación;

III. Administrar y publicar el Diario Oficial de la Fe-
deración;

…

9. El Plan Nacional de Desarrollo, en el eje 4, relativo a la
sustentabilidad ambiental, en su objetivo 5, establece la
obligación correspondiente a la conservación del capital
natural del país con el desarrollo social y económico, a par-
tir del uso eficiente de los recursos naturales, ya que la ad-
ministración eficiente y racional de los mismos insta a la
aplicación de políticas ecológicas compatibles con la pro-
tección, la preservación y el aprovechamiento racional de
la riqueza natural del país, para afianzar el desarrollo eco-
nómico y social sin comprometer el patrimonio natural y la
calidad de vida de las generaciones futuras. Por lo que con-
siderar la implementación del Diario Oficial de la Federa-
ción en su vertiente electrónica conlleva a contribuir con el
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales y re-
ducir el impacto ambiental que conlleva la impresión del
mismo.

10. Por lo anterior, esta comisión considera pertinente que
sin suponer la desaparición de la edición impresa del Dia-
rio Oficial, se fije como una modalidad la edición electró-
nica, la cual será publicada en la dirección electrónica del
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Diario Oficial y contará con los mismos efectos jurídicos
que los atribuidos a la edición impresa. 

11. Dada la importancia de la difusión del Diario Oficial,
su edición electrónica debe contener las características de
accesibilidad y simplificación en su consulta para su ópti-
mo aprovechamiento, entendiéndose la accesibilidad como
la capacidad de que el contenido de la dirección electróni-
ca sea correctamente consultado sin importar el tipo de
hardware o software utilizado por el usuario, el idioma, la
ubicación geográfica de éste; y la simplificación como la
facilidad de uso, la flexibilidad en el intercambio de infor-
mación y la robustez del sitio. 

12. Asimismo, y dadas las facultades de la Secretaría de
Gobernación, será esta, la autoridad responsable de garan-
tizar el acceso, autenticidad, integridad e inalterabilidad de
la edición electrónica de los contenidos del Diario Oficial
de la Federación, a través de la firma electrónica avanzada. 

13. Es por lo anterior que debe obligarse a la autoridad res-
ponsable a garantizar la autenticidad, integridad e inaltera-
bilidad del Diario Oficial que sea publicado en la dirección
electrónica, a través de la firma electrónica avanzada, con
la finalidad de otorgar certeza jurídica y garantizar que el
contenido de la información publicado sea el mismo que se
contenga en la edición impresa.

14. Con la finalidad de otorgar mayor certeza jurídica, el
uso de la firma electrónica debe dar cumplimiento a los re-
quisitos establecidos en el acuerdo interinstitucional por el
que se establecen los Lineamientos para la homologación,
implantación y uso de la firma electrónica avanzada en la
administración pública federal, publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 24 de agosto de 2006. 

15. Por lo expuesto es que esta Comisión de Gobernación
considera que con la aprobación de la iniciativa se contri-
buye a la consolidación de un gobierno más transparente y
eficiente en la publicidad de la información y se otorga al
Estado mexicano de nuevas herramientas tecnológicas que
nos pongan a la vanguardia en el desarrollo de un gobierno
electrónico que sea útil para la sociedad. Estas acciones re-
presentan importantes avances que implican a la postre la
minimización de trámites, tiempos de espera y reducción
de requisitos y la maximización de la transparencia, produ-
ciendo además procesos muy ágiles de la interacción entre
la autoridad y los gobernados. 

Por lo antes expuesto, los integrantes de la Comisión de
Gobernación someten a consideración del pleno de esta ho-
norable asamblea el siguiente

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley del Diario Oficial de la
Federación y Gacetas Gubernamentales

Artículo Único. Se reforman los artículos 4o.; 5o., 6o., 7o.,
8o., 9o. y 11; se adicionan los artículos 3o., con una frac-
ción VIII; 7o. Bis y 10. Bis; y se deroga el artículo 12 de la
Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Guber-
namentales para quedar como sigue: 

Artículo 3o. ...

I. a V. .... 

VI. Los actos y resoluciones que la Constitución y las
leyes ordenen que se publiquen en el Periódico Oficial; 

VII. Aquellos actos o resoluciones que por propia im-
portancia así lo determine el presidente de la República;
y 

VIII. Las fe de erratas que la autoridad estime necesa-
rias. 

Artículo 4o. Es obligación del Ejecutivo federal publicar
en el Diario Oficial de la Federación, los ordenamientos y
disposiciones a que se refiere el artículo anterior, así como
asegurar su adecuada distribución y divulgación, en
condiciones de accesibilidad y simplificación en su con-
sulta. 

Artículo 5o. El Diario Oficial de la Federación se editará
en forma impresa y electrónica, en la Ciudad de México,
Distrito Federal, y será distribuido en todo el territorio
nacional. Ambas ediciones tendrán carácter oficial e
idénticas características y contenido. 

Artículo 6o. El Diario Oficial de la Federación deberá con-
tener por lo menos los siguientes datos: 

I. El nombre Diario Oficial de la Federación, y la leyen-
da “Órgano del Gobierno Constitucional de los Estados
Unidos Mexicanos”; 

II. Fecha y número de publicación; y 



III. Índice de Contenido. 

Artículo 7o. El Diario Oficial de la Federación podrá ser
publicado todos los días del año y, en caso de así reque-
rirse, la autoridad podrá ordenar más de una edición
por día.

Artículo 7o. Bis. Corresponde a la autoridad competen-
te: 

I. Difundir el Diario Oficial de la Federación, en for-
ma electrónica a través de su dirección electrónica, el
mismo día que se publique su edición impresa, salvo
que ello resulte imposible por causas de fuerza ma-
yor; 

II. Garantizar la autenticidad, integridad e inaltera-
bilidad del Diario Oficial de la Federación que se pu-
blique en su dirección electrónica, a través de la fir-
ma electrónica avanzada; 

III. Custodiar y conservar la edición electrónica del
Diario Oficial; 

IV. Velar por la accesibilidad de la edición electróni-
ca, en los términos que determine la autoridad; y 

V. Incorporar el desarrollo y la innovación tecnológi-
ca a los procesos de producción y distribución. 

Artículo 8o. El Diario Oficial de la Federación será distri-
buido gratuitamente en sus formatos impreso o electróni-
co a los tres Poderes de la Unión. Los gobernadores de
los estados y el jefe de gobierno del Distrito Federal, los
demás poderes estatales, órganos político-administrati-
vos del Distrito Federal y ayuntamientos contarán con
acceso universal y gratuito al Diario Oficial de la Fede-
ración para estar en posibilidad de cumplir y hacer cumplir
las leyes federales. 

Artículo 9o. La autoridad competente establecerá un siste-
ma adecuado y eficaz para la consulta y distribución
oportuna del Diario Oficial de la Federación en las lega-
ciones y embajadas de los Estados Unidos Mexicanos en el
extranjero. 

Artículo 10. Bis. La dirección electrónica del Diario
Oficial de la Federación estará disponible a través de
las redes de telecomunicación. 

La autoridad competente determinará las condiciones
de acceso a la edición electrónica del Diario Oficial de
la Federación. 

Artículo 11. La autoridad competente podrá fijar el
precio de venta por ejemplar en sus formatos impreso y
electrónico, para distribuidores y para la venta al pú-
blico. Asimismo, establecerá las modalidades para el
suministro a los distribuidores.

Artículo 12. Se deroga. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los treinta
días siguientes al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación. 

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan a las contenidas en el presente decreto. 

Tercero. La Secretaría de Gobernación realizará las accio-
nes necesarias para que la implementación del presente de-
creto se realice con los recursos aprobados a dicha depen-
dencia, mediante movimientos compensados para el
ejercicio fiscal que corresponda, por lo que no requerirán
recursos adicionales para tales efectos y no incrementarán
su presupuesto regularizable. 

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a siete de
diciembre de dos mil once.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas, Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Lo-
rena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza (rúbrica en
abstención), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Gastón Luken Garza (rú-
brica), Francisco Ramos Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez
Reyes (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Sergio Manci-
lla Zayas (rúbrica), secretarios; Agustín Carlos Castilla Marroquín, Sa-
mi David David, Nancy González Ulloa (rúbrica), Marcela Guerra
Castillo, Jorge Antonio Kahwagi Macari, Gregorio Hurtado Leija (rú-
brica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica), Humberto
Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ramón Mar-
tel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Agustín Torres Ibarro-
la, Alejandro Encinas Rodríguez, Nazario Norberto Sánchez, Beatriz
Elena Paredes Rangel, Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Car-
los Oznerol Pacheco Castro (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez.»
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DEL DIARIO OFICIAL DE LA
FEDERACION Y GACETAS GUBERNAMENTALES

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Gu-
bernamentales, en materia de fe de erratas

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la Cámara de Diputados
de la LXI Legislatura, le fue turnada para su estudio, aná-
lisis y dictamen la Iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Guber-
namentales.

Esta comisión, con fundamento en los artículos 72 y 73,
fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f) y nu-
meral 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 80, 157
numeral 1, fracción I, 158 numeral 1, fracción IV y 167,
numeral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y
habiendo analizado el contenido de la iniciativa de referen-
cia, somete a la consideración de esta honorable asamblea,
el presente dictamen, basándose en los siguientes

Antecedentes

1. Con fecha veintitrés de septiembre de dos mil nueve, el
diputado Gregorio Hurtado Leija, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, en uso de la fa-
cultad que le confiere el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presen-
tó ante el Pleno de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, la Iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas
Gubernamentales.

2. Con esa misma fecha, veintitrés de septiembre de dos
mil nueve, la Presidencia de la Mesa Directiva, dispuso que
la Iniciativa fuera turnada a esta Comisión de Gobernación
para su estudio y dictamen.

3. Con fecha siete de diciembre de dos mil once, las dipu-
tadas y diputados integrantes de la Comisión de Goberna-
ción aprobaron el presente dictamen.

Contenido de la iniciativa

En la exposición de motivos de la iniciativa presentada, el
diputado proponente sostiene lo siguiente:

1. El objeto del presente proyecto es regular la figura de la
fe de erratas en las publicaciones que se realizan en el Dia-
rio Oficial de la Federación; la justificación material de-
viene en la ausencia de normas jurídicas que rigen la mate-
ria lo que implica la utilización de la figura sin un marco
jurídico definido, deviniendo en un grave problema de se-
guridad jurídica. 

2. La estructura de la iniciativa se desglosa en: a) la incor-
poración de la fe de erratas como materia de publicación en
el Diario Oficial de la Federación; b) definición de los su-
puestos de procedencia, ya sea por errores en la impresión
o por errores provenientes del documento original; c) pro-
cedimientos y plazos; d) efectos jurídicos, y e) incorpora-
ción de un mecanismo de consulta de los documentos ori-
ginales enviados para publicación, en atención a un
principio de transparencia y máxima publicidad de confor-
midad con el artículo 6 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 

3. La materia que se pretende regular es competencia del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en ra-
zón de que el principio de publicidad de las leyes viene a
ser la última etapa del proceso legislativo en términos del
artículo 72 constitucional en relación con el artículo 89,
fracción I, constitucional, relativo a la promulgación que
debe realizar el Ejecutivo Federal, por lo que si hay normas
expresas que tengan por objeto hacer efectiva la facultad de
publicar leyes, igualmente debe haber normas respecto de
la corrección de errores que se cometan en la publicación
del Diario Oficial de la Federación, además de que existen
otras materias públicas o privadas que igualmente se publi-
can, y que no está exentas de errores de impresión o de
errores en el contenido del documento que se envía para
publicación. 



4. La fe de erratas no se trata de una figura menor, sino de
un procedimiento de corrección que debe ser regulado y re-
servado a la ley, los plazos para su corrección son variados,
por lo que igualmente resulta necesario regular los supues-
tos, procedimientos y plazos en atención a la seguridad ju-
rídica de a quienes se dirigen los documentos publicados
en el Diario Oficial de la Federación. 

5. La adecuación del orden jurídico deviene en un princi-
pio de seguridad jurídica en lo que atañe a la publicidad de
las leyes, así como el derecho a la información pública en
forma correcta y oportuna como una arista más del derecho
a la información como pilar básico del estado de derecho
democrático, tema que resultan de interés para la agenda
legislativa nacional. 

6. En nuestra práctica jurídica se reconoce la existencia de
errores de imprenta al elaborar el Diario Oficial de la Fe-
deración, así como errores propios del documento original
enviado para publicación, inconsistencias que se han veni-
do a resolver a través de la aplicación judicial del derecho. 

7. El presente proyecto vendría a ser una oportunidad para
que el legislador regule debidamente la fe de erratas. 

8. Cabe precisar que el proyecto tiene como principal be-
neficio la seguridad jurídica de los destinatarios de las nor-
mas, y no implica mayores costos para los órganos o suje-
tos obligados distintos o mayores a los que ya se realizan
cuando se lleva a cabo actualmente para la publicación de
una errata, salvo que con el proyecto se delimitan los pro-
cedimientos y se establecen plazos previamente estableci-
dos al efecto. 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Gobernación de la LXI
Legislatura de la Cámara de Diputados que suscriben el
presente dictamen, exponemos las siguientes 

Consideraciones

A) Valoración de la iniciativa

1. El artículo 72, inciso A, en relación con el artículo 89,
fracción I, ambos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establecen la obligación del Ejecutivo
Federal de publicar inmediatamente un proyecto de Ley
aprobado por el Congreso de la Unión, lo cual constituye la
última etapa del proceso legislativo.

Artículo 72. Todo proyecto de ley o decreto, cuya reso-
lución no sea exclusiva de alguna de las Cámaras, se
discutirá sucesivamente en ambas, observándose el Re-
glamento de Debates sobre la forma, intervalos y modo
de proceder en las discusiones y votaciones.

A. Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen, pa-
sará para su discusión a la otra. Si ésta lo aprobare, se
remitirá al Ejecutivo, quien, si no tuviere observaciones
que hacer, lo publicará inmediatamente.

…

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presi-
dente, son las siguientes:

I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congre-
so de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a
su exacta observancia.

2. El artículo 3 de Código Civil Federal dispone que las le-
yes, reglamentos, circulares o cualquier disposición de ob-
servancia general debe ser publicada en el Periódico Ofi-
cial para que sea obligatoria y surta sus efectos

Artículo 3o. Las leyes, reglamentos, circulares o cua-
lesquiera otras disposiciones de observancia general,
obligan y surten sus efectos tres días después de su pu-
blicación en el Periódico Oficial.

En los lugares distintos del en que se publique el Perió-
dico Oficial, para que las leyes, reglamentos, etc., se re-
puten publicados y sean obligatorios, se necesita que
además del plazo que fija el párrafo anterior, transcurra
un día más por cada cuarenta kilómetros de distancia o
fracción que exceda de la mitad.

3. La Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas
Gubernamentales, publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 24 de diciembre de 1986, tiene por objeto re-
glamentar la publicación del Diario Oficial de la Federa-
ción y establecer las bases generales para la creación de las
gacetas gubernamentales sectoriales.

4. El artículo 2 de la citada Ley, define al Diario Oficial de
la Federación como el órgano del Gobierno Constitucional
de los Estados Unidos Mexicanos, de carácter permanente
e interés público, cuya función consiste en publicar en el
territorio nacional, las leyes, decretos, reglamentos, acuer-
dos, circulares, órdenes y demás actos, expedidos por los
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Poderes de la Federación en sus respectivos ámbitos de su
competencia, a fin de que éstos sean aplicados y observa-
dos debidamente. 

5. En el transcurso de la elaboración de un documento des-
tinado a ser publicado en el Diario Oficial de la Federación
a la publicación misma, pueden acontecer errores involun-
tarios ya sea en la impresión o bien errores en el contenido
del mismo, motivo por el cual se hace necesaria la figura
de la Fe de Erratas.

6. De acuerdo con la Real Academia Española, la errata es
definida como la Equivocación material cometida en lo im-
preso o manuscrito. 

Por su parte, la fe de erratas es la lista de las erratas obser-
vadas en un libro, inserta en él, al final o al comienzo, con
la enmienda que de cada una debe hacerse.

7. La figura de la fe de erratas ha sido utilizada recurrente-
mente en las publicaciones del Diario Oficial de la Federa-
ción, reconociendo su validez absoluta si se trata de una
corrección que no modifique las disposiciones legales pu-
blicadas y que no trascienda su validez. Así lo ha recono-
cido la Suprema Corte de Justicia de la Nación y como
ejemplo tenemos las siguientes tesis jurisprudenciales:

Registro No. 165461
Localización: 
Novena Época
Instancia: Segunda Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
XXXI, Enero de 2010
Página: 302
Tesis: 2a./J. 219/2009
Jurisprudencia
Materia(s): Administrativa

Predial. La fe de erratas al decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones
del Código Financiero del Distrito Federal, publica-
do en la Gaceta Oficial de la entidad el 27 de diciem-
bre de 2007, no trasciende a la validez de las normas
que contiene (legislación vigente en 2008). 

Mediante publicación en la Gaceta Oficial del Distrito
Federal el 11 de febrero de 2008, la Directora General
Jurídica y de Estudios Legislativos de la Consejería Ju-

rídica y de Servicios Legales del Gobierno del Distrito
Federal, dio a conocer la fe de erratas al decreto de re-
ferencia, con la cual se corrigió la equivocación tipo-
gráfica cometida en relación con la fecha de su promul-
gación, aclarándose que aconteció el 20 de diciembre de
2007 y no el 6 del mismo mes y año, lo que no implica
un cambio en el texto del propio decreto ni en el desa-
rrollo del proceso legislativo, sino de una corrección
que no modifica las disposiciones legales aprobadas y,
por ende, no trasciende a su validez.

Amparo en revisión 311/2008. Jaime Martínez del
Río Romero Vargas. 4 de noviembre de 2009. Cinco
votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Se-
cretarios: María Constanza Tort San Román, Gusta-
vo Ruiz Padilla, Israel Flores Rodríguez y Fernando
Tinoco Ortiz.

Amparo en revisión 365/2008. María Eugenia Azcá-
rraga Tamayo de Casas. 4 de noviembre de 2009.
Cinco votos. Ponente: José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas. Secretarios: María Constanza Tort San
Román, Gustavo Ruiz Padilla, Israel Flores Rodrí-
guez y Fernando Tinoco Ortiz.

Amparo en revisión 489/2008. Jacqueline Couttolenc
Mestre. 4 de noviembre de 2009. Cinco votos. Po-
nente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secreta-
rios: María Constanza Tort San Román, Gustavo
Ruiz Padilla, Israel Flores Rodríguez y Fernando Ti-
noco Ortiz.

Amparo en revisión 583/2008. Ampudia Peters Her-
ta. 4 de noviembre de 2009. Cinco votos. Ponente:
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: María
Constanza Tort San Román, Gustavo Ruiz Padilla,
Israel Flores Rodríguez y Fernando Tinoco Ortiz.

Amparo en revisión 721/2008. Carlos Pérez Verdia
Chico. 4 de noviembre de 2009. Cinco votos. Ponen-
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Ma-
ría Constanza Tort San Román, Gustavo Ruiz Padi-
lla, Israel Flores Rodríguez y Fernando Tinoco
Ortiz.

Tesis de jurisprudencia 219/2009. Aprobada por la
Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión priva-
da del veinticinco de noviembre de dos mil nueve.



Registro No. 184586
Localización:
Novena Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
XVII, Marzo de 2003
Página: 1764
Tesis: I.13o.A.20 K
Tesis Aislada
Materia(s): Común

Resolución publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración. El hecho de que se haya dado a conocer en
ese medio en forma incompleta, no implica que ca-
rezca de efectos jurídicos, ni que se trate de una nue-
va cuando se subsana con una fe de erratas posterior.

El hecho de que al director del Diario Oficial de la Fe-
deración se le ordene la publicación de una determinada
resolución y ésta, por un error, se publique sólo respec-
to de la parte resolutiva, para posteriormente publicarse
en su integridad a través de una fe de erratas, no signifi-
ca que carezca de valor legal tal publicación, es decir,
que se prejuzgue sobre una indebida fundamentación y
motivación por parte de la autoridad que la emitió, así
como que la segunda publicación se trate de una nueva
resolución, puesto que, además, no hay que perder de
vista que la resolución ya existe, y que sólo hubo una
publicación incompleta, misma que se subsanó a través
de la fe de erratas, que precisamente se crea para cuan-
do acontece un error involuntario, pero que evidente-
mente cuenta con la validez absoluta de la primigenia
publicación, pues una incompleta publicación no le res-
ta validez legal cuando ésta es subsanada con la fe de
erratas, lo que igualmente significa que la publicación
de los puntos resolutivos no prejuzga sobre su existen-
cia, ni tampoco debe pensarse que es incorrecta la cita-
da publicación, por no ser un texto completo (compe-
tencia legal, antecedentes y consideraciones) el cual se
dio a conocer posteriormente a través de una fe de erra-
tas, ya que sus efectos legales de notificación se surten
con la segunda publicación de la resolución en su inte-
gridad.

Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Ad-
ministrativa del Primer Circuito.

Amparo en revisión 10593/2001. Alestra, SA de RL
de CV. 30 de noviembre de 2001. Unanimidad de vo-

tos. Ponente: Rosalba Becerril Velázquez. Secreta-
ria: Carolina Acevedo Ruiz.

8. Sin embargo puede acontecer que la fe de erratas no se
utilice adecuadamente y por el contrario se cometa el error
de corregir, modificar, subsanar la deficiencias u omisiones
en el contenido de las disposiciones legales publicadas, lo
cual violaría las disposiciones constitucionales sobre la
formación de leyes y sería violatorio de garantías como la
de seguridad jurídica. Así lo ha reconocido también la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente Juris-
prudencia:

Registro No. 169691
Localización:
Novena Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
XXVII, Mayo de 2008
Página: 879
Tesis: XX.2o. J/22
Jurisprudencia
Materia(s): Penal

Fe de erratas al decreto que reforma el segundo pá-
rrafo del artículo 245 Bis del abrogado Código Penal
para el Estado de Chiapas, publicado el 25 de febre-
ro de 2004. Al diferir del texto originalmente apro-
bado por el legislador local, sin agotar las etapas re-
lativas para su creación, modificación o reforma,
viola la garantía de exacta aplicación de la ley en ma-
teria penal.

La fe de erratas al decreto 160 que reforma diversos ar-
tículos del abrogado Código Penal para el Estado de
Chiapas, publicada en el Periódico Oficial el 3 de mar-
zo de 2004, que en lo conducente establece: “Dice: Ar-
tículo 245 bis ... Para efectos de este código se conside-
ra que una persona se encuentra en estado de ebriedad
cuando en su organismo existen 100 miligramos o más
de alcohol por cada 100 mililitros de sangre o cuando
existen 130 miligramos o más de alcohol por cada 100
mililitros de orina. ... Debe decir: Para efectos de esta
disposición, el estado de ebriedad se acreditará median-
te un examen clínico a cargo de un médico legisla (sic),
y en los lugares donde no haya médico titulado, por un
pasante o práctico en la carrera de medicina. Todo abu-
so de la autoridad será sancionado en los términos del
presente código. ...”, transgrede el artículo 14, párrafo
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tercero, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, que consigna como garantía de exacta
aplicación de la ley en materia penal, la prohibición de
imponer penas que no estén establecidas por una ley
exactamente aplicable al delito de que se trate, prohibi-
ción que recoge el inveterado principio de derecho pe-
nal, que se enuncia como nulla poena sine lege, y cuyo
alcance no se limita a constreñir a la autoridad jurisdic-
cional a que se abstenga de imponer por simple analo-
gía o por mayoría de razón pena alguna que no esté de-
cretada por una ley exactamente aplicable al hecho
delictivo de que se trata, sino que obliga al legislador a
emitir normas claras en las que precise la consecuencia
jurídica de la comisión de un ilícito a fin de evitar un es-
tado de incertidumbre jurídica al gobernado y una ac-
tuación arbitraria del juzgador. Lo anterior es así, por-
que mediante la publicación de la fe de erratas referida,
ya no se consideraron los parámetros numéricos esta-
blecidos por el legislador local en la redacción original
del segundo párrafo del precepto aludido para acreditar
el estado de ebriedad; lo que no resulta válido, en virtud
de que las disposiciones legales se encuentran revesti-
das de formalidades esenciales en torno al proceso que
debe observarse para su creación, o bien, para su modi-
ficación y reforma, conforme con los artículos 72, inci-
so F, de la Ley Fundamental, 25, 27 a 29, de la Consti-
tución Política Local, 56, 65, 66, 78, 92, 102 y 138 del
abrogado Reglamento Interior del Honorable Congreso
del Estado de Chiapas; en consecuencia, el texto del de-
creto o ley aprobados por el Congreso Local correspon-
de única y exclusivamente al que fue discutido y vota-
do, pues la voluntad de la Legislatura se expresa en el
momento en que se discute y aprueba el dictamen pre-
sentado por la comisión respectiva; así, aun cuando el
texto final de una ley o decreto, previamente a su remi-
sión al Poder Ejecutivo, haya sido mejorado en términos
de estilo, o bien, posteriormente se publique una fe de
erratas en relación con él, no tiene por qué diferir del
texto originalmente aprobado, y mucho menos se podrá,
mediante estos mecanismos, subsanar las deficiencias u
omisiones que éste presente, pues para ello es necesario
agotar las etapas relativas para su creación, modifica-
ción o reforma; por tanto, la mera afirmación del presi-
dente de la mesa directiva del órgano legislativo que dio
origen a la difusión de la fe de erratas, en el sentido de
que una vez hecha la revisión al decreto publicado por
el Ejecutivo Estatal, se advirtió que no corresponde al
aprobado por esa soberanía popular no puede, por sí so-
la, modificar o corregir la decisión que tomaron, demo-

cráticamente, cada uno de los integrantes del Congreso,
ya que en ningún caso podría considerarse que en él re-
side la facultad legislativa que la Constitución Local les
atribuye; de ahí que al no haber cumplido la fe de erra-
tas las etapas comentadas resulta violatoria de la garan-
tía de exacta aplicación de la ley en materia penal y, por
ende, de la garantía de seguridad jurídica.

Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito.

Amparo directo 10/2005. 7 de septiembre de 2005.
Unanimidad de votos. Ponente: Alma Rosa Díaz Mo-
ra. Secretario: Bayardo Raúl Nájera Díaz.

Amparo directo 337/2006. 7 de junio de 2007. Unani-
midad de votos. Ponente: Marta Olivia Tello Acuña.
Secretario: Jesús Gerardo Montes Gutiérrez.

Amparo directo 56/2007. 13 de septiembre de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Marta Olivia Tello
Acuña. Secretario: Bayardo Raúl Nájera Díaz.

Amparo directo 247/2007. 11 de octubre de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arteaga Ál-
varez. Secretario: Jorge Alberto Camacho Pérez.

Amparo directo 344/2007. 13 de marzo de 2008. Una-
nimidad de votos. Ponente: Marta Olivia Tello Acu-
ña. Secretaria: Elvia Aguilar Moreno.

Ejecutoria:

1. Registro No. 20950
Asunto: Amparo directo 344/2007. 
Promovente: 
Localización: 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta;
XXVII, Mayo de 2008; Pág. 881; 

9. Es importante mencionar que la fe de erratas ha sido re-
conocida en leyes de diversas Entidades Federativas que
tienen por objeto reglamentar la publicación del Periódico
Oficial de dichos estados, tal es el caso de la Ley del Pe-
riódico Oficial del Estado de Aguascalientes, Ley del Pe-
riódico Oficial del Estado de Colima, Ley del Periódico
Oficial del Estado de Hidalgo, Ley del Periódico Oficial
del Estado de Michoacán de Ocampo, entre otros.

10. Asimismo el doctor Miguel Acosta Romero en su trata-
do de Derecho Administrativo Especial, afirma la conve-



niencia de una reforma a la Ley del Diario Oficial de la Fe-
deración y Gacetas Gubernamentales, para determinar con
precisión en qué consiste la fe de erratas, a quién compete
publicarla, qué efectos tiene y dentro de qué plazo debe re-
alizarse su publicación, cuestiones que son muy importan-
tes y que deben regularse expresamente en razón de la se-
guridad jurídica. (Acosta Romero, 1989, p. 81).

11. Esta comisión considera que la reforma planteada en la
Iniciativa materia del presente dictamen es viable en razón
de que regula la figura de la fe de erratas a las disposicio-
nes de carácter general que son materia de publicación en
el Diario Oficial de la Federación con la finalidad de pro-
veer de certeza jurídica a los destinatarios de las mismas en
cuanto a su validez, procedencia, términos para su publica-
ción, efectos y entrada en vigor.

B) Modificaciones a la iniciativa

1. Para darle una mayor claridad al concepto de la fe de
erratas se cambio su definición, tomando como referencia
la de la Ley del Periódico Oficial del Estado de Nuevo Le-
ón para quedar, como la corrección inserta en el Diario Ofi-
cial de las publicaciones que en el mismo se realicen.

2. El artículo 20 del proyecto establece los dos supuestos
de procedencia de la fe de erratas, la fracción I, menciona
que será procedente por errores de impresión durante la
elaboración y/o publicación del Diario Oficial de la Fede-
ración, sin embargo al tratarse de errores de impresión, los
mismos no pueden acontecer al publicarse el documento,
pues publicar significa hacer notorio o patente algo que se
quiere hacer llegar a noticia de todos, esto es, una vez que
ya se ha impreso el mismo, motivo por el cual se suprime
la frase y/o publicación.

3. Respecto de la fracción II del mismo artículo, que esta-
blece que será procedente la fe de erratas por errores en el
contenido de los documentos originales que hayan sido en-
viados para publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción, debe agregarse en aras de la seguridad jurídica del
gobernado, que siempre que no alteren la parte sustantiva
del documento a publicar.

4. El mismo razonamiento expresado para la fracción I del
artículo 20, de la Iniciativa aplica para la redacción del Ar-
tículo 21 del proyecto, se considera que para un mejor en-
tendimiento debe decir: “Cuando en la impresión del do-
cumento se cometan errores…”

Asimismo es procedente modificarlo con la finalidad de
que sea una sola hipótesis la prevista en el mismo, la cual
sería que en la impresión del documento se comentan erro-
res que disientan con el contenido del documento original,
caso en el cual el responsable de la puesta en circulación
del Diario Oficial de la Federación por sí o a petición de
parte deberá publicar la Fe de erratas en la que conste de
manera correcta el contenido del documento original, den-
tro de los tres días hábiles siguientes al conocimiento de di-
cho error o a la petición de la corrección.

De considerar la posibilidad de que se realice un tiraje adi-
cional sobre una Fe de Erratas o bien de publicar una edi-
ción vespertina, ocasionaría un gasto de recursos  que no se
justifica, toda vez que se puede publicar en la edición in-
mediata posterior o hasta el plazo de tres días hábiles  si-
guientes al conocimiento de dicho error o a la petición de
la misma.

5. Por lo que respecta al artículo 22 del proyecto, esta dic-
taminadora propone que sea suprimido en virtud de que es-
tá regulando la hipótesis prevista por el artículo 21, frac-
ción II, estableciendo términos distintos para solicitar al
encargado del Diario Oficial de la Federación la corrección
a una publicación determinada.

Debe señalarse que el derecho de cualquier ciudadano pa-
ra hacer observaciones por escrito respecto del texto de es-
critura o impresión mediante escrito dirigido al encargado
del Diario Oficial de la Federación sin que dichas observa-
ciones resulten vinculantes, está debidamente garantizado
por el artículo 8 Constitucional, motivo por el cual se hace
redundante su regulación.

6. Por lo que respecta al artículo 23 de la iniciativa, ahora
22 del proyecto, se considera procedente suprimir la frac-
ción II en virtud de que no se trata de una errata, sino de
una modificación al sentido real del documento que se pre-
tende sea publicado, el cual para que surta efectos dicha
modificación, debe seguir su procedimiento de creación,
esto en virtud del principio de legalidad que debe regir a to-
do precepto de carácter general, motivo por el cual no es
materia del ordenamiento que se pretende reformar.

Asimismo, se establece la remisión expresa a la Ley Fede-
ral de Derechos, para no entrar en contradicción con el ci-
tado ordenamiento, en lo que respecta al pago de la publi-
cación correspondiente.
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7. Por lo que respecta al artículo 24 de la iniciativa, se con-
sidera pertinente suprimirlo, en virtud de que el análisis de
la aplicación retroactiva de una ley no debe ser materia de
este ordenamiento.

8. Se elimina el último párrafo del artículo 25 del proyec-
to, al considerarse que en nuestro marco legal está amplia-
mente estudiado lo que se entiende por documento origi-
nal, motivo por el cual no es necesario su regulación en el
ordenamiento en estudio.

Por lo antes expuesto, los diputados integrantes de la Co-
misión de Gobernación, someten a la consideración del
pleno de esta honorable asamblea el siguiente

Decreto que reforma y adiciona la Ley del Diario Ofi-
cial de la Federación y Gacetas Gubernamentales, en
materia de fe de erratas

Artículo Único. Se reforma el artículo 3o, fracciones VI y
VII; se adiciona una fracción VIII al artículo 3o y un Capí-
tulo Tercero denominado “De la Fe de Erratas” que consta
de los artículos 19, 20, 21, 22 y 23, a la Ley del Diario Ofi-
cial de la Federación y Gacetas Gubernamentales para que-
dar como sigue:

Artículo 3o. …

1. a V. …

VI. Los actos y resoluciones que la Constitución y las
leyes ordenen que se publiquen en el periódico oficial;

VII. Aquellos actos o resoluciones que por propia im-
portancia así lo determine el Presidente de la República;
y

VIII. La fe de erratas, cuando sea procedente conforme
a las disposiciones de esta Ley.

Capítulo Tercero
De la Fe de Erratas

Artículo 19. La fe de erratas es la corrección inserta en el
Diario Oficial de la Federación, de las publicaciones que
en el mismo se realicen. 

Artículo 20. La Fe de Erratas será procedente:

I. Por errores de impresión durante la elaboración del
diario Oficial de la Federación

II. Por errores en el contenido de los documentos origi-
nales que no alteren la parte sustantiva del mismo.

Artículo 21. Cuando en la impresión del documento se co-
metan errores que disientan con el contenido del documen-
to original, el responsable del Diario Oficial de la Federa-
ción deberá, por sí o a petición de la parte solicitante de la
publicación, publicar la Fe de Erratas en la que conste de
manera correcta el contenido del documento original, den-
tro de los tres días hábiles siguientes al conocimiento de di-
cho error o a la petición de la corrección.

En los casos anteriores la publicación de la Fe de Erratas
será sin ningún costo.

Artículo 22. Cuando los errores provengan del documento
original remitido para publicación y que no alteren la par-
te sustantiva del mismo, pero cuya rectificación se juzgue
conveniente para evitar confusiones, se publicará a peti-
ción del solicitante del servicio de la publicación, la Fe de
Erratas correspondiente, dentro de los cinco días hábiles a
la notificación del error u omisión.

El pago de los derechos deberá hacerse de conformidad
con lo establecido en la Ley Federal de Derechos, por lo
que respecta a las publicaciones en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo 23. Los particulares podrán solicitar al responsa-
ble del Diario Oficial de la Federación, copia certificada de
los documentos originales entregados para publicación,
siendo a cargo de éstos los derechos que originen su expe-
dición.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a siete de
diciembre dos mil once.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas, Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Lo-



rena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza (rúbrica en
abstención), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Gastón Luken Garza (rú-
brica), Francisco Ramos Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez
Reyes (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Sergio Manci-
lla Zayas (rúbrica), secretarios; Agustín Carlos Castilla Marroquín, Sa-
mi David David, Nancy González Ulloa (rúbrica), Marcela Guerra
Castillo, Jorge Antonio Kahwagi Macari, Gregorio Hurtado Leija (rú-
brica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica), Humberto
Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ramón Mar-
tel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Agustín Torres Ibarro-
la, Alejandro Encinas Rodríguez, Nazario Norberto Sánchez, Beatriz
Elena Paredes Rangel, Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Car-
los Oznerol Pacheco Castro (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que adiciona la fracción XXII al artículo 387 del Có-
digo Penal Federal

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Justicia de la LXI Legislatura le fue tur-
nada, para su estudio, análisis y dictamen correspondiente,
la iniciativa con proyecto de decreto por virtud del cual se
adiciona una fracción XXII al artículo 387 del Código Pe-
nal Federal en materia de robo de identidad con fines de-
fraudatorios.

Esta Comisión de Justicia, de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, de la LXI Legislatura, de conformi-
dad con lo dispuesto en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39
y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 80,
157, numeral 1, fracción I, 158, numeral 1, fracción IV y
167, numeral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a la consideración de esta Honorable Asam-
blea, el presente dictamen de conformidad con los siguien-
tes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión en fecha 3 de diciem-
bre de 2009, el diputado Arturo Zamora Jiménez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó la iniciativa con proyecto de decreto por virtud del
cual se adiciona una fracción XXII al artículo 387 del Có-
digo Penal Federal en materia de robo de identidad con fi-
nes defraudatorios.

Segundo. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión en esa misma fecha
turnó la iniciativa en comento a la Comisión de Justicia pa-
ra su estudio y dictamen correspondiente.

Contenido de la iniciativa

El robo de identidad tiene lugar cuando alguien se hace pa-
sar por otra persona y utiliza información personal de ín-
dole financiera para solicitar préstamos, tarjetas de crédito
o tramitar un arrendamiento, entre otras actividades media-
les. 

Cada vez más compras y robos de documentos oficiales
son perpetrados por delincuentes que utilizan la Internet
para cometer ilícitos. Sus herramientas preferidas son el
engaño para obtener información privada y la invasión de
computadoras de millones de usuarios incautos, con las
cuales forman redes que propagan programas a través de
decodificadores de contraseñas. 

Este ilícito es mucho más efectivo que el fraude tradicional
con medios de pago, que ocurre cuando alguien usa ilegal-
mente la chequera, la tarjeta de débito o la de crédito de
otra persona. 

El robo de identidad permite al delincuente abrir cuentas de
banco, obtener tarjetas de crédito y teléfonos celulares,
arrendar autos e inclusive departamentos a nombre de la
víctima sin que ésta se entere. 

Cuando existe un comportamiento previo consistente en
una disposición de documentos, identificaciones, tarjetas
de crédito o cualquier documento de identidad, que lleva
implícito en el ánimo de autor su utilización para llevar a
cabo una conducta posterior, nos encontramos ante una si-
tuación atípica, y en consecuencia este vacío de ley pro-
mueve la impunidad. 
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La conducta consiste fundamentalmente en el apodera-
miento de identidad o datos de identidad con la finalidad de
obtener en otro momento un lucro a través de argucias, o
engaños, generando daño patrimonial a la víctima de enga-
ño y por otro, descrédito a la persona cuya identidad se
usurpa para obtener indebidamente un beneficio patrimo-
nial. 

Al hacer el análisis conjunto de los delitos de robo, fraude,
variación de nombre, por falsificación de documentos se
debe reconocer la existencia de un vacío de ley que no con-
templa específicamente como delictivo el comportamiento
descrito al inicio de esta iniciativa, ante lo cual el propo-
nente puso a consideración de esta soberanía la solución
legislativa.

El artículo 386 del Código Penal Federal tutela la figura del
delito de fraude para quien engañando a uno o aprove-
chándose del error de que éste se halle, se hace ilícitamen-
te de alguna cosa o alcanza un lucro indebido.

Afirma el proponente que lo dispuesto en el artículo cita-
do, es la forma genérica del delito de fraude que de acuer-
do a los elementos del tipo del comportamiento básico pue-
de acreditarse mediante la conducta de engaño, o bien
mediante el aprovechamiento de error. 

El “tipo objetivo” en este delito constituye además de la
conducta engañosa, el aprovechamiento de error, así como
la disposición patrimonial, en tanto que, “como elemento
subjetivo del tipo” lo constituye el “enriquecimiento ilíci-
to”, que es en realidad la finalidad de autor, de tal manera
que el ánimo de lucro constituye el dolo como única forma
de comisión del delito de fraude. 

Al hacer el análisis de las 21 fracciones del artículo 387 del
Código Penal Federal, en que se establecen las formas es-
pecíficas de fraude, es evidente que el comportamiento de
sustracción para el uso de identidad con ánimo de engañar
a otro y obtener lucro indebido, es una forma delictiva que
no está específicamente tipificada en el derecho positivo,
de tal suerte que es menester incorporar en la legislación
una adición al artículo 387 a través de la creación de la
fracción XXII para los efectos de tutelar adecuadamente
dicho comportamiento lesivo, razón por la cual se propone
que se adicione al artículo 387 del Código Penal Federal, la
fracción XXII en los siguientes términos: 

Artículo 387. Las mismas penas señaladas en el artícu-
lo anterior se impondrán: 

I. a XXI.

XXII. El que para cometer este delito utilice indebida-
mente cualquier tipo de identificación, o clave de iden-
tificación personal bancaria, o cualesquier otro docu-
mento identificatorio que pertenezca a otro.

…

…

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Justica de la LXI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, que suscriben el pre-
sente dictamen, exponen las siguientes:

Consideraciones

Después de haber analizado los argumentos vertidos en la
iniciativa que nos ocupa, esta Comisión considera proce-
dente la reforma planteada por las siguientes consideracio-
nes.

Primera. De acuerdo con las definiciones de robo de iden-
tidad más aceptadas, este ilícito ocurre cuando alguien ad-
quiere, transfiere, posee o utiliza información de una per-
sona física o jurídica de forma no autorizada con la
intención de cometer fraude u otros delitos. 

De conformidad con el modus operandi detectado, este ilí-
cito puede perpetrarse con acciones desde la clonación de
una tarjeta bancaria, el robo de correspondencia, específi-
camente de estados de cuenta o la pérdida de bolsos y car-
teras; sin embargo, también existen sofisticados programas
cibernéticos dedicados a estas acciones ilegales. 

Se trata pues, de conductas nocivas de reciente aparición y
que por tanto difícilmente pueden encuadrarse en los tipos
penales preexistentes. Por tal motivo, se coincide con el
promovente en la necesidad de tipificar adecuadamente y
sancionar la conducta de apoderamiento de datos persona-
les o de identificación con fines defraudatorios.

Segunda. No escapa a la consideración de esta comisión,
el aumento significativo en la incidencia del apoderamien-
to de datos de identificación con fines defraudatorios.

Durante el año pasado las autoridades financieras mexica-
nas recibieron 300,000 denuncias de robo de identidad con
intenciones fraudulentas en instituciones financieras, cifra



que ubicó a México en el octavo lugar a nivel mundial en
la práctica de este delito que debe ser castigado. 

De acuerdo con estadísticas internacionales, cada 4 segun-
dos ocurre un robo de identidad y su resolución requiere en
promedio de 600 horas de trabajo de investigación por par-
te de especialistas para determinar quiénes atacaron a los
usuarios de los servicios financieros, sin contar el tiempo
que la víctima dedica para demostrar que alguien utilizó su
información personal de manera ilegal. 

El área de Tecnología en Implementación de Seguridad
Biométrica  del IPN señaló que en los últimos tres años en
nuestro país se agravó el delito de robo de identidad, que
anualmente deja pérdidas por casi 9 millones de dólares y
afecta tanto a usuarios como a instituciones públicas y pri-
vadas. Se alertó sobre el incremento en el número de frau-
des mediante el robo o manipulación de información con-
fidencial a través de internet y las diferentes redes sociales.

La elevada incidencia de este tipo de conductas la motiva-
do que la Comisión Nacional para la Defensa de los Usua-
rios de los Servicios Financieros emita diversos comunica-
dos previniendo sobre las diversas modalidades en que se
presenta la sustracción de datos personales con propósitos
defraudatorios, las más recientes el 7 de noviembre, 21 de
septiembre y 27 de junio de este año.

Tercera. De conformidad con la Real Academia Española
de la Lengua, debemos entender por fraude una acción
contraria a la verdad y a la rectitud, que perjudica a la per-
sona contra quien se comete.

El delito de fraude se encuentra tipificado en el artículo
386 del Código Penal Federal que dispone:

Artículo 386. Comete el delito de fraude el que engañando
a uno o aprovechándose del error en que éste se halla se ha-
ce ilícitamente de alguna cosa o alcanza un lucro indebido.

El artículo 387 del mismo ordenamiento describe en sus
XXI fracciones las distintas modalidades específicas de
fraude, sin que se encuentre tipificada la conducta descrita
por el proponente, que consiste en el apoderamiento de da-
tos de identificación de una persona con fines defraudato-
rios.

Cuarta. No escapa a la consideración de esta Comisión
Dictaminadora que la sustracción de datos personales o de
identificación, se encuentra sancionada en el Título Nove-

no del Código Penal Federal, Capitulo II que se refiere al
acceso ilícito a sistemas y equipos de informática, sancio-
nando las siguientes conductas:

Artículo 211 Bis 1. … 

Al que sin autorización conozca o copie información
contenida en sistemas o equipos de informática protegi-
dos por algún mecanismo de seguridad, se le impondrán
de tres meses a un año de prisión y de cincuenta a cien-
to cincuenta días multa.

Artículo 211 Bis 4. …

Al que sin autorización conozca o copie información
contenida en sistemas o equipos de informática de las
instituciones que integran el sistema financiero, protegi-
dos por algún mecanismo de seguridad, se le impondrán
de tres meses a dos años de prisión y de cincuenta a tres-
cientos días multa.

Artículo 211 Bis 5. …

Al que estando autorizado para acceder a sistemas y
equipos de informática de las instituciones que integran
el sistema financiero, indebidamente copie información
que contengan, se le impondrán de tres meses a dos años
de prisión y de cincuenta a trescientos días multa.

Las penas previstas en este artículo se incrementarán en
una mitad cuando las conductas sean cometidas por fun-
cionarios o empleados de las instituciones que integran
el sistema financiero.

No obstante, de la lectura de los tipos penales contenidos
en los dispositivos anteriormente transcritos de advierte
claramente que éstos únicamente sancionan la obtención
ilícita de información, más no su utilización con el fin de
obtener un lucro indebido, por lo que se deja sin protección
el bien jurídico que se pretende tutelar que es por un lado
el patrimonio, y por el otro el derecho a la propia imagen y
la capacidad crediticia del titular de la identidad.

Quinta. De conformidad con lo anterior, debido a que el
apoderamiento de datos de identificación con fines defrau-
datorios no corresponde a la descripción típica de alguna
conducta contenida en el Código Penal Federal actualmen-
te, y atendiendo al principio de estricta legalidad que rige
en el derecho penal, y que tutela el artículo 14 Constitu-
cional, se advierte el riesgo de soslayar desde la norma sus-
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tantiva, la impunidad de los autores de estas conductas, an-
te la atipicidad de las mismas. 

Por las consideraciones anteriores, se coincide con el pro-
movente en la necesidad de tipificar adecuadamente una
conducta nociva cuya incidencia va en notable aumento.

Sexta. Conforme a lo expuesto por el promovente, la natu-
raleza de la conducta que propone tipificar debe asimilarse
al delito de fraude por coincidir con los elementos que in-
tegran este tipo penal. 

El delito de fraude de acuerdo al tipo puede darse median-
te la conducta de engaño que implica el ejercicio de una ac-
tividad por la cual se distorsiona la realidad, con el objeti-
vo de producir en la víctima una falsa representación de la
verdad. 

El engaño es el más significativo de los elementos previs-
tos en el tipo básico, en consecuencia, será suficiente para
integrar este delito cualquier clase de engaño con tal que
causalmente sea suficiente para producir en la víctima una
concepción errónea de la realidad, así podrá ser suficiente
el mecanismo activo de aquél que no proporciona toda la
información inherente a una determinada situación. 

Deberá complementarse con el hecho de que el sujeto acti-
vo se haga ilícitamente de alguna cosa o alcance lucro  in-
debido, lo cual en todos los casos se traduce en un daño pa-
trimonial para la víctima y a la vez un enriquecimiento
ilícito del victimario.

De las anteriores consideraciones, resulta evidente que el
apoderamiento de datos personales o de identificación con
fines defraudatorios contiene los dos elementos enumera-
dos anteriormente, esto es, el engaño y el ánimo de lucro,
por lo que resulta adecuado tipificar esta conducta dentro
de las figuras de fraude específico contenidas en el artícu-
lo 387 del Código Penal Federal. 

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Justicia, so-
mete a la consideración de esta asamblea, el siguiente pro-
yecto de:

Proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción
XXII al artículo 387 del Código Penal Federal

Único. Se adiciona una fracción XXII al artículo 387 del
Código Penal Federal para quedar como sigue:

Artículo 387. Las mismas penas señaladas en el artículo
anterior se impondrán: 

I. a XXI.

XXII. El que para cometer este delito utilice indebida-
mente cualquier tipo de identificación, o clave de iden-
tificación personal bancaria, o cualesquier otro docu-
mento identificatorio que pertenezca a otro.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de diciembre de 2011.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García (rúbrica), Miguel Er-
nesto Pompa Corella (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua, Camilo
Ramírez Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez, Juanita Arcelia
Cruz Cruz, Eduardo Ledesma Romo (rúbrica), secretarios; María de
Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rú-
brica), Nancy González Ulloa (rúbrica), Leonardo Arturo Guillén Me-
dina (rúbrica), Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Cuauh-
témoc Gutiérrez de la Torre, Gregorio Hurtado Leija, Israel Madrigal
Ceja (rúbrica), Sonia Mendoza Díaz, Dolores de los Ángeles Nazares
Jerónimo, María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Rodrigo Pérez-
Alonso González, Norma Leticia Salazar Vázquez, Cuauhtémoc Sal-
gado Romero, Miguel Ángel Terrón Mendoza, Enoé Margarita Uranga
Muñoz, Josué Cirino Valdés Huezo, Alma Carolina Viggiano Austria
(rúbrica), Pedro Vázquez González (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Mon-
taño (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.



LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS
ARQUEOLOGICAS, ARTISTICOS E HISTORICOS

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que adiciona la fracción XIX al artículo 194 del Có-
digo Federal de Procedimientos Penales, así como los artí-
culos 23 y 53 Bis a la Ley Federal sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LXI Legislatura, le fueron
turnadas para su estudio, análisis y dictamen correspon-
diente, las iniciativas con proyecto de decreto por las que
se adicionan las fracciones XII al artículo 82 de la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales, el artículo 21 Bis de la Ley Fe-
deral sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísti-
cos e Históricos, el artículo 368 Quintus al Código Penal
Federal, el inciso 37) a la fracción I y la fracción XVIII al ar-
tículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales, a
efecto de registrar para efectos de inventario las obras de ar-
te utilizadas para fines religiosos, crear un Registro Nacional
de Arte Sacro, crear un tipo penal que sancione el delito de
robo de arte sacro y calificar como grave este delito.

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral 6, in-
cisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 80, 81, numeral 2, 85,
157, numeral 1, fracción I, 158, numeral 1, fracción IV y
167, numeral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a la consideración de los integrantes de esta
honorable asamblea el presente dictamen. 

Antecedentes

Primero. Con fecha 7 de julio de 2010, el diputado Juan
Pablo Jiménez Concha, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional presentó iniciativa que
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Bie-
nes Nacionales, de la Ley Federal sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, del Código
Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales.

Segundo. La Mesa Directiva, en esa misma fecha acordó
se turnara la iniciativa en comento a la Comisión de Justi-
cia para el correspondiente dictamen.

Tercero. El 8 de agosto 2011, el diputado Juan Pablo Ji-
ménez Concha, solicitó a la Mesa Directiva que dicha ini-
ciativa se procesara en términos del artículo sexto transito-
rio del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Cuarto. Con fecha 30 de noviembre de 2010, el diputado
Armando Báez Pinal, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa con
proyecto de decreto por la que se adiciona la fracción
XVIII al artículo 194 del Código Federal de Procedimien-
tos Penales.

Quinto. La Mesa Directiva, en esa misma fecha acordó se
turnara la iniciativa en comento a la Comisión de Justicia
para el correspondiente dictamen.

Contenido de las iniciativas

A) Iniciativa del diputado Juan Pablo Jiménez Concha

El diputado argumenta que el patrimonio cultural mexica-
no de nuestro país es considerado como el más extenso del
continente americano por la riqueza de los bienes que da-
tan de los siglos XVI al XIX; dentro de éste, se encuentran
pinturas y esculturas en diversas técnicas y estilos destina-
das para el culto de la religión católica, que integran lo que
él denomina conjunto de arte sacro.

Menciona la relevancia de este hecho en el turismo religio-
so, la cual representa una derrama económica importante;
sin embargo, éste se ve afectado por el robo de piezas sa-
gradas, que sin lugar a dudas va en aumento y lo grave de
esto, es que al día de hoy no se cuenta con un catálogo
completo sobre arte sacro mexicano. No obstante lo ante-
rior, de manera afortunada, en el estado de Puebla se ha re-
alizado un registro de 185 templos.

Esta problemática ha propiciado que haya condiciones fa-
vorables para que el robo de estos bienes se haya incre-
mentado al grado que se ha convertido en la segunda acti-
vidad delictiva con mayores ganancias en el territorio
nacional después del narcotráfico, y propicia el comercio
de piezas por coleccionistas privados. 

Con base en lo anteriormente expuesto, el legislador pro-
pone adicionar la fracción XII al artículo 82 de la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales para dotar de facultades al Ins-
tituto Nacional de Arqueología e Historia (INAH) para la
elaboración de un catálogo de obras de arte con fines reli-
giosos.
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También pretende adicionar el artículo 21 Bis a la Ley Fe-
deral sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísti-
cos e Históricos para crear el Registro Nacional de Arte Sa-
cro, dependiente del INAH.

De igual forma, se plantea adicionar el artículo 368 Quin-
tus al Código Penal Federal para sancionar el robo de arte
sacro, así como la posesión, enajenación, tráfico, adquisi-
ción o recepción del producto de lo robado, a sabiendas de
esta circunstancia.

Finalmente, se quiere adicionar el inciso 37) a la fracción I
del artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, para considerar este delito como grave. 

Iniciativa del diputado Armando Jesús Báez Pinal

La segunda iniciativa materia del presente dictamen se pre-
sentó por el diputado Armando Jesúis Báez Pinal. En ella
argumenta que el robo de bienes culturales representa uno
de los problemas más graves dentro del comercio ilegal.
Desafortunadamente las corporaciones policiacas y los me-
dios de comunicación le dan menos importancia a este tipo
de ilícitos frente a otros como el tráfico de drogas, armas,
secuestros, piratería o lavado de dinero. 

Considera que el robo de bienes culturales, sobre todo los
de carácter religioso, es muy delicado porque independien-
temente de la libertad de creencias garantizada en la Cons-
titución, se afectan aspectos de suma importancia para los
habitantes de nuestro país, porque arrebatan al pueblo ele-
mentos fundamentales del patrimonio cultural tangible de
las comunidades, así como del patrimonio cultural intangi-
ble patente en la fe, tradiciones, costumbres y sobre todo la
confianza de nuestra gente, sea cual fuere la doctrina que
profese.

El diputado Báez expone que la Ley sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, no protege
de manera exclusiva los bienes religiosos de una fe en par-
ticular, sino los bienes históricos que son el testimonio so-
bre el cual se asienta la historia de nuestra nación, dentro
de los que se contemplan los inmuebles construidos en los
siglos XVI al XIX, destinados a templos y sus anexos; ar-
zobispados, obispados y casas curales; seminarios, con-
ventos o cualesquiera otros dedicados a la administración,
divulgación, enseñanza o práctica de un culto religioso; así
como a la educación y a la enseñanza, a fines asistenciales
o benéficos; al servicio y ornato públicos y al uso de las au-

toridades civiles y militares. Asimismo, se incluyen los
muebles que se encuentren o se hayan encontrado en di-
chos inmuebles, sin especificar una religión en particular.
Esos bienes son históricos y por estar o haber estado en uno
de los recintos a los que se refiere la ley, el estado debe pro-
tegerlos.

De la misma forma que el diputado Juan Pablo Jiménez
Concha, el diputado Armando Báez Pinal, menciona que
tanto en esta soberanía como en el Senado de la República,
ya se han presentado otras propuestas que buscan propósi-
tos similares a los que pretende esta iniciativa, pero lamen-
tablemente, las propuestas han sido desestimadas por las
Comisiones de Justicia y de Seguridad Pública. 

Reconoce el legislador que en 2010 la Procuraduría Gene-
ral de la República (PGR) y el Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia, trabajaron exitosamente en la recupera-
ción de bienes culturales en una labor derivada de la
investigación y no como producto de la casualidad durante
cateos, en los que originalmente se buscaban armas, pirate-
ría o drogas. Este aseguramiento también fue posible por el
hecho de que hubo la posibilidad de consignar al menos a
uno de los delincuentes, lo cual es muy complicado porque
el robo de bienes culturales es un delito que en la actuali-
dad no es considerado como grave.

El diputado proponente pone de manifiesto en su iniciati-
va, la complejidad que existe para la consignación de per-
sonas señaladas como autores o partícipes por este delito,
con base en lo que establece el Código Federal de Procedi-
miento Penales en sus artículos 225 y 399, que implica ha-
cer un avalúo de lo robado, lo cual en muchas ocasiones no
es conveniente, porque se trata de bienes con valor históri-
co-cultural, que en consecuencia no deben tener un valor
comercial; valuarlos implica la aceptación de que es posi-
ble comercializarlos.

Finalmente, asegura el legislador que establecer en el Có-
digo Federal de Procedimientos Penales el robo de este ti-
po de bienes como grave, tendría dos efectos: por un lado
evitar que los presuntos responsables de estos delitos sal-
gan bajo fianza y por otro lado, combatir la comisión de es-
te ilícito, lo cual sería posible adicionando una fracción
XVIII al artículo 194 del Código Federal de Procedimien-
tos Penales.



Análisis Comparativo

• Texto Vigente 

Ley General de Bienes Nacionales

Artículo 82. Los gobiernos de los estados y del Distrito
Federal, en auxilio de la Secretaría de Gobernación y de
la Secretaría, podrán en los términos de los convenios
de colaboración o coordinación que celebren, ejercer las
siguientes facultades en relación con los inmuebles fe-
derales utilizados para fines religiosos y sus anexidades,
con excepción de aquellos considerados como monu-
mentos históricos o artísticos conforme a la ley de la
materia o la declaratoria correspondiente:

I. a XI. …

Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos, Artísticos e Históricos

No existe

Código Penal Federal

No existe

Código Federal de Procedimientos Penales

Artículo 194. Se califican como delitos graves, para to-
dos los efectos legales, por afectar de manera importan-
te valores fundamentales de la sociedad, los previstos en
los ordenamientos legales siguientes: 

I. Del Código Penal Federal, los delitos siguientes: 

1) a 36) … 

Texto Vigente

Código Federal de Procedimientos Penales

Artículo 194. Se califican como delitos graves, para to-
dos los efectos legales, por afectar de manera importan-
te valores fundamentales de la sociedad, los previstos en
los ordenamientos legales siguientes: 

I. a XVII. ...

• Propuesta legislativa del diputado Juan Pablo Jimé-
nez Concha Ley General de Bienes Nacionales

Artículo 82. Los gobiernos de los estados y del Distrito
Federal, en auxilio de la Secretaría de Gobernación y de
la Secretaría, podrán en los términos de los convenios
de colaboración o coordinación que celebren, ejercer las
siguientes facultades en relación con los inmuebles fe-
derales utilizados para fines religiosos y sus anexidades,
con excepción de aquellos considerados como monu-
mentos históricos o artísticos conforme a la ley de la
materia o la declaratoria correspondiente:

I. a XI. …

XII. Solicitar ante el INAH, para efectos de inventa-
rio, el registro de las obras de arte que en ellos exis-
tan y que sean utilizadas para fines religiosos.

Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos, Artísticos e Históricos

Artículo 21 Bis. Se crea el Registro Nacional de Arte
Sacro, dependiente del Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia, para la inscripción y catalogación
de los bienes muebles artísticos de carácter religioso,
ubicados en centros de culto propiedad de la federa-
ción o que estén bajo custodia de cualquier asocia-
ción civil o religiosa.

Código Penal Federal

Artículo 368 Quintus. Se sancionará con pena de cin-
co a quince años de prisión y la reparación del daño,
a quien sustraiga bienes muebles que formen parte
del catálogo de arte sacro del INAH.

La pena se aumentará hasta en una tercera parte si
quien participa material o intelectualmente en la
sustracción de dichos bienes labora o laboró en el
INAH, en el inmueble donde se encontraba la pieza
sustraída o en alguna dependencia que por sus fun-
ciones se le facilitara tener acceso a ésta.

Se le impondrá pena de cinco a quince años de pri-
sión al que después de la ejecución del robo y sin ha-
ber participado en éste, posea, enajene o trafique de
cualquier manera, adquiera o reciba, los instrumen-
tos, objetos o productos del robo, a sabiendas de es-
ta circunstancia.
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Código Federal de Procedimientos Penales

Artículo 194. Se califican como delitos graves, para to-
dos los efectos legales, por afectar de manera importan-
te valores fundamentales de la sociedad, los previstos en
los ordenamientos legales siguientes: 

I. Del Código Penal Federal, los delitos siguientes: 

1) a 36) … 

37) El robo de arte sacro, previsto en el artículo 368
Quintus.

Propuesta legislativa del diputado Armando Báez Pi-
nal

Código Federal de Procedimientos Penales

Artículo 194. Se califican como delitos graves, para to-
dos los efectos legales, por afectar de manera importan-
te valores fundamentales de la sociedad, los previstos en
los ordenamientos legales siguientes:

I. a XVII. ...

XVIII. De la Ley Federal sobre Monumentos y Zo-
nas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, los previs-
tos en los artículos 50 y 54.

Establecidos los antecedentes y el contendido de la inicia-
tiva, los miembros de la Comisión de Justicia exponemos
las siguientes:

Consideraciones

Antes de entrar al análisis de las iniciativas en comento, es
necesario establecer que en virtud de que las mismas se re-
fieren al mismo tema, se dictaminan conjuntamente, ya que
coinciden en pretender que se considere como delito grave
el robo de bienes muebles e inmuebles dedicados a la prác-
tica de un culto religioso. 

Primera. Los integrantes de esta comisión dictaminadora
coinciden plenamente con los argumentos vertidos en la
exposición de motivos y con la intención de ambas inicia-
tivas, en el sentido de que el patrimonio histórico y artísti-
co de nuestra nación es muy importante y por lo tanto es
obligación del estado establecer los mecanismos normati-

vos necesarios para su protección, preservación y conser-
vación.

Segunda. El diputado Juan Pablo Jiménez Concha consi-
dera en su iniciativa la protección del arte sacro y la crea-
ción de un Registro Nacional de Arte Sacro, sin embargo,
esta comisión dictaminadora no omite señalar que no hay
fundamento legal que reconozca la obligación del Estado
mexicano para la protección de este tipo de arte, ya que la
Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos,
Artísticos e Históricos no contempla este concepto.

Tercera. No obstante lo anterior, la Ley Federal sobre Mo-
numentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos
contempla en la fracción I del artículo 36, tanto los inmue-
bles construidos en los siglos XVI al XIX, como los mue-
bles que se encuentren o se hayan encontrado dentro de los
primeros, y señala de manera expresa los dedicados al cul-
to religioso, por lo tanto, al hacer un análisis de la iniciati-
va, esta comisión dictaminadora considera que este artícu-
lo de la ley en la materia coincide con el espíritu que
plantea el legislador en su propuesta.

Cuarta. Derivado de lo anterior, al no considerar la obli-
gación del estado para proteger y conservar lo que el legis-
lador denomina arte sacro, la comisión considera que no se
debe adicionar un artículo 21 Bis a la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos para crear el Registro Nacional de Arte Sacro. 

Quinta. Sin embargo, tomando en cuenta que los bienes
muebles a que se refiere el diputado coinciden con los que
señala la fracción I del artículo 36 de la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos, es pertinente que quienes tengan bajo su custodia este
tipo de bienes cumplan con el registro de los mismos con
base en lo que establece la propia ley en el capítulo II y en
los artículos 17 al 31 de su reglamento. 

Sexta. Esta comisión considera que cuando el legislador
plantea la adición de una fracción XII al artículo 82 de la
Ley General de Bienes Nacionales, pretende que quede es-
tablecido el hecho de que el instituto competente otorgue
las facilidades para su registro. Esta propuesta se conside-
ra improcedente, toda vez que ya está establecido en la Ley
Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artís-
ticos e Históricos lo relacionado con el Registro de Bienes
en cada uno de los institutos competentes. En todo caso,
habría que señalar la obligatoriedad de las asociaciones re-



ligiosas, toda vez que cuando se promulgó este ordena-
miento no se consideraban estas asociaciones, sino hasta la
reforma constitucional del 27 de enero de 1992, cuando se
reconoce su personalidad jurídica.

Séptima. En apego con el espíritu de la iniciativa de am-
bos legisladores, esta comisión dictaminadora considera
que es pertinente establecer de manera puntual la obliga-
ción para registrar los bienes dedicados al culto religioso
contemplados en la fracción I del artículo 36 de la Ley Fe-
deral sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísti-
cos e Históricos a quienes resguardan este patrimonio. 

Derivado de lo anterior, esta comisión considera proceden-
te, para atender el espíritu de la iniciativa, la adición de un
párrafo tercero al artículo 23 de la Ley Federal sobre Mo-
numentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos. 

Octava. Al no crearse el Registro Nacional de Arte Sacro,
esta Comisión de Justicia considera improcedente la adi-
ción de un artículo 368 Quintus en el Código Penal Fede-
ral. Además de que como ha quedado establecido en líneas
precedentes, la intención del diputado Juan Pablo Jiménez
Concha, se encuentra contemplada en el artículo 36 frac-
ción I de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Ar-
queológicos, Artísticos e Históricos.

Novena. Al no adicionarse el artículo 368 Quintus en el
Código Penal Federal, tampoco se adicionará un inciso 37
a la fracción I del artículo 194 del Código Federal de Pro-
cedimientos Penales.

Décima. La dictaminadora considera que el propósito del
diputado Juan Pablo Jiménez Concha queda cubierto con
plenitud al adicionar una fracción al artículo 194 de acuer-
do con la iniciativa del diputado Armando Báez Pinal. Sin
embargo, esta comisión considera que no procede que se
considere como delito grave el señalado en el artículo 54
de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos Artísticos e Históricos, ya que el supuesto que señala
no es propiamente un delito, sino la calidad de REINCI-
DENCIA, que por sí misma tiene como consecuencia que
se niegue la libertad provisional bajo caución, ya que, co-
mo lo establece el artículo 399 Bis del propio Código Fe-
deral de Procedimientos Penales, un reincidente no puede
acogerse al beneficio de la caución.

Por lo tanto, esta dictaminadora considera que sólo se se-
ñalara como delito grave el señalado en el artículo 50 de la

Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos,
Artísticos, e Históricos, toda vez que es el delito más co-
mún y el que debe evitarse el avalúo para inhibir el merca-
do negro. Si bien otros delitos pueden considerados más
graves, como el incendio, la inundación, la comercializa-
ción, el traslado, tráfico y el intento de exportación, en to-
dos los casos el probable inculpado infringe el delito esta-
blecido en el artículo 50, ya que en cualquier caso, debe
acreditar la propiedad legal del bien. En el caso de los in-
cendios, hasta la fecha nunca se ha suscitado uno en zonas
arqueológicas, y los que se han presentado en monumentos
fracción I del artículo 36 de la Ley Federal sobre Monu-
mentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, no
han sido por vandalismo o provocados de manera intencio-
nal. 

Finalmente, la fracción que se adicionaría no sería la
XVIII, sino una fracción XIX, toda vez que el 30 de no-
viembre de 2010, se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración, la reforma por la que se adiciona la fracción
XVIII, para considerar como graves las conductas típicas
previstas en los artículos 9, 10, 11, 17 y 18 de la Ley Ge-
neral para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de
Secuestro, Reglamentaria de la fracción XXI, del artículo
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Décima Primera. En consecuencia de lo anteriormente ex-
puesto, se considera procedente la adición de una fracción
XIX al artículo 194 del Código Federal de Procedimientos
Penales para considerar como graves los delitos estableci-
dos en el artículo 50 de la Ley Federal sobre Monumentos
y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, toda vez
que se trata de robo de bienes nacionales arqueológicos o
históricos.

Décima Segunda. Esta comisión dictaminadora considera
que los bienes culturales materia de las presentes iniciati-
vas son los que se dedican a la práctica de un culto religio-
so, mismos que se señalan en la fracción I del artículo 36
de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos, Artísticos e Históricos y que el registro debe realizar-
se conforme a lo que establece la propia ley, por lo que re-
sulta innecesario que la elaboración de catálogo y la
obligación de registro de bienes, quede establecido en la
Ley General de Bienes Nacionales. Si bien es cierto que
tampoco procede la creación del Registro Nacional de Ar-
te Sacro, sí es procedente el establecimiento de una sanción
para quien incumpla con el registro de los bienes, lo cual
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puede quedar señalado en un nuevo artículo 54 de la Ley
Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artís-
ticos e Históricos.

En mérito de lo anteriormente expuesto, los integrantes de
esta Comisión de Justicia, dictaminan favorablemente la
iniciativas en estudio, por las consideraciones antes verti-
das en el presente dictamen, con ciertas modificaciones,
por lo que nos permitimos someter a consideración del ple-
no de esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción XIX al artí-
culo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales,
se adiciona un artículo 53 Bis a la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Histó-
ricos y se adiciona un párrafo tercero al artículo 23 de
la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos, Artísticos e Históricos. 

Primero. Se adiciona la fracción XIX al artículo 194 del
Código Federal de Procedimientos Penales, para quedar
como sigue:

Artículo 194. …

I a XVIII ...

XIX. De la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos, los previstos
en el artículo 50.

…

Segundo. Se adiciona un párrafo tercero al artículo 23 y se
adiciona un artículo 53 Bis a la Ley Federal sobre Monu-
mentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos pa-
ra quedar de la siguiente manera:

Artículo 23. …

… 

Las asociaciones religiosas y los particulares que tengan
bajo su custodia monumentos históricos a los que se re-
fiere el artículo 36 de la presente ley, deberán solicitar
al Instituto Nacional de Antropología e Historia la ins-
cripción de los bienes muebles en el Registro.

Artículo 53 Bis. A quien no lleve a cabo el registro de
monumentos históricos muebles de acuerdo con lo se-
ñalado en el párrafo tercero del artículo 23 de esta ley,
se le impondrá prisión de seis meses a cinco años y mul-
ta de quinientos a cuatro mil días de Salario Mínimo
General Vigente para el Distrito Federal.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo deberá realizar las adecuaciones al
Reglamento de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos derivadas de la pre-
sente reforma en plazo de seis meses.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de diciembre de 2011.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García (rúbrica), Miguel Er-
nesto Pompa Corella (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua, Camilo
Ramírez Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez, Juanita Arcelia
Cruz Cruz, Eduardo Ledesma Romo (rúbrica), secretarios; María de
Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rú-
brica), Nancy González Ulloa (rúbrica), Leonardo Arturo Guillén Me-
dina, Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Cuauhtémoc
Gutiérrez de la Torre, Gregorio Hurtado Leija (rúbrica), Israel Madri-
gal Ceja, Sonia Mendoza Díaz, Dolores de los Ángeles Nazares Jeró-
nimo (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Rodrigo Pérez-
Alonso González, Norma Leticia Salazar Vázquez, Cuauhtémoc
Salgado Romero, Miguel Ángel Terrón Mendoza, Enoé Margarita
Uranga Muñoz (rúbrica), Josué Cirino Valdés Huezo, Alma Carolina
Viggiano Austria, Pedro Vázquez González (rúbrica; con la excepción
de elevar al catálogo de delitos graves el artículo 50 de la Ley Federal
de Monumentos Históricos), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Ar-
turo Zamora Jiménez.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.



INICIATIVAS Y MINUTAS CON 
VENCIMIENTO DE PLAZO

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia informa que se encuentran publicadas en la
Gaceta Parlamentaria la relación de 416 iniciativas y 9 mi-

nutas que no fueron dictaminadas en su oportunidad; en
consecuencia, se tiene por precluido la facultad de las Co-
misiones para emitir su dictamen, y de conformidad con lo
que disponen los artículos 89, numeral 1, y 95, numeral 2,
fracción II del Reglamento de la Cámara, se cumple la de-
claratoria de publicidad.
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El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado Cárdenas Gracia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias presidente. Creo que este asunto que ya lo
hemos comentado en otras ocasiones, presidente, debiera
ser tratado con una profundidad debida, porque es verdad
lo que establece el Reglamento en el artículo 89 y en el ar-
tículo 95, pero también es cierto que muchas veces en las
comisiones existen los pre-dictámenes.

Hablo por las comisiones a las que pertenezco, como Pun-
tos Constitucionales, en donde hay más de 60 pre-dictáme-
nes, y lo que ocurre es que no se atreven los diputados o las
diputadas a votar en contra o a favor de esos pre-dictáme-
nes.

Creo que es un mal mensaje que se envía, porque la conse-
cuencia de esta declaratoria y los actos posteriores, van a
ser el archivo de todas estas iniciativas, presidente, y va ser
cuento de nunca acabar, porque los diputados van a pre-
sentar otra vez la iniciativa, etcétera.

Entonces, creo que debe de haber aquí un tratamiento dis-
tinto, debemos proponer desde luego las reformas corres-

pondientes al Reglamento para obligar a las comisiones a
votar, a favor o en contra, los pre-dictámenes elaborados.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Existe una solución intermedia que fue adoptada el día de
ayer por todos los integrantes de la Conferencia. Durante el
día de hoy recibiremos en la Presidencia todos los docu-
mentos que nos envíen los coordinadores de cada grupo
parlamentario, salvando las iniciativas que a su juicio me-
rezcan este trato y en consecuencia, no serán declaradas
precluidas o en caducidad y continuarán el trámite corres-
pondiente. Diputado Fernández Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Diputado presidente, en el mismo sentido
que el diputado Jaime Cárdenas; nosotros nos opusimos al
Reglamento en lo general, nos opusimos a varios de los te-
mas, en específico y éste era uno de ellos.

Me parece que la manera en que se están desechando las
iniciativas es lamentable, porque ya no pasa uno a tribuna
a presentar la iniciativa, la inmensa mayoría se van directo
a comisiones; en comisiones no les hacen ningún caso ni
siquiera el diputado es convocado para defender su inicia-
tiva, sino simplemente queda ahí varada y al final, recibe
este trato que finalmente manda, desecha —para decirlo de
manera clara—, desecha el trabajo realizado por el legisla-
dor o la legisladora.
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Creo que con la experiencia que hemos tomado en este año
en las tareas del pleno, deberíamos hacer una seria revisión
del Reglamento, hacer una serie de reformas y dejarle a la
nueva legislatura un Reglamento que sea eficaz, que per-
mita un mejor trabajo del pleno, que agilice la tarea legis-
lativa, pero que no atropelle el derecho de los legisladores,
porque este último mecanismo que usted nos da, si bien fi-
nalmente abre una puerta, sigue siendo la obligación cupu-
lar de los coordinadores.

Nosotros tenemos muy buena relación con nuestro coordi-
nador, pero en otros grupos parlamentarios se juega a cas-
tigos y premios y entonces, tener que pedirle al coordina-
dor que se mantenga viva la iniciativa, acaba siendo un
mecanismo de subordinación.

Creo que estas cosas tenemos que modificarlas y tenemos
que heredarles literalmente a las próximas legislaturas un
buen instrumento de trabajo, que permita hacer de mejor
manera la tarea legislativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Coincido en lo esencial con usted; el diputado no tiene ma-
yor esquema de defensa frente a la negativa de una comi-
sión a no dictaminar su propia iniciativa, pero de alguna
manera nosotros también tenemos que cumplir con el Re-
glamento, en vigor que fue votado por la mayoría de los di-
putados; por lo que es absolutamente atendible la propues-
ta que hace usted y el diputado Cárdenas Gracia, de revisar
el Reglamento en cuestión. Diputada Laura Itzel.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez (desde la curul):
Sí, gracias, diputado presidente. Este fue uno de los puntos
que se estuvo discutiendo durante el proceso que se dio pa-
ra el nuevo Reglamento y desde entonces advertimos cuál
era el problema que iba a suceder con esas iniciativas, que
ahora han precluido.

Me parece que es muy grave que todo ese esfuerzo colec-
tivo, todo ese trabajo, que estamos hablando aquí de 400
iniciativas, se vayan a la trituradora; creo que también te-
nemos que tomar en consideración que podemos reservar
algunas de las 400 y en ese sentido, estaría reivindicando
las propuestas que en específico he hecho, para favorecer a
las mujeres que tienen que ver con iniciativas del Infona-
vit.

Que lo que planteamos desde un principio —aquí estaría
apelando a la inteligencia, a la madurez y a la sensibilidad
de los diputados y de las diputadas—, a que efectivamente

se debatan, en cada una de las comisiones, las distintas ini-
ciativas que tratan sobre el mismo tema, que ése es el pro-
blema realmente.

Hay muchas que están aquí ahora en este proceso de tritu-
ración que debieron de haberse discutido en las comisiones
para poderle brindar una visión más amplia; es el caso, por
ejemplo, de la de los feminicidios, donde ahí a diferencia
de muchas otras hubo sensibilidad y trabajo colectivo para
que se retomaran las diferentes propuestas que habíamos
hecho distintos legisladores y legisladoras, y que se pudie-
ran plasmar en un proyecto. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputada, estamos totalmente de acuerdo; no se van a tri-
turar las 450, las que sean salvadas por los diputados, que
como usted tienen interés en que se mantenga el trámite,
éste se mantendrá. De suerte que su coordinador, don Pe-
dro, que es un excelente coordinador, nos lo hará saber en
el transcurso del día. Gracias.

Tiene la palabra el diputado Miguel Ángel García Grana-
dos.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Gracias, presidente. Dentro de las 416 iniciativas
con vencimiento de plazo para ser dictaminadas, que se
van a considerar precluidas, se encuentra una mía, que va
fundamentalmente en el sentido de armonizar y unificar las
líneas de mando para el combate a la delincuencia organi-
zada.

Es un proyecto de decreto que reforma los artículos 26, 35
y adiciona un artículo 35 Bis a la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal.

Me parece que el declarar precluidas anticipadamente, por
una falta de responsabilidad de las comisiones al momento
de reunirse para dictaminar las distintas iniciativas que he-
mos presentado, no es el mejor camino para avanzar en
materia legislativa.

Tampoco considero que sea lo más justo que sean los co-
ordinadores de los grupos parlamentarios los que determi-
nen cuáles iniciativas de distintos diputados tienen prela-
ción y cuáles no, o cuáles tienen mayor importancia y se
trasladan en el tiempo; creo que cada uno de nosotros, co-
mo diputados, venimos a presentar iniciativas en razón de
las solicitudes que nos hace la ciudadanía y no es válido, de
verdad lo digo, que no es válido que un coordinador de un
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grupo parlamentario tome la decisión por uno de los miem-
bros de esta asamblea.

Creo que en todo caso debe dejarse a la responsabilidad de
cada uno de los diputados que volvamos a presentar o que
exijamos que sean dictaminadas las iniciativas que hemos
presentado.

Lo digo en mi caso particular, creo que no sería válido, sin-
ceramente, que el coordinador del Grupo Parlamentario del
PRI determinara si mis iniciativas tienen importancia o no;
la importancia se la doy yo, como representante popular; la
importancia se la dan mis electores, no es el coordinador
del grupo parlamentario el que va a determinar si una ini-
ciativa presentada por Miguel Ángel García Granados es
importante para continuar siendo analizada o no. Así de
claro quiero dejarlo.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado García Granados, con el máximo respeto…

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Usted no estaba como presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Pero
lo escuché en Tras Banderas, le escuché en Tras Banderas.
No hay ningún Reglamento que señale que le conteste el
que estaba; le quiero decir que usted puede estar señalando
la prioridad de una ley, pero pertenece a un grupo parla-
mentario que tiene una plataforma legislativa.

Hay otro artículo, que señala en el Reglamento que quienes
expresan la voluntad de un grupo y la preclusión y caduci-
dad, es un tema del pleno formado por grupos, son los co-
ordinadores.

Si le gusta o no es respetable; si quiere que no sea así, cam-
bie el Reglamento con una iniciativa suya.

Hay otra tercera —no me atrevo a decirlo porque parecería
ofensivo—: vuélvase diputado independiente y entonces,
no habrá quien exprese su voluntad a nombre suyo.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): ¿Me permite la palabra, presidente?

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Sí,
cómo no.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Desconozco, señor presidente, cuál fue la razón por
la cual volvió inmediatamente para dar respuesta, aún y
cuando no estaba usted como presidente en el momento
que hice mi intervención.

Se lo digo con todo respeto; creo sinceramente que se ha
caracterizado usted por una actitud de arrogancia y de pre-
potencia que no le es permitida; creo, sinceramente, señor
presidente, que usted debería ser el más armonioso de to-
dos para efecto de permitir la libertad de expresión de to-
dos y cada uno de nosotros.

No sé cuál es, sinceramente, su afán empeñoso por pasar a
la historia de la Cámara como el Carlos López Moctezuma
de esta Cámara, aquel personaje odioso y odiado por todos
los que escuchaban las radionovelas.

Quiero simplemente pedirle a usted respeto, y quiero de-
cirle que optaré por cualquiera de las tres opciones que us-
ted me plantea; no estoy casado con ningún grupo parla-
mentario.

Quiero decirlo con toda franqueza: yo obedezco aquí a mis
electores, no a un coordinador de un grupo parlamentario.

También quiero decirle, con todo respeto, señor presidente,
no interfiera usted cuando no le corresponde, le correspon-
día al presidente en turno darme respuesta a mí; volvió co-
rriendo a darme respuesta para efecto de exhibirme ante la
opinión pública, seguramente como un ignorante. No, se-
ñor presidente, no se lo permito, quiero pedirle a usted res-
peto.

Usted y yo somos pares y lo he respetado siempre, y le
quiero decir que ha dejado mucho en mí; usted quiere sim-
plemente pasar a la historia como el presidente que más
dictámenes aprobó en su corto periodo, y ha cometido atro-
pello tras atropello.

Hoy, a dos días de dejar esta responsabilidad, corre —por-
que no es cierto que hayan presentado la renuncia— al se-
cretario general y corre al contralor interno de la Cámara,
usted fue el que lo hizo, a dos días de salir. Quiero decirle
que no considero que sea lo más valido.

Le repetiría una frase que usted mismo me dijo hace tiem-
po en una reunión en Metepec, que ante un exabrupto de
usted, Carolina, su hija, quien era una niña en ese entonces,
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le dijo: te pasaste, papá. No permita, don Emilio Chuayf-
fet, que esta Cámara le diga: te pasaste, Emilio. De verdad,
se lo digo con todo respeto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Héctor Guevara.

El diputado Héctor Guevara Ramírez (desde la curul):
Señor presidente, no cabe duda que quien me antecedió en
la palabra había guardado con mala fe, había guardado, con
una actitud que en nada prestigia a los diputados, su rencor
y su molestia; es penoso para una fracción parlamentaria,
como la nuestra, encontrar que quien debe ser solidario con
su partido, quien debe ser solidario con su fracción parla-
mentaria, espera el momento para poder dañar la unidad
que tenemos los priistas y además, hacerlo de manera pú-
blica.

Creo que es pertinente que quien pide respeto sea capaz de
otorgar respeto; que quien observa que hay resultados en
los trabajos legislativos —como jurista que es— debería
defender el trabajo y los resultados que se dan, ¿por qué es-
perarse al final a sacar la daga y no colaborar en el manejo
de los trabajos de sus compañeros diputados?

Por eso, sin denostar, sin tomar y asumir actitudes perso-
nales o familiares, creo pertinente —no solamente descali-
ficar las aseveraciones que aquí se han vertido, sino como
mexiquense que soy— hacer un reconocimiento público a
la labor que usted como presidente ha realizado; es para el
Grupo Parlamentario del PRI y especialmente para sus
compañeros mexiquenses, un honor tener un presidente co-
mo usted. Muchas gracias por darme la palabra.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Sí, diputado Fernández Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Diputado presidente, no tengo ninguna au-
toridad, lo hago en mi condición de un legislador más, pa-
ra calificar la tarea de nadie, el hecho de reclamo hacia us-
ted, cuando siento que su conducción ha sido incorrecta.

Lamento mucho, de verdad, la intervención de mi compa-
ñero —además a quien estimo—, el diputado Guevara,
porque me parece que el diputado García Granados es un
compañero muy valioso; está siempre en las sesiones,
atiende, argumenta, lee los dictámenes. Me parece que es
un compañero que ha actuado con consecuencia y con se-
riedad; esto le ha acarreado una fuerte presión al interior de

su grupo, y él, sin embargo, ha mantenido su militancia en
su partido, su pertenencia a ese grupo parlamentario y me
parece incorrecto que se genere una especie de lincha-
miento en contra de un hombre, que su único pecado es ac-
tuar con decencia, con independencia y con libertad. Seré
siempre un defensor de los hombres y mujeres que asumen
esta condición.

Entiendo por qué de las presiones, pero me parece inco-
rrecto, y mucho más, que se haga en el pleno de la Cáma-
ra de Diputados; si la fracción del PRI quiere discutir asun-
tos internos, que los discuta al interior de su fracción, en el
pleno discutimos los asuntos del pleno.

El reclamo que ha hecho el diputado García Granados, creo
que es correcto y se inscribe en la preocupación del dipu-
tado Jaime Cárdenas, de un servidor y otros legisladores
que intervenimos cuestionando el Reglamento.

Pido que seamos tolerantes todos, que seamos respetuosos.
Al calor de la discusión la pasión; muchos tenemos el ca-
rácter fuerte, pero tenemos que hacer lo posible por tratar
con el respeto que todos nos merecemos y creo que el dipu-
tado García Granados merece nuestro respeto y nuestro re-
conocimiento, como usted también lo tiene de mi parte, a
pesar de los muchos encontronazos que hemos tenido y de
las diferencias que hemos mantenido y seguramente segui-
remos manteniendo, porque si a veces con compañeros de
partido uno tiene diferencias, pues con compañeros de
otros partidos es mucho más natural que así sea.

LEY DE ASOCIACIONES PUBLICO PRIVADAS -
LEY DE OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS 

RELACIONADOS CON LAS MISMAS - 
LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y

SERVICIOS DEL SECTOR PUBLICO - 
LEY EXPROPIACION - LEY GENERAL DE 

BIENES NACIONALES - CODIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
recibió comunicación de la Junta de Coordinación Política,
por la que solicita que al dictamen de las Comisiones Uni-
das de Economía y de la Función Pública se le dispensen
los trámites y se someta a discusión y votación de inme-
diato.
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En virtud de que se ha cumplido con el requisito de la de-
claratoria de publicidad, consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se considera de urgente re-
solución y se pone a discusión y votación de inmediato el
dictamen de las Comisiones Unidas de Economía y de la
Función Pública con proyecto de decreto por el que se ex-
pide la Ley de Asociaciones Público-Privadas.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
En términos del artículo 100 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, en votación económica se pregunta a la
asamblea si se considera de urgente resolución y se pone a
discusión de inmediato. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa. Mayoría por la
afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
considera de urgente resolución.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputada Laura Itzel Castillo, le voy a conceder el uso de
la palabra y le voy a recordar que cuando está en discusión
un asunto no se concede el uso de la palabra; lo digo por-
que varias veces ha hecho usted uso de la palabra cuando
se está sometiendo a votación un proyecto de dictamen. Pe-
ro con la máxima apertura —como decía el diputado Fer-
nández Noroña—, estamos a sus órdenes, ya que pasó la
votación.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez (desde la curul):
Gracias, diputado presidente. Quiero precisar que de acuer-
do al artículo 109 del Reglamento, se señala que cuando
hay una modificación específica en el orden del día —co-
mo ahorita se está dando—, las reservas se podrán presen-
tar en cualquier momento; es decir, no como formalmente
se realiza el trámite. Por lo tanto, incluso después de vota-
do en lo general, podemos plantear las reservas.

Quiero señalar esto para que posteriormente no se esté di-
ciendo que no podemos presentar reservas, sino que en
apego a este Reglamento, lo que estoy señalando es que
posterior incluso a la votación en lo general, voy a seguir
presentando reservas.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Está
usted en su absoluto derecho. En el transcurso incluso de la

discusión en lo particular, no en lo general, en lo particular
de cada reserva, de cada artículo, se pueden presentar re-
servas. Estamos de acuerdo.

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que expide la Ley de Aso-
ciaciones Público Privadas y reforma, adiciona y deroga
diversas disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Ser-
vicios relacionados con las mismas; de la Ley de Adqui-
siciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público;
de la Ley de Expropiación; de la Ley General de Bienes
Nacionales y del Código Federal de Procedimientos Civi-
les.*

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Ilde-
fonso Guajardo Villarreal, para fundamentar el dictamen,
de conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción II
del Reglamento de la Cámara de Diputados.

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal: Con el per-
miso de la Presidencia. Compañeras y compañeros diputa-
dos, el día de hoy, en Comisiones Unidas de Economía y
Función Pública, presentamos ante ustedes una minuta del
Senado de la República que tiene una gran trascendencia.

En el Senado de la República se le hicieron modificaciones
trascendentales para garantizar su transparencia y su efec-
tividad y en Cámara de Diputados le hicimos 13 cambios
fundamentales para garantizar el papel que esta Cámara ju-
gará en el proceso de aprobación.

La necesidad de un marco legal que fundamente las aso-
ciaciones publico privadas, deriva de que hoy sólo se tie-
nen por separados dos instrumentos: el de contratación, por
un lado y el de concesiones.

Lamentablemente estos instrumentos generan una gran in-
certidumbre jurídica y también crean una ineficiencia en el
proceso y desarrollo de proyectos fundamentales para la
sociedad mexicana.

Este nuevo marco legal nos dará la posibilidad, a través de
un solo instrumento, de poder generar la infraestructura
que el país requiere y al mismo tiempo generar los servi-
cios que en un momento dado demanda la sociedad mexi-
cana.
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Al introducir certidumbre jurídica este instrumento nos
permite ampliar el número de oferentes en el sector priva-
do que pueden participar con certeza en estos proyectos, a
diferencia de hoy en donde la incertidumbre sólo permite
que los grandes jugadores que hasta cierto punto tienen po-
der e influencia se metan, dado que son los únicos que pue-
den controlar los procesos adversos, mientras que los fon-
dos de pensiones, los inversionistas que cuidan el dinero de
otros, se ven imposibilitados de hacerlo por el nivel de ries-
go que representan; en este nuevo marco sería bueno esta-
blecer claramente lo que es y lo que no es.

Muy seguido en el debate se dice que estamos introducien-
do el riesgo de Pidiregas; no hay nada más falso y lejano
que eso, los Pidiregas son deuda pública y fueron un pro-
blema real que tuvo que ser sancionado y autorizado ex
post por una Cámara a la que no le quedó otro remedio.

En el caso de APP es, por el contrario, un instrumento a tra-
vés del cual queda claramente establecido que esta sobera-
nía tendrá la autoridad para autorizar dichos proyectos y
ninguno se podrá iniciar sin la autorización de esta Cáma-
ra al sancionar el uso de recursos o activos públicos.

También se comenta que con este instrumento estaremos
privatizando al país; otra vez falso, ésta es una ley adjetiva
que nos dice cómo hacer las cosas, no es sustantiva; esta
ley no transgrede las reservas que nuestra Constitución es-
tablece en energía ni en ninguna otra ley sustantiva que cla-
ramente establece áreas especiales para la inversión del Es-
tado.

Compañeras y compañeros diputados, analizamos con de-
tenimiento todas las observaciones; la comisión tuvo una
apertura larga para analizar reservas y quiero públicamen-
te agradecer el trabajo de la doctora Ifigenia Martínez, del
Partido del Trabajo, quien hizo un gran documento que nos
sirvió para poder procesar siete de los 13 cambios que hi-
zo en el dictamen la Comisión de Economía.

Al final de la sesión, donde lo pudimos aprobar únicamen-
te con un voto en contra y dos abstenciones de las dos co-
misiones, la diputada Martínez me dijo: compañero dipu-
tado, por primera vez estamos estableciendo un marco
legal que dé pauta para que la asociación estratégica del
sector público y el sector privado pueda impulsar la mo-
dernidad del país al poner a disposición de la sociedad me-
xicana más de 30 mil millones de dólares que potencial-
mente pueden disparar el proceso de crecimiento de
infraestructura en México.

Por su apoyo a este dictamen, compañeras y compañeros
diputados, los compañeros de Función Pública y Economía
les agradecemos su voto a favor del mismo y estamos a su
disposición para la aclaración de cualquier duda. Gracias,
compañeras y diputados.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Antes de continuar con los grupos parla-
mentarios, que se expresarán por conducto de los diputados
designados por ellos, quiero dar la más cordial bienvenida
a estudiantes de la Escuela Nacional Preparatoria número
3, invitados por el diputado Roberto Rebollo Vivero.

A estudiantes de la escuela secundaria Olimpo Nueva Ge-
neración 220, de Toluca, invitados por la diputada Silvia
Fernández Martínez.

A vecinos de Acueducto de Tenayuca, Tlalnepantla, estado
de México, invitados por el diputado Amador Monroy Es-
trada. Sean todos ustedes bienvenidos.

De conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción IV
del Reglamento, se han registrado para fijar la posición de
su grupo parlamentario las siguientes diputadas y diputa-
dos, quienes harán uso de la palabra por cinco minutos:
Laura Itzel Castillo Juárez, del PT; Pablo Escudero Mora-
les, del Partido Verde Ecologista de México; Vidal Llere-
nas Morales, del PRD; Luis Enrique Mercado Sánchez, del
Partido Acción Nacional, y David Penchyna Grub, del Par-
tido Revolucionario Institucional. Tiene la palabra, doña
Laura Itzel Castillo, hasta por cinco minutos.

La diputada Leticia Quezada Contreras (desde la curul):
Presidente, ¿ya no se puede pedir la palabra en contra?

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: No.
Gracias.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez: Gracias, dipu-
tado presidente. Me parece que lo que se está discutiendo
en estos momentos es de la mayor trascendencia para nues-
tro país, implica el desmantelamiento total del Estado; esta
discusión con relación a la Ley de Asociaciones Públicas
Privadas, lo que va a hacer es convertir al Estado en un me-
ro administrador de contratos.

Quisiera preguntar si acaso se sabe lo que es una APP, y de
acuerdo a la misma ley, señala que cualquier esquema pa-
ra establecer una relación contractual de largo plazo —es-
cúchese bien—: de largo plazo entre instancias del sector
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público y del sector privado para la prestación de servicios
del sector público o al usuario final y de los que se utiliza
infraestructura provista total o parcialmente por el sector
privado.

Aquí estamos hablando de tres elementos básicos, estamos
considerando el largo plazo, la prestación de los servicios
públicos y una infraestructura provista total o parcialmen-
te por el sector privado; es decir, estamos entregando lo pú-
blico a los privados completamente.

Y preguntaría, ¿quién paga en el largo plazo? Pues quien
va a pagar en el largo plazo va a ser el gobierno, el pueblo,
el Presupuesto de Egresos de la Federación o en su caso, el
usuario final. ¿Y quién va a garantizar este pago a largo
plazo? Pues evidentemente el gobierno, el pueblo; por lo
tanto, estamos hablando de deuda.

No se quiera engañar con relación a que no existe deuda,
evidentemente es una deuda; esta deuda se disfraza como
gasto corriente al pagarse en abonos, lo que es ilegal, ya
que sólo la Cámara de Diputados está facultada a autorizar
el endeudamiento, de acuerdo al artículo 73 de nuestra
Constitución Política y por lo tanto, se puede sobreendeu-
dar al gobierno sin que se vea en los balances oficiales; es
decir, estamos hablando tácitamente de una deuda comple-
tamente opaca.

Aquí llamaría al Partido Acción Nacional e incluso a las
mismas voces críticas del Partido Revolucionario Institu-
cional, en contra de este endeudamiento de Moreira, a que
sean congruentes y que frenen este tipo de iniciativas que
están relacionadas, efectivamente con la manera en que se
procedió en el estado de Coahuila para esta contratación de
deuda y con lo que se ha venido haciendo recurrentemente
en el estado de México.

Si ustedes me responden que lo que se necesita es inversión
privada para financiar la infraestructura, les puedo contes-
tar que están completamente equivocados, porque la ini-
ciativa privada va a contratar estas mismas APP, más no va
a invertir un solo centavo; lo que va a suceder es que con
su contrato de APP va ir al mercado financiero, van a ir al
mercado bursátil, a la bolsa de valores y ahí van a solicitar
un crédito y va a garantizar el pago con los préstamos que
reciban, ¿de quién creen? Pues del mismo pueblo, los prés-
tamos que se reciban directamente por parte del mismo go-
bierno a través de estas instituciones financieras.

Con el contrato de APP lo que se está implicando es que el
gobierno va a tener que pagar; el gobierno va a tener que
pagar y los empresarios solamente lo que van a hacer es ad-
ministrar y recibir las ganancias.

Si de cualquier forma la garantía gubernamental le permi-
te al acceso al financiamiento, diría que para qué necesita
entonces el gobierno a un contratista intermediario; lo que
se está planteando es el intermediarismo para el encareci-
miento de la obra y para que posteriormente tenga que pa-
gar el mismo gobierno, a través de esta deuda por muchos
años.

Es importante decir que las APP convierten las responsabi-
lidades del gobierno en negocios privados sin ninguna se-
guridad de que se garanticen. El Estado, repito, se convier-
te en mero administrador de contratos y renuncia
totalmente a su carácter de gobierno.

Lo que me parece aquí muy grave es que se esté apoyando
una iniciativa de esta naturaleza, que lo que va a suceder es
que va a dejar en manos de los privados las obras de ca-
rácter público en nuestro país y una deuda prolongada que
tendrá que pagar el deudo en el pueblo de México.

Es exactamente lo mismo que los Pidiregas, a pesar de que
digan lo contrario; lo que se está haciendo es entregar la
nación a los privados. Gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por cinco minutos para hablar a nom-
bre del Partido Verde Ecologista de México, el diputado
Pablo Escudero Morales.

El diputado Pablo Escudero Morales: Muchas gracias,
señor presidente. Sin duda lo que venimos a discutir hoy a
esta Cámara de Diputados son dos visiones diferentes de
país: Los que creen que todo está bien; los que creen que
todo es obligación del Estado; los que creen que no necesi-
tamos infraestructura; los que creen que los servicios están
bien prestados y bien recibidos; los que creen que no nece-
sitamos más trabajos, más empleos y los que creemos to-
talmente otra cosa.

Los que creemos que tenemos que invertir en infraestruc-
tura, los que creemos que tenemos que invertir para crear
más empleos, los que creemos que tenemos que invitar a la
iniciativa privada a que compartan el riesgo, a que com-
partan el riesgo con el Estado, a que decidan traer su dine-
ro, invertirlo en este país.
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Los que estamos seguros de que requerimos mayores em-
pleos, los que estamos seguros de que las cosas no van
bien, los que estamos seguros de que este país tiene un fu-
turo prometedor, los que apostamos a la infraestructura, al
empleo, a la economía; por eso hemos trabajado de mane-
ra unida con la Comisión de Economía en esta minuta que
nos ha llegado del Senado.

Sin duda es un importante esfuerzo que esta ley establezca
un nuevo modelo de inversión para la prestación de servi-
cios y desarrollo de infraestructura; las asociaciones públi-
co privadas son un esquema de inversión entre los sectores
público y privado, concesionando las prestaciones de ser-
vicios y proyectos de infraestructura productiva.

Entre sus objetivos principales encontramos la construc-
ción, ampliación, mantenimiento, refacción, gestión y fi-
nanciamiento de infraestructura y de servicios; inversiones
a largo plazo mediante contrato. Sin duda estamos incenti-
vando la inversión privada, con estos proyectos estamos
seguros de que se incrementará la calidad en los servicios
públicos.

Además de ello, estamos compartiendo los riesgos —que
antes sólo tenía el Estado— ahora con la iniciativa privada;
el gobierno tendrá la potestad de control y regulación de
los proyectos. Una modalidad es que los proyectos son fi-
nanciados por el sector privado y éstos se van pagando a lo
largo de la vigencia del contrato.

Por supuesto que no coincidimos en que se produzca deu-
da, estamos seguros —así lo hemos visto—, que se trata de
gasto corriente en específico de gastos de inversión; la sim-
plificación y mejora de los procedimientos de contratación
estará presente en todo un nuevo esquema.

En el tema de fiscalización, de rendición de cuentas, de
transparencia, es un tema que se trabajó mucho en el Sena-
do de la República, una minuta muy bien lograda y que vi-
no a perfeccionarse en esta Cámara de Diputados. Sin du-
da contiene todos estos elementos de transparencia, de
rendición de cuentas y de control.

Estamos hablando de la publicación de estos proyectos en
el Diario Oficial de la Federación; estamos hablando de es-
tos mecanismos de transparencia, que van a estar en la pá-
gina de Compranet; estamos hablando del ordenamiento de
toda esta información para que pueda ser publicada de ma-
nera inmediata, para su revisión por la sociedad, por cual-
quier persona que así desee hacerlo.

Estamos hablando de controles por parte de esta Cámara de
Diputados; estamos hablando de controles por parte de la
Auditoría Superior de la Federación; estamos hablando
también de controles por parte de la Secretaría de la Fun-
ción Pública; es decir, se están cumpliendo todos estos can-
dados que evidentemente debiera contener esta ley.

También estamos buscando cuáles serán los mecanismos
de salida. Sabemos sin duda que pueden existir controver-
sias dentro de estos contratos; la ley contempla dos mane-
ras para poder salir: poder acudir a la Secretaría de la Fun-
ción Pública en busca de una opinión, siempre y cuando
estén de acuerdo las partes, o inclusive hemos hablado de
una tercería de expertos, con los cuales se podrá acudir pa-
ra dirimir cualquier conflicto.

Sin duda, éste es un gran instrumento que le vamos a dar a
este país para seguir invirtiendo en infraestructura, en la
creación de empleos y en el mejoramiento de los servicios
que tanto requiere; por eso vengo a esta tribuna a solicitar
el voto de todos mis compañeros. Es cuanto, señor presi-
dente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado Vidal
Llerenas Morales, del Partido de la Revolución Democrá-
tica, hasta por cinco minutos.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente, para rectificación de hechos.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Al
final de los oradores. Perdón, me informa el vicepresiden-
te, en las posiciones parlamentarias no hay rectificación de
hechos. Proceda, diputado.

El diputado Vidal Llerenas Morales: Gracias, señor pre-
sidente. Primero, decir que la posición del Partido de la Re-
volución Democrática en el tema será dividido, cada dipu-
tado de la fracción votará de acuerdo a lo que considere
más conveniente de acuerdo al dictamen; por lo tanto, mi
intervención tendrá que ver con mi posición personal con
respecto al tema.

En el año 2004, en un país emergente, Brasil, se votó la
Ley de Asociaciones Públicas Privadas; esta pieza de le-
gislación tuvo principalmente dos puntos que cambiaban la
legislación anterior, además de dar un marco nuevo a cómo
estas asociaciones se podían desarrollar, establecía un pa-
nel de controversias cuando no estaban de acuerdo las par-
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tes y sobre todo, establecía claramente que fuera el Con-
greso de ese país el que en última instancia determinara
qué asociación público privada fuera la pertinente. A partir
de entonces, Brasil, aproximadamente, ha podido invertir
un trillón de dólares en inversión física en infraestructura.

Chile, unos años más tarde, hizo una modificación similar
que también logró atraer la inversión; éste es un país que
ha dejado de crecer por décadas, ha dejado de crecer por
políticas que no permiten el crecimiento, que no hacen po-
sible que el Estado detone mayor inversión.

Creo que hoy estamos ante la oportunidad de ofrecer al
sector privado la oportunidad de que con reglas claras y
con la supervisión del Congreso se pueda invertir en áreas
que son estratégicas para el país, y que pueden detonar in-
versión y que pueden detonar empleo.

Creo que tenemos que tener la valentía de tener un com-
promiso con el país y con el futuro, mirar hacia el futuro.

El dictamen de Asociaciones Público Privadas que hoy se
presenta, contiene cambios importantes que introducimos
varios diputados con distintas reservas, destacaría tres; la
principal, es que en todo momento estas asociaciones ten-
drán que tener un análisis costo-beneficio de su rentabili-
dad social, pero también un análisis comparado con otros
proyectos y con otras formas de inversión, esto tendrá que
ir en última instancia a una comisión de gasto-financia-
miento, que de acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo
tendrá que definir cuáles son las prioritarias para el país.

En un segundo momento —y es mi segundo punto a poner
a consideración de ustedes—, esta información tendrá que
venir en el Presupuesto de Egresos de la Federación, para
que en esta Cámara se pueda decidir, con toda esta infor-
mación, con un análisis serio y detallado, cuáles proyectos
sí benefician al país y cuáles no; es decir, cuando nos con-
viene que el sector privado se alíe con el público, para des-
arrollar grandes proyectos de inversión en este país.

En tercer lugar, habría que destacar que una causa de reci-
sión de un contrato es que el mismo no se ofrezca en los
términos del contrato; es decir, no basta que el privado
ofrezca solamente no el servicio, sino que lo tiene que ofre-
cer en los términos que se han establecido.

Creo que tenemos que mirar hacia adelante; creo que tene-
mos experiencias exitosas de acciones público-privadas en
México y en el mundo, que al final del día nos puede dar

un país con más infraestructura y mayor infraestructura va
a significar en el futuro también mayor crecimiento econó-
mico, que es sin duda el principal problema de este país.

Estoy convencido también que desde la izquierda nos he-
mos comprometido a trabajar juntos con el sector privado,
siempre y cuando haya reglas claras, mecanismos de su-
pervisión y la posibilidad de caminar juntos por construir
un país mejor.

Ésas han sido las grandes alianzas que la socialdemocracia
ha construido a lo largo del mundo y ha permitido que paí-
ses crezcan, se desarrollen y sean nuevas potencias.

Hacia eso tenemos que ver en el futuro, comprometernos
con un país que va a crecer; comprometernos con un país
moderno, que tiene las condiciones legales para que se in-
vierta y se invierta más; las condiciones legales para que
podamos crecer; las condiciones legales para que podamos
supervisar y asumamos el papel de ser los garantes de que
estos proyectos van a servir para el país.

Estoy convencido que ésta es una pieza de legislación que
es exitosa y que ha recogido la mayor parte de las preocu-
paciones de los diputados y de los senadores, y que al final
del día nos permite pensar que es un instrumento adecuado
para que este país crezca en el futuro. Gracias.

Presidencia del diputado 
Jesús María Rodríguez Hernández

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias. Para expresar la postura del Par-
tido Acción Nacional tiene la palabra el diputado Luis En-
rique Mercado Sánchez, hasta por cinco minutos.

El diputado Luis Enrique Mercado Sánchez (desde la
curul): Con su venia, señor presidente. Compañeros dipu-
tados, la iniciativa que hoy tenemos para su discusión y
aprobación es sin duda una de las iniciativas más impor-
tantes que habremos de discutir y aprobar en esta Cámara.

No solamente es importante per se, porque fija las reglas
claras —que no existen ahora— para que sector público y
sector privado se puedan asociar en obras de infraestructu-
ra, sino porque en estos momentos, cuando la crisis econó-
mica mundial amenaza con el crecimiento de la economía
mexicana, una legislación que promueva la inversión, que
garantice la inversión, que permita mayor inversión e in-
fraestructura, sin duda es una iniciativa que contribuirá a
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que la economía mexicana tenga ya, el próximo año, mejo-
res resultados y que tenga un instrumento para enfrentar de
mejor manera la amenaza de menor actividad económica.

Debo decir que esta iniciativa es una minuta que llegó del
Senado; el Senado discutió primero una iniciativa que ha-
bía salido del Ejecutivo, la modificó, y que aquí en Cá-
mara de Diputados esta iniciativa fue enriquecida; fue en-
riquecida con dos elementos fundamentales, uno de ellos,
fue enriquecida con instrumentos de transparencia que
permitan a la ciudadanía, a las organizaciones, al propio
gobierno, a nosotros mismos, conocer cada uno de los pro-
yectos que se hagan a través de asociaciones público-pri-
vadas, que se conozca su plazo, que se conozca su monto,
que se conozca el tiempo que llevan, que se conozca cuál
es el estatus que guardan, y que toda esta información de-
tallada de cada uno de los proyectos esté a la vista del pú-
blico.

La otra modificación importante, es una modificación que
le da facultades, mayores facultades a esta Cámara, a esta
legisladora, para probar los recursos públicos, cuando estos
se requieran para asociaciones público o privadas.

Tenemos así la garantía de que no se va a incurrir en deu-
das impagables, de que no va a haber sorpresas presupues-
tales, de que nos digan un día: sucede que hoy tenemos en-
frente un compromiso que el país no puede cumplir, porque
se estuvieron aprobando proyectos de APPS que nunca co-
nocimos; los vamos a conocer con anticipación y sólo se
empezarán a operar y se iniciarán proyectos de APPS cuan-
do esta soberanía apruebe los montos y los recursos presu-
puestales para que eso sea posible.

Finalmente, hay que señalar que esta iniciativa marca un
paso adelante en las relaciones económicas entre el sector
público y el sector privado; asociaciones entre privados y
gobierno han existido en México desde hace muchos años,
pero se han hecho bajo leyes que no están hechas para eso,
se hicieron usando la Ley de Obra Pública o se hicieron
usando la Ley de Adquisiciones y las experiencias no siem-
pre son afortunadas.

En este caso, ésta es una ley que se destina específicamen-
te a decir el cómo deben realizarse las asociaciones públi-
co-privadas en servicios, en infraestructura, en concesiones
para que haya más garantía de que resulten exitosas, para
que verdaderamente el sector público pueda asumir los
riesgos que le corresponden, donde sea más eficaz y para
que el sector privado también asuma los riesgos inherentes

al proyecto, donde es más eficaz, donde hace más eficien-
te el proyecto.

Se distribuyen los riesgos, se norma mejor la entrada de las
asociaciones público-privadas y se establecen incluso re-
glas para modificar el contrato si las condiciones económi-
cas fueran, por ejemplo, desfavorables al sector público;
creo que es una ley de adjetiva importante para la cual pi-
do su voto y en la cual el Grupo Parlamentario de Acción
Nacional votará en forma positiva. Muchas gracias.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Gracias, señor diputado. En los términos del artí-
culo 104, tiene la palabra el diputado David Penchyna
Grub, para exponer la postura del Partido Revolucionario
Institucional.

El diputado David Penchyna Grub: Con su permiso, se-
ñor presidente. Compañeras diputadas y compañeros dipu-
tados, asistimos hoy a la presentación de esta minuta del
Senado con diferentes modificaciones que realizó en su
oportunidad la Comisión de Economía y la Comisión de la
Función Pública.

Es de destacar que durante muchos debates en esta Cáma-
ra de Diputados, en esta tribuna hemos hablando de la ne-
cesidad que tiene nuestro país de mayor capital para inver-
tir en la realización de diferentes proyectos; éste es un
debate largo y añejo, que se ha dado lugar en nuestro país
en los últimos años.

A nombre de la fracción parlamentaria de mi partido ven-
go a hablar en pro de esta iniciativa, toda vez que es algo
bueno para el país; es algo que desmitificando descalifica-
ciones en donde hay argumentos, podemos señalar la ven-
tajas del ejercicio del trabajo de las comisiones que pre-
sentan estas modificaciones a la minuta del Senado: mayor
transparencia, certeza jurídica, en que año con año conoz-
camos los diputados de los proyectos que serán objeto de
la asociación público-privada y que podrán detonar el ca-
pital de inversión que requiere nuestro país para poder
construir más infraestructura y con ello más empleo.

No se trata de concesionar los servicios existentes, es para
nuevos proyectos; no se trata de contraer deuda, porque ca-
da año conoceremos de los proyectos de inversión y su re-
alización estará basada en un estudio de factibilidad.

Hoy hay con esta minuta mayor equilibrio en los riesgos,
mayor transparencia en las asignaciones, mayor posibili-
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dad de darle seguimiento, toda vez que no sólo los conoce-
remos año con año, sino serán objeto del reporte de las fi-
nanzas públicas trimestral que la Secretaría de Hacienda
realiza a esta soberanía.

Por eso, compañeras y compañeros, con una visión moder-
na, sin descalificaciones conceptuales ni ideologías falsas,
hagamos caso a lo que está haciendo la mayor parte del
mundo en todas las latitudes y en todas las ideologías: te-
ner un instrumento de una ley adjetiva integral que permi-
ta mayor capacidad de inversión y de infraestructura para
un país que lo requiere. Por su atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias. En los términos del artículo 104
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se ha elabora-
do la lista para la discusión en lo general. Tiene la palabra
la diputada Teresa Incháustegui Romero, después el dipu-
tado Mario di Costanzo Armenta, Jaime Cárdenas Gracia,
y se han enlistado el diputado Ramón Jiménez López y el
diputado Gerardo Fernández Noroña. Hasta por tres minu-
tos, diputada.

La diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero:
Gracias, señor presidente. Creo que quisiera dejar bien
planteado que mi posición —que además creo que resume
una buena parte de los posicionamientos de la fracción del
PRD—, es la siguiente: nosotros no estamos en contra de
la participación de la iniciativa privada, estamos muy cla-
ramente conscientes de que cualquier proyecto alternativo
de nación tiene que sumar a los empresarios comprometi-
dos con México y en esa perspectiva vamos de acuerdo.

Estamos también muy claros de que en una visión alterna-
tiva puede haber mezclas distintas de público y privado en
la prestación de servicios o en las obras de infraestructura
que realiza el Estado. Eso está muy bien.

La pregunta que tengo sobre este dictamen, es que no esta-
blece ninguna acotación, ninguna precisión sobre la cali-
dad y eficacia de los servicios públicos que se van a con-
cesionar a través de esas asociaciones; es una manga muy
ancha donde no se acota nada.

También establece un marco de incertidumbre sobre los re-
cursos de los gobiernos que se van a comprometer por va-
rios años en una forma escamoteada de deuda pública, co-
mo se va a hacer, a través de estas disposiciones.

Tampoco establece ninguna acotación sobre la sustentabi-
lidad ecológica a la hora de que se haga infraestructura o
que se presten servicios.

Tenemos el riesgo de que por esta vía se privaticen los ser-
vicios de agua, se privaticen los servicios de limpieza; es
decir, por esta vía puede venir otra ola de privatizaciones
que sea tan nefasta como la que ya se hizo en los gobiernos
de Salinas, de Zedillo, de Fox y como la que se ha estado
haciendo también en este gobierno, y no porque el sector
privado esté satanizado, sino porque las maneras en que se
han hecho estas concesiones no han dado ni garantías de
equidad a los consumidores ni derechos a la ciudadanía ni
han establecido ninguna acotación para que efectivamente
sea eficaz en el merco.

Y le digo al diputado del Verde que me precedió aquí hace
rato: sí es obligación del Estado garantizar los derechos a
los servicios eficaces y de calidad; sí es obligación del Es-
tado garantizarle a los usuarios y consumidores la certi-
dumbre de sus derechos; sí es obligación del Estado garan-
tizar la sustentabilidad de los recursos y sí es obligación del
Estado la rectoría en la economía.

Nuestra economía es mixta y aquí también se está omitien-
do al sector social, además se introducen en la legislación
disposiciones que corresponden a otro cuerpo jurídico, co-
mo es la Ley de Expropiación y eso desde una perspectiva
jurídica y legislativa, no es aceptable; por eso no estoy a fa-
vor de esta legislación. Es cuanto, gracias.

Presidencia del diputado 
Emilio Chuayffet Chemor

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. Tiene el uso de la palabra el diputado Mario
di Costanzo Armenta, hasta por tres minutos.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta: Com-
pañeras y compañeros, vengo a hablar en contra de este
dictamen, porque no es más que la continuación de los pro-
yectos Pidiregas aplicados a otras ramas de las obligacio-
nes que tiene que tener el Estado mexicano, más de la mi-
tad de la deuda pública actual obedece a los proyectos
Pidiregas.

Lo que hoy vamos a aprobar es un dictamen que pone en
las manos de la Secretaría de Hacienda la posibilidad de
realizar estos proyectos sin la autorización del Congreso;
que no los engañen.

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados196



El dictamen está redactado de una manera en donde no se
requiere nada y se aprovecharían resquicios de la propia
ley para que estos proyectos pulularan y originaran presio-
nes presupuestarias no deseables en el Presupuesto de
Egresos de la Federación.

Pero no sólo eso —ya hay experiencias de este tipo de pro-
yectos en algunas entidades federativas—; dos de ellos,
dos, por ejemplo, que incluso están consignados en la pá-
gina de Internet de la Secretaría de Hacienda, son proyec-
tos que además de haber registrado mayores costos al Es-
tado mexicano, son entregados a gente que ha patrocinado
campañas políticas, Tal es el caso de un hospital en Zum-
pango y tal es el caso de un hospital en El Bajío; nombres
nuevamente o prominentes nombres ligados a financia-
mientos a las campañas políticas del PRI y del PAN, y a
eso es a lo que estamos abriendo la puerta el día de hoy, lo
estamos institucionalizando, compañeros.

Creo que el PRI no le debe hacer el trabajo sucio al PAN y
una vez más lo está haciendo en esta Cámara de Diputados;
no hay ningún candado, hay poca transparencia y sí, lo que
se está haciendo es regular nuevamente lo que ya estaba
mal. Estamos queriendo hacer algo bueno sobre cosas ma-
las.

Por eso los invito a votar en contra de este dictamen. El Es-
tado puede desarrollar obra e infraestructura pública a me-
nores costos que la privada y eso está ampliamente demos-
trado. Muchas gracias, presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, señor diputado. Tiene la palabra el diputado
Jaime Cárdenas Gracias.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez (desde la curul):
Quiero hacer una pregunta al orador.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Per-
dón, me están pasando la pregunta, señor orador, de la
diputada Laura Itzel Castillo. La acepta el orador.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez (desde la curul):
Una pregunta, ¿no considera usted que a partir de esta re-
forma que se va a hacer a distintas leyes, ahora en el caso
de las expropiaciones, éstas pasarán a ser causa de interés
público a una expropiación a causa de interés privado?

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta: Gra-
cias por su pregunta, compañera diputada. En efecto, no

solamente se rompe el carácter de interés público de la ex-
propiación, sino que se impide a los afectados ejercer su
derecho y solamente se mantiene ese derecho para fijar el
precio de la expropiación. Me parece que esto nuevamente
pone por debajo el interés público y lo somete al interés
privado.

Como lo vengo señalando, no sé qué necesidad hay de ha-
cerle el trabajo sucio al PAN; no sé qué necesidad hay de
aprobar esta reforma propuesta desde hace mucho tiempo
y que lesiona los intereses públicos, y este asunto de la ex-
propiación es un ejemplo claro de ello, no hay candados
para que el Congreso defina y determine qué proyectos, y
si no, que me lo digan ahorita, que alguien me conteste, ¿si
hay algún candado para evitar que pululen los proyectos
durante el 2012?

Los van a hacer y en el presupuesto de 2013 ya vamos a sa-
lir con cargas, no hay nada que lo limite, y no hay nada que
determine —por parte del Congreso— el verdadero impac-
to social. Van a crear los negocios del año de Hidalgo.

No hay necesidad de aprobar esta ley, es mejor que el pro-
pio sector público desarrolle con sus propios recursos estas
obras y en todo caso, adquiera los financiamientos necesa-
rios.

Pero coincido con la diputada Laura Itzel Castillo, que es-
to vulnera el interés público y es muy grave en el caso de
las expropiaciones. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Jaime Cárdenas.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Presi-
dente, desde luego que esta ley o este dictamen es para que
los contratistas hagan grandes negocios a cargo del presu-
puesto público y también los banqueros; es un dictamen
que contiene múltiples deficiencias jurídicas; por un lado,
difumina, diluye totalmente el carácter de área estratégica
del Estado, prevista en el artículo 28, párrafo cuarto de la
Constitución, áreas que solamente pueden ser administra-
das, manejadas por el Estado y no por el sector privado ni
por el sector social.

Por otro lado, es un dictamen que promueve esquemas de
financiación, que generarán un incremento en la deuda pú-
blica del país muy considerable, sin la supervisión, sin la
aprobación y sin cumplir los parámetros de la fracción
VIII, del artículo 73 de la Constitución; es un dictamen que
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viola el artículo 134 de la Constitución, porque permite ad-
judicaciones directas sin licitación pública, exceptúa las li-
citaciones públicas en violación al artículo 134 de la Cons-
titución.

Bueno, es un dictamen que hasta violenta el derecho de
propiedad; permite, por ejemplo, en la reforma a la Ley de
Expropiación, dice el artículo 2 Bis: procederá a la ocupa-
ción temporal, ya sea total o parcial, etcétera, etcétera, vio-
lando el derecho de propiedad consagrado, de propiedad
privada. No me refiero a la propiedad pública ni social, a la
propiedad privada prevista en el artículo 27 de la Constitu-
ción.

En materia de expropiación es un horror; es permitir ex-
propiaciones para entregar bienes privados y sectores pú-
blicos para manos privadas; expropiar no para el beneficio
del Estado, expropiar no para el beneficio del interés pú-
blico, sino expropiar para beneficiar a intereses privados;
es tan grave el dictamen, que descuidaron en los artículos
transitorios y proponen la derogación de un capítulo ente-
ro del Código Federal de Procedimientos Civiles, que otor-
ga el derecho del debido proceso legal para determinar los
avalúos en caso de expropiación; es decir, expropiaciones
fast track, expropiaciones automáticas sin cumplir el debi-
do proceso, violentando el artículo 14 y 16 de nuestra
Constitución.

Es un dictamen aberrante en términos constitucionales; es
un dictamen aberrante en términos de proyecto de nación;
es un dictamen aberrante en términos de un constituciona-
lismo democrático. Esto está promoviendo lo contrario al
constitucionalismo democrático, un constitucionalismo
oligárquico; un sistema jurídico de élites, leyes a favor de
los intereses privados del país y no leyes a favor del inte-
rés público de los mexicanos.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Una
vez que han transcurrido las intervenciones de tres orado-
res en contra del proyecto de dictamen, ruego a la Secreta-
ría consulte a la asamblea si está o no suficientemente dis-
cutido el punto.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemen-
te discutido. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados por la negativa. Mayoría por la afirmativa, señor pre-
sidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
han inscrito para rectificación de hechos los diputados Fer-
nández Noroña y Agustín Guerrero. Tiene la palabra el
diputado Fernández Noroña.

El diputado Ramón Jiménez López (desde curul): Presi-
dente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Don
Ramón Jiménez, estaba inscrito en la lista de oradores y no
se puede ser parte de la lista de oradores y rectificación de
hechos, lo dice expresamente el Reglamento.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Compañeros diputados, compañeras diputadas, muchas
gracias, diputado presidente. Han asesinado a tres jóvenes
normalistas en Guerrero y se pretende, con un golpe de ma-
no, el jueves, sacar la Ley de Seguridad Nacional, gravísi-
ma conducta de esta soberanía en una chicanada legal, y
hoy quieren entregar a los particulares el Estado mexicano.

Nos quejamos por la campaña contra los políticos; nos que-
jamos por la campaña de desprestigio, los cuestionamientos
que se vienen haciendo, pero hoy esta soberanía pretende de-
cidir la disolución del Estado mexicano; entregar en negocio
todas las áreas de la actividad pública, en negocio, no en ser-
vicio, como lo han venido haciendo con el petróleo, como lo
han venido haciendo con la energía eléctrica.

Dicen que esta soberanía va a conocer a detalle los proyec-
tos, pero si el Presupuesto, que es el 100 por ciento nuestra
responsabilidad, sólo modificamos el 97 por ciento; así pri-
vatizaron los ferrocarriles diciendo que iban a ser los más
modernos del mundo. Son tan modernos, que son invisi-
bles, no existen, no hay ferrocarril en el país; liquidaron
una infraestructura importantísima entregándola a los par-
ticulares.

Las carreteras, ¿cuánto dinero público hemos usado para
salvar a constructores de negocios que no funcionaron en
las carreteras?, y quieren las cárceles también, y le pregun-
to al Verde si la pena de muerte se la aprueban, ¿la van a
aplicar los particulares o la va a aplicar el Estado mexica-
no?

Es verdaderamente infame lo que se está planteando; es
acabar con la actividad política y hacer de los representan-
tes de los gobiernos simples administradores, entregadores
de contratos, sumando mayor corrupción y mayor deterio-
ro a la actividad pública del país.
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Pero lo más grave es que esta soberanía esté totalmente in-
dolente, que esta Legislatura haga caso de sus cúpulas y
vote a favor de entregar estas actividades fundamentales de
la actividad pública del país.

Con el pretexto de impulsar la actividad económica se pre-
tende hacer negocio del agua; se pretende hacer negocio de
la basura; se pretende hacer negocio seguramente hasta de
la policía, de las cárceles como ya lo dije. Todo va a ser ne-
gocio y no importa el servicio, su calidad y la responsabi-
lidad del Estado mexicano.

Pero a esta soberanía, si hubiera un paneo, como queda cla-
ro, no le importa nada; la campaña de denuesto en contra
de esta soberanía se justifica con estas actitudes irrespon-
sables, pero les adelanto que la ley de militarización, ésa sí
que no la vamos a dejar pasar.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias. Tiene la palabra el diputado Agustín Guerrero.

El diputado Agustín Guerrero Castillo: Con su permiso,
diputado presidente. Se ha venido repitiendo una y otra vez
para justificar esta Ley de Asociaciones Público Privadas,
que el gobierno no tiene dinero, que el gobierno no cuenta
con recursos para llevar adelante obras de infraestructura de
hospitales, de carreteras, de aeropuertos, de escuelas y que
se requiere por lo tanto establecer mecanismos que permitan
a la iniciativa privada participar de estos proyectos.

Lo mismo se decía hace algunos años, de que las empresas
públicas eran ineficientes, que Teléfonos de México no te-
nía la capacidad técnica para brindar un servicio de cali-
dad, y se estuvo repitiendo, repitiendo, repitiendo de que el
sector público era ineficiente, incapaz, corrupto y se mal-
barataron las empresas públicas, se remataron las empresas
públicas y ahora están en las listas de las personas más ri-
cas del mundo, ésas personas a las que se les regalaron las
empresas del sector público.

Es falso que en nuestro país no haya dinero para llevar ade-
lante estas obras de infraestructura, pero se nos está repi-
tiendo todos los días para justificar esta ley que busca po-
ner en remate al patrimonio nacional; el problema de
nuestro país no es la falta de riqueza; el problema de nues-
tro país no es la falta de recursos.

¿Cómo explicarles a los mexicanos que en estos 28 años de
escaso crecimiento, de estancamiento económico, de ver a
miles y miles de jóvenes sin ninguna perspectiva para un

futuro mejor, que al mismo tiempo que se da esta carencia
en nuestro país, tenemos en la lista de las 25 personas mul-
timillonarias a 8 mexicanos? ¿Cómo explicarle a la gente
que se está muriendo de hambre, que por otro lado tienes a
gente encabezando la lista de los multimillonarios? ¿Cómo
explicarles que no hay dinero en este país?

No, el problema de México no es la falta de recursos, el
problema de México es la corrupción de algunos gober-
nantes que han usado los cargos para hacer con recursos
públicos negocios privados. Ése es el problema del país.

El problema del país no es que no haya riqueza, es que es-
ta riqueza está mal distribuida, es la concentración de ella;
es el crecimiento de la desigualdad social, el problema de
este país y no lo vamos a resolver con esta ley. No se va a
resolver por ahí, compañeras y compañeros diputados.

Por eso les quiero hacer esta convocatoria a su conciencia
—y con esto concluyo, diputado presidente—; ésta es una
iniciativa, es un dictamen para acrecentar la desigualdad en
nuestro país, para que ganen los de siempre y para que si-
gan perdiendo los siempre, y nosotros no podemos actuar
con esa irresponsabilidad; por eso, de todo corazón, les pe-
dimos que reflexionen su voto y que voten en contra de es-
te dictamen, porque es un dictamen que va en contra del in-
terés de la mayoría de nuestro pueblo. Muchas gracias,
compañeras y compañeros.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias. Ha habido diputados que han pedido la palabra para
rectificación de hechos; no es posible hacerlo cuando se es-
tá hablando de rectificación de hechos, tienen que hacer
esa moción cuando se está dando la discusión en lo parti-
cular.

Por lo tanto, agotada la lista de oradores, consulte la Se-
cretaría a la asamblea, en votación económica, si se en-
cuentra suficientemente discutido el tema en lo general.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemen-
te discutido el tema en lo general. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados por la negativa. Mayoría por
la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general. Esta Presidencia in-
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forma que de conformidad con el artículo 109 del Regla-
mento de la Cámara, se han reservado para su discusión los
siguientes artículos: el 2 y el 24, por el diputado Mario di
Costanzo Armenta; el 4, 10 y 91, por la diputada Laura It-
zel Castillo Juárez; el 43, por la diputada Esthela Damián
Peralta, y el 140, por la diputada Marcela Guerra Castillo.

Diputado Mario di Costanzo, pregunto si quiere hacer uso
de la palabra sobre las dos reservas en una sola interven-
ción.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Sí.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se le
conceden seis minutos para hacerlo.

Perdón, antes de continuar, quiero pedir a la Secretaría abra
el sistema electrónico, hasta por tres minutos, para recoger
la votación en lo general y en lo particular de los artículos
no reservados.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, hasta por tres minutos, para proceder a
la votación en lo general y en lo particular de los artículos
no reservados.

(Votación)

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Ciérrese el sistema electrónico de votación. Señor presi-
dente, se han emitido un total de 289 votos en pro, 54 en
contra y 8 abstenciones.

Presidencia del diputado 
Jesús María Rodríguez Hernández

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Aprobados en lo general y en lo particular los
artículos no reservados por 289 votos a favor, 59 en con-
tra y 8 abstenciones.

Tiene la palabra, para la discusión en lo particular, el dipu-
tado Mario di Costanzo.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta: Con
su venia, presidente. Estas dos reservas que vengo a pre-

sentar son relativas al artículo 2 y al 24; el objeto de estas
reservas es precisar en estos artículos la atribución total de
la Cámara de Diputados; primero, para conocer el impacto
social y el beneficio al interés público que tendrán estos
proyectos.

¿Por qué lo digo, compañeros? A ver, si el Ejecutivo no
cuenta con indicadores de desempeño, con indicadores de
evaluación de sus programas sociales, ¿cómo es posible
que vaya a estar posibilitado para evaluar la conveniencia
o no de un proyecto en cuanto al interés público? Y nos ha
pasado en esta Cámara de Diputados en todo y sobre todo
en la parte relativa a programas sociales, muchas veces y
muchos programas sociales incluso han sido reprobados
por la Coneval.

Ustedes mismos han reasignado recursos de programas so-
ciales que no han tenido la efectividad que el Ejecutivo di-
ce tener, y eso, en virtud de que no posee los indicadores
de desempeño y los indicadores necesarios para evaluar.

Entonces, ¿con qué indicadores van a evaluar estos pro-
yectos o van a hacer negocios de los amigos de los amigos?
Eso es lo que se quiere evitar, que no solamente el gobier-
no federal se vuelva en un contratista, sino que además es-
tos proyectos no tengan el impacto necesario.

En el artículo 24 lo que se pretende también es establecer
claramente la posibilidad de que la Cámara de Diputados
podrá modificar el monto total planteado, así como elimi-
nar los proyectos que considere injustificados.

¿Por qué lo digo? Una parte importante que se ha vendido
a los legisladores en esta ley es que la Cámara de Diputa-
dos va a aprobar estos proyectos; esto es rotundamente fal-
so y les doy un ejemplo, supuestamente todos estos pro-
yectos tienen que estar aprobados en el presupuesto; el
presupuesto ya lo aprobamos y hoy se está aprobando esta
ley; entonces, va a haber proyectos en el 2012 que se lle-
ven a cabo y esta Cámara no los aprobó.

Algunos dicen que van a hacer nada más estudios que es-
tán en cartera; entonces, para el proyecto de presupuesto
del 2013, ya va a haber una cartera de proyectos, y si —co-
mo lo decía hace unos momentos Fernández Noroña— el
90 o 95 por ciento está comprometido del presupuesto,
¿qué va a suceder si no hay un tope para la cartera de pro-
yectos que se vaya a acumular en el 2012 y que por consi-
guiente no aprobamos nosotros, y que seguramente van a
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venir con calificaciones positivas de parte del Ejecutivo y
esta Cámara va a tener la obligación de incluirlas en el pre-
supuesto?

Es muy grave, porque estamos dejando una deuda, estamos
dejando un condicionamiento para el Proyecto de Egresos
del 2013 sin ningún candado; más bien casi, casi con la
aprobación tácita del Congreso, y aquí vamos a tener, o van
a tener los diputados que están en una cartera de cabildea-
dores de los proyectos, o sea, que a la pasarela de goberna-
dores se van a sumar los cabildeadores de los proyectos.
Esto es muy serio, ¿por qué? Porque ese 10 o 5 por ciento
del Presupuesto que tenemos ahora disponible, se va a re-
ducir a 0, con un compromiso de esta Cámara de Diputa-
dos por aprobarlo; y si ya es, como lo he señalado, una ofi-
cialía de partes del Ejecutivo, peor va a ser cuando este
presupuesto esté comprometido.

Por eso los invito a valorar estas reservas y de incluirlas y
de tratar de salvar un poquito lo negativo de esta ley; esta
ley es mercantilizar al Estado mexicano; es bursatilizar,
vender, contratar las obligaciones que por Constitución de-
be y tiene el Estado mexicano.

No debemos de permitirlo y en todo caso, debemos de ase-
gurarnos de que sea la Cámara de Diputados la que autori-
ce, no solamente los proyectos, sino la que valore y evalúe
el impacto social y de interés público que éstos pueden te-
ner. Muchas gracias.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias. En razón de no existir oradores
inscritos, consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se considera suficientemente discutida la re-
serva presentada por el diputado Di Costanzo.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta si se considera suficientemente discutida la
reserva. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa. Mayoría por la afirmativa,
presidente. Suficientemente discutida.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Suficientemente discutida. Proceda la Secretaría a
dar lectura a la propuesta de modificación presentada por
el diputado Di Costanzo, del artículo 2 y el artículo 24.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Con su venia, presidente. Debe decir:

Artículo 2. Los proyectos de asociación público-privadas
reguladas por esta ley son aquellos proyectos que demues-
tren con una evaluación de costo-beneficio socioeconómi-
ca, con un respaldo estadístico y econométrico verificable,
que generan un beneficio socioeconómico para nuestro pa-
ís.

Estos proyectos se realizarán mediante contrato entre ins-
tancias del sector público y del sector privado, en el plazo
que muestren beneficios para la nación.

Estos proyectos de asociación público privada, tendrán co-
mo objetivo la prestación de servicios al sector público o al
usuario final.

La infraestructura será provista totalmente por el sector pri-
vado y sólo podrá emplear infraestructura del sector públi-
co mientras no genere un costo o perjuicio público. Es
cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias. Consulte la Secretaría a la asam-
blea si se acepta la modificación respecto del artículo 2,
presentada por el diputado Di Costanzo.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se acepta la modificación al
artículo 2 propuesta. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y
los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Mayoría por la negativa, señor presidente.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Gracias. Se desecha. Se reserva para su votación
nominal en términos del dictamen, de conformidad con el
artículo 112 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se acepta la modifi-
cación al artículo 24, presentada por el diputado Mario di
Costanzo. Proceda a su lectura y posteriormente consulte a
la asamblea.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Con su venia, presidente. Debe decir:
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Artículo 24. El gasto público federal que, en su caso, sea
necesario para el desarrollo de un proyecto de los previstos
en la presente ley, se ajustará a las disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, al
Presupuesto de Egresos de la Federación y demás que re-
sulten aplicables, aclarándose que el gasto público federal
a este respecto estará sujeto a la autorización de la Cámara
de Diputados en términos del artículo 74 constitucional y
del artículo 42 de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria y que no podrá hacerse uso de recur-
sos derivados de financiamiento para atender los compro-
misos de gasto, derivados de proyectos público privados.

Los compromisos presupuestarios futuros, que en su caso
llegaren a originar los proyectos de asociación público pri-
vada que se prevea iniciar, acumulados o aquellos de los
proyectos que ya hubieran iniciado algún procedimiento de
contratación o que ya estuvieran operando, serán acordes
con las posibilidades agregadas de gasto y de financia-
miento del sector público federal.

Para tal efecto, la Secretaría con base en las proyecciones
macroeconómicas utilizadas en la programación del go-
bierno federal, elaborará una estimación preliminar de los
montos máximos anuales de inversión para tales proyectos,
a fin de atender la inversión requerida tanto de los nuevos
proyectos que pretendan iniciar las dependencias o entida-
des durante el siguiente ejercicio fiscal, como de aquellos
ya autorizados, incluyendo en su caso, las actualizaciones
de estos últimos.

Toda la información económica, financiera y social nece-
saria para calcular las inversiones, deberá ser presentada en
la justificación social y financiera de cada Proyecto de Pre-
supuesto de Egresos y debe incluir los objetivos precisos
del proyecto y/o mecanismo para evaluar sus resultados.

En el Proyecto de Presupuesto de cada ejercicio fiscal se
deberán proponer en un apartado especial los distintos pro-
yectos de asociación público-privada que el gobierno fede-
ral tenga previsto implementar en el ejercicio fiscal de que
se trate, su justificación fiscal y financiera, así como su
costo total en términos reales y valor presente y por ejerci-
cio fiscal para la hacienda pública federal.

La Cámara de Diputados podrá modificar a la baja el mon-
to total planteado, así como eliminar los proyectos que
considere injustificados.

En el proyecto de Presupuesto de Egresos la Cámara de Di-
putados autorizará el monto total y los nuevos proyectos
que podrán ser implementados durante el ejercicio fiscal si-
guiente, al igual que sus costos adherentes en una prepara-
ción durante el ejercicio.

En ningún caso, los compromisos presupuestarios estima-
dos para cada ejercicio fiscal podrán ser mayores a 10 por
ciento de la inversión física directa presupuestada durante
el ejercicio.

La Auditoría Superior de la Federación vigilará que las de-
pendencias y entidades atiendan lo que indica este artículo
y en su caso, promoverá las acciones sancionatorias co-
rrespondientes.

Una vez que sean pagados los compromisos presupuesta-
rios derivados de los proyectos, el costo final en ningún ca-
so podrá ser mayor en 5 por ciento al estimado y compro-
metido.

Se deberán suspender los proyectos y contratos que la Cá-
mara de Diputados convenga que no convienen a la nación,
realizando la mínima indemnización de la inversión, mon-
to que será calculado por la comisión correspondiente de la
misma Cámara de Diputados que el criterio utilizado para
calcular el costo mínimo de indemnización.

En todo caso, en el proyecto de decreto de egresos de la fe-
deración de cada ejercicio se deberán prever en un capítu-
lo específico y por sector los compromisos plurianuales del
gasto que derive de los proyectos de asociación público-
privada. Es cuanto, señor presidente.

Presidencia del diputado 
Emilio Chuayffet Chemor

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea si se aceptan las modifica-
ciones a los artículos 2 y 24, presentadas por el diputado
Mario di Costanzo.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se aceptan las modificacio-
nes a los artículos 2 y 24. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Mayoría por la negativa, diputado presidente.
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
desechan. De conformidad con el artículo 110 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, tiene la palabra la dipu-
tada Laura Itzel Castillo, del Grupo Parlamentario del Par-
tido del Trabajo, para presentar las reservas a los artículos
4, 10 y 91, haciendo uso de la tribuna hasta por nueve mi-
nutos.

Esta Presidencia quiere aclarar a los señores diputados que
hoy a las seis de la tarde tendrá verificativo la compare-
cencia de la secretaria de Relaciones Exteriores. Gracias.
Adelante, diputada.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez: Muchas gra-
cias, diputado presidente. A continuación voy a presentar
las reservas que estoy planteando, porque me parece muy
importante que mínimamente se pudieran tomar en consi-
deración estos elementos para poder poner algunos canda-
dos a esta ley, que me parece una ley verdaderamente peli-
grosa para el país, porque las APP implican un contrato
directo entre el sector público y el sector privado para que
una empresa privada construya una obra y preste el servi-
cio público correspondiente y que el pago se garantice me-
diante una deuda pública disfrazada.

Los fideicomisos gozan por ley de características especia-
les, destacan para el caso: a) Que los recursos solo pueden
utilizarse para lo que estén destinados; y b) Que cuenten
con secreto fiduciario.

Existen fideicomisos públicos de distintos tipos, por lo ge-
neral son considerados como entidades de la administra-
ción pública y se sujetan a la normatividad; sin embargo,
gozan de mayor opacidad. Además existen fideicomisos no
considerados entidades paraestatales, lo que es inconstitu-
cional y todo un eufemismo, pero existen y manejan recur-
sos públicos.

Si las APP implican el compromiso gubernamental de pa-
go a particulares a largo plazo, resulta desde mi punto de
vista una enorme tentación de corrupción en el caso de un
fideicomiso público que pueda constituir una asociación
público-privado; es decir, que aquí estaríamos nosotros
planteando la modificación al artículo 4, donde dice: Las
disposiciones de la presente ley son aplicables a proyectos
de asociaciones público-privadas que realicen fideicomisos
públicos federales, no considerados entidades paraestata-
les.

La propuesta es que debe decir:

Artículo 4. Las disposiciones de la presente ley son aplica-
bles a proyectos y asociaciones público-privadas, que rea-
licen —diría así— fideicomisos públicos federales, previa
aprobación del Congreso; en ningún caso habrá proyectos
de asociaciones público-privadas que realicen los fideico-
misos no considerados entidades paraestatales.

Ésa es la primera propuesta que se está planteando dentro
de la reserva al artículo 4, estaríamos considerando esta
modificación y entenderíamos que si efectivamente el es-
píritu de este proyecto tiene que ver con que pueda haber
una mayor inversión, que no se preste a estos casos tan es-
candalosos que ha habido con relación a la corrupción que
podríamos estar nosotros considerando, como el caso de
los rescates públicos, en particular de los mismos rescates
que se han hecho a las carreteras o lo del escándalo adua-
nero.

La propuesta sería en específico, que sean fideicomisos pú-
blicos federales previa aprobación del Congreso y que en
ningún caso habrá proyectos de asociaciones público-pri-
vadas que realicen los fideicomisos no considerados enti-
dades paraestatales.

La reserva al artículo 10, dice el artículo: los esquemas de
asociación público-privada regulados en la presente ley
son opcionales y podrán utilizarse en relación con activi-
dades cuyas legislación específica prevea la libre participa-
ción del sector privado, o bien, mediante el otorgamiento
de permisos, autorizaciones o concesiones para la presta-
ción de los servicios correspondientes, y en ningún caso
podrá referirse a:

I. En las actividades sustantivas de carácter productivo a
que se refieren los artículos 3o. y 4o. de la Ley Reglamen-
taria del Artículo 27 Constitucional en el ramo petrolero.

II. En los demás casos en los que las disposiciones aplica-
bles señalen que no puedan intervenir el sector privado.

La propuesta es que debe decir:

Artículo 10: los que esquemas de asociación público-pri-
vado regulados en la presente ley son opcionales y podrán
utilizarse en relación con actividades cuya legislación es-
pecífica prevea la libre participación del sector privado, o
bien, mediante el otorgamiento de permisos, autorizaciones
o concesiones, para la prestación de los servicios corres-
pondientes y en ningún caso podrán referirse a —la pro-
puesta que estamos planteando es— las instancias del sec-
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tor público; optará por el esquema de asociación público-
privado únicamente cuando cuente con los proyectos de és-
te y del esquema ordinario y se aprecie con claridad que el
primer esquema cuenta con mejores condiciones disponi-
bles en cuanto a un precio, calidad, financiamiento, opor-
tunidad y demás circunstancias pertinentes en total apego
al artículo 134 constitucional.

Los proyectos deberán contar con corridas financieras,
análisis de riesgo; toda la información del contratista se
presentará bajo protesta de decir verdad; la falsedad impli-
cará responsabilidad penal. Las instancias del sector públi-
co que opte por el esquema de asociación público-privada
deberán informar a las Cámaras del Congreso de la Unión
acompañando los proyectos de ambos esquemas entre los
cuales optó. La contravención a este párrafo implicará res-
ponsabilidad para el titular o titulares de la instancia co-
rrespondiente.

Quiero decir que en el caso desafortunadamente de las
APP, lo que se está haciendo es abrir completamente las
puertas al sector privado, sin tomar en consideración nin-
gún riesgo para el caso de los particulares, sino que espe-
cíficamente estos riesgos son para el Estado.

Me parece que un ejemplo claro de lo que ha venido suce-
diendo es el caso concreto de la Comisión Federal de Elec-
tricidad, donde se ha violado la Constitución Política Me-
xicana y los costos de la electricidad son costos muy
elevados derivado de esta contratación, de este intermedia-
rismo, donde lo que está sucediendo es que el endeuda-
miento es para el país y que las ganancias específicamente
son para los privados.

Esa es la razón también de los costos tan elevados de la
energía eléctrica, que no son los negociantes, no son los de
la iniciativa privada ningunos samaritanos, sino lo que es-
tán haciendo específicamente es realizar negocios, nego-
cios a costa del pueblo y lo que se está planteando con es-
ta Ley de Asociaciones Públicas Privadas es que existan
realmente estos fideicomisos públicos-privados, donde el
Estado se convierte meramente en intermediario para la re-
alización de los jugosos negocios. Ponen al pueblo para
que lo exploten, y para que hagan los negocios a través de
estas empresas privadas.

Finalmente, me gustaría señalar que una verdad que se ha
venido negando es el hecho de la transparencia que existe
con relación a las obras que se desarrollaron durante la ad-
ministración de Andrés Manuel López Obrador, y que una

mentira dicha mil veces tiende a convertirse en verdad, se-
gún Goebbels.

Quiero señalar que aquí en los pasillos y en las reuniones
en las comisiones se dice que la información con relación
al segundo piso y que la información en torno a las obras
de Andrés Manuel López Obrador tienen secreto durante
12 años; quiero señalar que esta mentira recurrente que se
ha planteado aquí en las curules es una cuestión obviamen-
te que se está manejando mediáticamente, y que hay una
página de Internet, que es www.fimevic.df.gob.mx y que
aquí vienen específicamente los contratos.

Los invito a que accedan a esta página para que vean cómo
se pueden hacer las obras con transparencia, y para mani-
festarme rotundamente en contra del intermediarismo que
representa esta Ley de las Asociaciones Público Privadas,
donde se institucionaliza que la privatización es de las ga-
nancias y que la socialización será de las deudas; las deu-
das serán para el pueblo de México.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputada, el diputado Cárdenas Gracia quiere hacerle una
pregunta, ¿la acepta? Adelante, diputado.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias, señor presidente, gracias, diputada. Creo
que queda muy clara su propuesta; la idea de su propuesta
en términos generales es que el Congreso de la Unión, am-
bas Cámaras controlen los fideicomisos públicos que se
constituirán para este esquema de asociaciones público pri-
vadas.

Lo que quiero preguntarle es, ¿qué opina también de los
mecanismos de transparencia que deberían existir o pro-
fundizarse, más allá de lo que establece el dictamen, y tam-
bién la posibilidad de que la Auditoría Superior de la Fe-
deración, como área técnica de la Cámara de Diputados,
autorizara a la par que la Cámara de Diputados y la Cáma-
ra de Senadores los proyectos de asociaciones público pri-
vadas?

Es decir, que no solamente fueran las Cámaras, sino tam-
bién una institución de la Cámara de Diputados, como es la
Auditoría Superior de la Federación, que autorizara no a
posteriori sino previamente, cada uno de los proyectos pa-
ra que hubiese certidumbre en el control, en la fiscalización
y en la transparencia de los proyectos, diputada. ¿Qué opi-
na usted?
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La diputada Laura Itzel Castillo Juárez: Me parece que
éste es un asunto toral y tiene que ver con esta discusión
que efectivamente se debe de dar, con relación a la trans-
parencia.

El problema que tenemos es que a través de estos fideico-
misos lo que se está promoviendo es la opacidad, lo que se
está promoviendo también es la corrupción, que si real-
mente se quiere que exista transparencia se debería de es-
tar promoviendo que esto quedara dentro de la legislación
y que fuera directamente —como usted lo señala y como lo
hemos venido planteando en nuestra reserva— el Congre-
so el que deba de autorizar este tipo de proyectos, porque
finalmente lo que se va a estar planteando, lo que han ve-
nido a decir incluso algunos oradores, es que sí está consi-
derando el proyecto y la deuda.

Desgraciadamente no, incluso no aparecen los intereses;
los intereses no van a estar considerados dentro de la mis-
ma aprobación que se pueda estar dando; por esa razón es
que es fundamental que se tomen en consideración estos
planteamientos, que se tenga en cuenta la necesidad de que
efectivamente puedan ser auditados.

Tenemos ejemplos muy concretos de lo que ha venido su-
cediendo a partir de la construcción que se ha hecho de los
hospitales, como es el caso del hospital de Zumpango,
donde se ha trabajado a partir de unos sobreprecios enor-
mes y donde incluso no han cumplido con los tiempos de
entrega que deberían de haberse planteado desde un princi-
pio y sin embargo, se han ido por un camino directo, sin to-
mar en consideración ninguna cuestión que tenga que ver
con la normatividad, porque están actuando con la mayor
opacidad posible.

No puede ser que el camino que esté tomando el gobierno
sea el de lavarse las manos con relación a sus responsabili-
dades; es verdaderamente de una absoluta irresponsabili-
dad lo que se está haciendo, tomando en consideración las
propuestas de este dictamen de la Ley de Asociaciones Pú-
blico Privadas, porque lo que está sucediendo es que real-
mente, con relación a los 10 postulados de Washington, de
este consenso de Washington, es realmente convertirse en
un exclusivo facilitador el Estado y tomar en consideración
que ya no tiene ninguna responsabilidad. Gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Avelino Méndez, hasta por tres
minutos, en pro de esta modificación.

Entre tanto, esta Presidencia saluda a alumnos del tercer
semestre de la licenciatura en administración pública, de la
Universidad Autónoma del Estado de Morelos, invitados
por el diputado Jaime Álvarez Cisneros.

A alumnos y personas del municipio de Cuautitlán Izcalli,
invitados por el diputado Francisco Lauro Rojas San Ro-
mán. Sean todos ustedes bienvenidos.

El diputado Avelino Méndez Rangel: Con su permiso,
señor presidente. Voy a hacer referencia a un dicho: dicen
que el humano es el único animal que se tropieza dos ve-
ces con la misma piedra. Pues aquí, diputados trasnocha-
dos, diputados y diputadas trasnochadas nos seguimos tro-
pezando, como animales políticos, con la misma piedra.

Ya nos tropezamos con Miguel de la Madrid Hurtado, con
Carlos Salinas de Gortari, con Ernesto Zedillo Ponce de
León, que fueron los principales impulsores del llamado
neoliberalismo mexicano y que entregaron la riqueza na-
cional a unos cuantos, y hoy el Estado mexicano ha perdi-
do la rectoría de la conducción económica de este país y
hoy, con esta reforma, los diputados, que parece que no te-
nemos ninguna visión internacional de lo que está pasando
en el mundo, como auténticos diputados y diputadas tras-
nochadas, es decir, ya fuera de contexto, seguimos impul-
sando una doctrina que está cayendo en el olvido y que ha
causado grandes desastres a la humanidad. Lo podemos de-
cir así.

Hoy —y los voy a invocar porque ustedes los están invo-
cando—, Ronald Reagan y Margaret Thatcher, los impul-
sores del neoliberalismo en Estados Unidos de América e
Inglaterra, están felices, porque con la visión colonial de
diputados colonizados mentalmente seguimos impulsando
una doctrina político-económica en retirada.

Es esto lo que se está haciendo desde esta Cámara de Di-
putados; es esto lo que se olvida y que hoy, con esta ley y
sin la aprobación de los candados que se están proponien-
do, simplemente seguimos debilitando al Estado mexicano
ante las empresas trasnacionales y nacionales que hoy do-
minan la economía.

Es por esto compañeras y compañeros —a pesar de que ya
se aprobó esta ley—, que les pedimos que por lo menos
pongan atención en los candados que se requieren para que
esta ley no sea tan perniciosa, como ya lo es en sí misma.
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Es esto, compañeras y compañeros diputados, no nos tro-
pecemos con la misma piedra; hagámosle caso al entorno
mundial que hoy marca que esta doctrina esté en retirada y
pongámosles candados que hoy se están proponiendo con
estas propuestas. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
se consideran suficientemente discutidas las propuestas de
modificación a los artículos 4, 10 y 91.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se encuentran suficiente-
mente discutidas las reservas. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las
diputadas y los diputados por la negativa. Mayoría por la
afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutidos. Proceda la Secretaría a dar lectu-
ra a la propuesta de modificación presentada por la dipu-
tada Castillo, sobre el artículo 4.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Con su venia, presidente, debe decir:

Artículo 4. Las disposiciones de la presente ley son aplica-
bles a proyectos de asociaciones público-privadas que rea-
licen:

II. Fideicomisos públicos federales previa aprobación del
Congreso. En ningún caso habrá proyectos de asociaciones
público-privadas que realicen los fideicomisos no conside-
rados entidades paraestatales. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea si se acepta la modifica-
ción al artículo 4, presentada por la diputada Laura Itzel
Castillo.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se acepta la modificación al
artículo 4. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados por la negativa. Mayoría por la negativa, señor presi-
dente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
desecha. Proceda la Secretaría a dar lectura a la propuesta
de modificación presentada por la diputada Laura Itzel
Castillo sobre el artículo 10.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Con su venia. Debe decir:

Artículo 10. Los esquemas de asociación público-privada,
regulados en la presente ley son opcionales y podrán utili-
zarse en relación con actividades cuya legislación específi-
ca prevea la libre participación del sector privado, o bien,
mediante el otorgamiento de permisos, autorizaciones o
concesiones para la prestación de los servicios correspon-
dientes y en ningún caso podrán referirse a:

II. En los demás casos, en los que las disposiciones aplica-
bles señalen que no puede intervenir el sector privado, la
instancia del sector público optará por el esquema de aso-
ciación público-privada únicamente cuando cuente con los
proyectos de éste y del esquema ordinario y se aprecie con
claridad que el primer esquema cuenta con mejores condi-
ciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financia-
miento oportunidad y demás circunstancias pertinentes, en
total apego al artículo 134 constitucional.

Los proyectos deberán contar con las corridas financieras,
análisis de riesgo. Toda la información del contratista se
presentará bajo protesta de decir verdad. La falsedad im-
plicará la responsabilidad penal.

La instancia del sector público que opte por el esquema de
asociación público-privada deberá informar a las Cámaras
del Congreso de la Unión, acompañando los proyectos de
ambos esquemas, entre los cuales optó. La contravención a
este párrafo implicará responsabilidad para el titular o titu-
lares de la instancia correspondiente. Es cuanto, señor pre-
sidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea si se acepta la modifica-
ción al artículo 10, presentada por la diputada Laura Itzel
Castillo.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se acepta la modificación al
artículo 10. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
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tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
desecha. Proceda la Secretaría a dar lectura a la propuesta
presentada por la diputada Laura Itzel Castillo sobre el ar-
tículo 91.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Con su venia. Debe decir:

Artículo 91. El contrato de asociación público-privada só-
lo podrá celebrarse con particulares, personas morales cu-
yo objeto social o fines sean de manera exclusiva realizar
aquellas actividades necesarias para desarrollar el proyecto
respectivo. 

El objeto social también podrá incluir la participación en el
concurso correspondiente. Las bases del concurso señala-
rán el capital mínimo sin derecho a retiro, limitaciones es-
tatutarias y demás requisitos que dicha sociedad deberá
cumplir. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea si se acepta la modifica-
ción al artículo 91, presentada por la diputada Laura Itzel
Castillo.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se acepta la modificación al
artículo 91. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la negativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
desecha. Tiene la palabra la diputada Esthela Damián Pe-
ralta, de conformidad con el artículo 110 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, hasta por tres minutos, para
presentar su propuesta de modificación al artículo 43.

La diputada Esthela Damián Peralta: Gracias, señor
presidente. Con su venia, diputados. Estamos hoy aquí so-
licitando su atención y solicitando el apoyo de mis compa-
ñeros para modificar o para que me ayuden con esta reser-
va en el artículo 43, que se refiere en particular a los
testigos sociales, que no son otra cosa más que las perso-
nas físicas o jurídicas que participan en los proyectos de
asociación público-privadas, en los términos y condiciones

que establezca este mismo Reglamento. Me voy a permitir
dar lectura exactamente a la propuesta que estoy presen-
tando:

Artículo 43. El reglamento de esta ley establecerá la figura
de testigos sociales y preverá los términos de su participa-
ción en el procedimiento de concurso.

Tomando en cuenta que tengo tiempo para poder exponer,
mis compañeros con los que sesionamos saben que la in-
tención de su servidora no era que se regulara este asunto
específicamente en el documento señalado, la propuesta de
su servidora era más amplia; era solicitar la definición de
testigo social; era solicitar que los proyectos de asociacio-
nes público-privadas, cuyo monto rebasaran el equivalente
a cinco millones de pesos del salario mínimo general vi-
gente, siempre tuvieran participación de testigos sociales.

La Secretaría de la Función Pública tendría, en todo caso,
el padrón público de testigos sociales y éstos serían me-
diante convocatoria pública emitida por la misma Secreta-
ría.

La intención de los testigos sociales fundamentalmente es
que sirvan para que propongan a las dependencias y enti-
dades y a la Secretaría de la Función Pública mejoras para
fortalecer la transparencia, imparcialidad y las disposicio-
nes legales en materia de adquisiciones, arrendamientos y
servicios; dar seguimiento al establecimiento de las accio-
nes que se recomendaron, derivadas de su participación en
las contrataciones y emitir al final de su participación el
testimonio correspondiente del cual entregarán o entregarí-
an un ejemplar a la Secretaría de la Función Pública.

En obvio de tener el apoyo de las diferentes bancadas en
esta Cámara, acordamos que subiríamos exclusivamente
esta propuesta al artículo 43 que señala que su reglamento
lo estará regulando; sin embargo, quise hacer una exposi-
ción más amplia de la intención que tiene su servidora de
regular el asunto de los testigos sociales.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto, con fundamento en el artículo 189, nu-
meral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputados, me
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permito hacer la reserva de los artículos siguientes que co-
rresponden al dictamen del proyecto de decreto por el que
se expide la Ley de Asociaciones Público-Privadas y por el
cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes de las Leyes de Obras Públicas y Servicios Relaciona-
dos con las mismas, de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público, Expropiación y General de
Bienes Nacionales, así como del Código Federal de Proce-
dimientos Civiles:

Dicha reserva se refiere, concretamente, al proyecto de Ley
de Asociaciones Público-Privadas donde se propone la adi-
ción de un segundo párrafo al artículo 43 para quedar co-
mo sigue:

Artículo 43. …

El Reglamento de esta ley establecerá la figura de
testigos sociales y preverá los términos de su partici-
pación en el procedimiento de concurso.

Lo anterior, a efecto de que la presente reserva pueda ser
analizada y discutida por el Pleno de esta Cámara de Dipu-
tados.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, DF, a 13 de diciembre de 2011.—
Diputada Esthela Damián Peralta.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne el diputado Cárdenas Gracia, una pregunta que formu-
lar. La acepta con mucho gusto la diputada.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias, presidente, gracias, diputada, Esthela Da-
mián. La propuesta que usted hace es muy importante, por-
que es un esquema de democracia participativa que des-
graciadamente no existe en nuestro país, en las leyes
federales, la figura del testigo social; es decir, es una fisca-
lización, es una auditoría social.

¿Nos puede explicar, a su servidor y a los demás diputados
y diputadas del pleno la importancia que tendría, con un
poco más de detalle esta figura del testigo social, la impor-
tancia para vigilar, para fiscalizar que íntegramente se
cumpliera con las condiciones de los proyectos en las aso-
ciaciones público-privadas?

La diputada Esthela Damián Peralta: Con todo gusto,
diputado y agradezco mucho su pregunta, porque me per-
mite ser más amplia en la exposición.

Seguramente esta Cámara ya no va a estar para poder re-
gular algunos otros temas con relación a esta iniciativa que
en breve se votará, pero fundamentalmente el asunto del
testigo social —como usted bien lo señala— tiene como
garante o como función principal, poder tener una partici-
pación de especialistas en los temas que se van a tratar; se
hace mediante una convocatoria pública, lo realiza la Se-
cretaría de la Función Pública, pueden participar aquellas
personas que tienen la mayor experiencia en la materia, pe-
ro que no han sido servidores públicos de menos un año an-
tes para que no tengan un conflicto de intereses.

La intención del asunto de los testigos sociales, por su-
puesto que tiene que ver con otorgar un testimonio final,
que incluye sus observaciones y que en su caso también
señala sus recomendaciones para que se difundan en la pá-
gina electrónica de cada una de las dependencias.

Nos parece bien que la iniciativa que en estos momentos se
está discutiendo es una iniciativa, en opinión de su servi-
dora, vanguardista, pero con muchos riesgos si no se cuida
sobre todo el tema de la transparencia, si no se cuida el
asunto que tiene que ver con la protección y con la vigi-
lancia de lo que hoy se está sugiriendo o proponiendo, que
son justamente los testigos sociales, ciudadanos mexicanos
que deben tener esta característica para que no vengan al-
gunos otros más con intereses económicos, de otros países
a tratar de intervenir o de dar sugerencias u opiniones que
fueran desfavorables para lo que conviene en la contrata-
ción de este tipo de servicios.

Quisiera señalarle que incluso en la redacción de la reser-
va que presentamos en comisiones unidas, también se se-
ñala que no podían ser personas que hayan sido sentencia-
das con pena privativa de libertad, que cuando se tratara de
una organización no gubernamental, acreditara que se en-
contraba legalmente constituida conforme a las disposicio-
nes legales aplicables y que no perseguía fines de lucro.

Incluso quisiera referir que esta reserva, que esta propues-
ta que trae su servidora, fue recepcionada del Colegio de
Ingenieros, con los que hemos venido trabajando varios te-
mas y que están inquietos por esta iniciativa; lo que ellos
señalan es que puede ser muy favorable, pero debemos cui-
dar con mucho detalle lo que van a aprobar en la Cámara

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados208



de Diputados. Gracias por su pregunta. Es cuanto, diputado
presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputada, tiene una pregunta de parte de la diputada Laura
Itzel Castillo ¿la acepta?

La diputada Esthela Damián Peralta: Sí la acepto.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez (desde la curul):
Diputada Esthela Damián, hay una cuestión que me parece
que es importante sobre la que se tendría que reflexionar y
es lo relacionado con la deuda.

Se dice que no hay un endeudamiento; sin embargo, en el
caso, por ejemplo, del artículo 102, específicamente habla
de los derechos del desarrollador derivados del contrato de
asociación pública privada que podrán darse en garantía a
favor de terceros. Está hablando específicamente de deuda.
Estos derechos de los desarrolladores, como se les deno-
mina a los empresarios, tienen que ver con sus pagos, con
los ingresos que van a tener a lo largo de todos estos años.

¿Usted no considera, diputada Esthela Damián, que debe-
ría, dentro de este artículo 102 y dentro de la ley en gene-
ral plantearse que efectivamente, si dicen que deben de in-
vertir los empresarios, garantizar que por lo menos, a
través de la misma ley, se garantice que hay inversión de
los empresarios y no que todo es deuda, como va a venir
sucediendo?

La propuesta es que pudiera haber una modificación para
que mínimamente se garantizara un 75 por ciento de inver-
sión del inversionista y no todo fuera a parar a la deuda; es
decir, que pudiera haber alguna modificación en la ley pa-
ra que se pueda contemplar que —si es cierto el discurso
de que se requiere que los privados inviertan en nuestro pa-
ís— se garantice a través de la ley que efectivamente deben
de invertir ese recurso, porque si no, tenemos como ejem-
plo el caso concreto de Mexicana de Aviación, donde efec-
tivamente no ha habido un inversionista que logre garanti-
zar que pueda haber los recursos necesarios para echar a
volar a la compañía.

En este caso, los empresarios lo único que estarían hacien-
do es poner el nombre de su empresa y endeudar al país,
como se ha venido haciendo en otros proyectos.

¿Considera usted que se podría incorporar que efectiva-
mente hubiera una garantía de que el inversionista ponga

dinero y no todo este dinero sea deuda que la acabe pagan-
do el pueblo? Gracias.

La diputada Esthela Damián Peralta: Gracias. Escuché
con atención su pregunta y escuché con atención su parti-
cipación en tribuna; me parece que los elementos y los ar-
gumentos que usted ha venido esgrimiendo con relación a
este tema pueden tener mucha razón, incluso, en algunas de
las conversaciones que tuve con diputados durante la se-
sión justo coincidíamos en el tema.

No es posible pensar que en esta iniciativa no se esté ha-
blando de deuda, evidentemente se está contrayendo de
una manera indirecta, pero se está contrayendo deuda para
pago en determinados años y que con esto se pueda estar
cubriendo el asunto del servicio o de la obra que se está re-
alizando fundamentalmente.

Lo que le pudiera decir es que me parece que efectivamen-
te hay muchas áreas de mejora en esta iniciativa que hoy se
está discutiendo; que evidentemente muchos de los diputa-
dos que estamos en estos momentos participando podemos
tener propuestas para que esta iniciativa cubra de mejor
manera la estrategia y el método para realizar obra en nues-
tro país, porque lo grave también —en opinión de su servi-
dora— es que en estos momentos se está haciendo sin nin-
gún tipo de reglamentación en específico y que eso
también es muy grave.

Pero que esto no significaría ni justificaría de ninguna ma-
nera que hiciéramos una legislación al vapor que no con-
templara debidamente cada una de las causas y de los ries-
gos que podríamos correr o que podríamos exponer en el
caso de la inversión privada para los proyectos en específi-
co que se concursen.

Podría compartir con usted la preocupación; por eso inclu-
so voté a favor de lo que usted subió a tribuna, diputada.
Lamentablemente la reserva que hoy presento es muy aco-
tada, tiene que ver con el artículo 43 y con la incorporación
de testigos sociales, un poco en el acercamiento de la pre-
ocupación que también usted tiene.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. Hará uso de la palabra, desde su curul, el
diputado Pablo Escudero.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul):
Gracias, presidente. Para manifestar nuestro acompaña-
miento con la reserva de la diputada Esthela Damián, como
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presidente de la Comisión de la Función Pública y como
vicecoordinador del Partido Verde; sin duda es una reserva
bien lograda que viene a fortalecer todo este marco de
transparencia, de rendición de cuentas y de este ingredien-
te tan importante que son los testigos sociales; sin duda la
vamos a acompañar y esperemos que los demás grupos
parlamentarios también lo hagan, ya que vienen a fortale-
cer esta ley. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Gracias, diputada. Pido a la Secretaría abrir el
sistema electrónico por tres minutos…

El diputado Manuel Jesús Clouthier Carrillo (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
diputado Clouthier alzó la mano cuando estaba dándose
respuesta a una pregunta; las intervenciones se dan cuando
estamos en la discusión particular.

Pido a la Secretaría consultar a la asamblea, en votación
económica, si se considera suficientemente discutido el ar-
tículo 43.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se considera suficientemen-
te discutida la reserva al artículo 43. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presi-
dente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
acepta. Proceda la Secretaría a dar lectura a la propuesta de
modificación presentada.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Con su venia. Debe decir:

Artículo 43. El Reglamento de esta ley establecerá la figu-
ra de testigos sociales y perderá los términos de su partici-
pación en el procedimiento de concurso. Es cuanto, señor
presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea si se acepta la modifica-
ción a la que dio lectura.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se acepta la reserva al artí-
culo 43. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ad-
mitida. Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico,
por tres minutos, para proceder a la votación de los artícu-
los en los términos del dictamen: 2, 4, 10, 24, 91 y 140, y
el artículo 43 con la modificación aceptada.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento a la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a la
votación de los artículos mencionados por la Presidencia.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia da la más cordial bienvenida a vecinos de San-
ta María Tulpetlac, Ecatepec, estado de México, invitados
por Noé Martín Vázquez Pérez.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Ciérrese el sistema electrónico de votación. Señor presi-
dente, se han emitido un total de 343 votos en pro, 2 en
contra y 1 abstención.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 343 votos
el proyecto de decreto que expide la Ley de Asociacio-
nes Público Privadas, y reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley de Obras Públicas y Ser-
vicios relacionados con las mismas; de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector
Público; de la Ley de Expropiación, de la Ley General
de Bienes Nacionales y del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles. Se devuelve al Senado, para los efectos
del inciso E. del artículo 72 constitucional.
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LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
recibió comunicación de la Comisión de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos, por la que solicita que a su dic-
tamen se le dispensen los trámites y se someta a discusión
y votación de inmediato.

En virtud de que se ha cumplido con el requisito de la de-
claratoria de publicidad, consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se considera de urgente re-
solución y se pone a discusión de inmediato, y votación
enseguida.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se pregunta a la asamblea si se considera
de urgente resolución y se pone a discusión y votación de
inmediato. Las diputadas y diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y di-
putados por la negativa. Mayoría por la afirmativa, dipu-
tado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
considera de urgente resolución. 

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma y adiciona los
artículos 12, 13 y 20 de la Ley General de Educación en
materia de evaluación del desempeño docente.*

Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Carlos
Cruz Mendoza, para fundamentar el dictamen de confor-
midad con el artículo 104, numeral 1, fracción II del Re-
glamento de la Cámara de Diputados.

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: ¿Pa-
ra qué efectos, diputado?

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío (desde la cu-
rul): Para hablar en contra.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En
contra.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente, para una cuestión de estilo.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Si es
de estilo y ya estaba votado el asunto…

LEY DE ASOCIACIONES PUBLICO PRIVADAS -
LEY DE OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS 

RELACIONADOS CON LAS MISMAS - 
LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y

SERVICIOS DEL SECTOR PUBLICO - 
LEY EXPROPIACION - LEY GENERAL

DE BIENES NACIONALES - CODIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Sí, nada más déjeme explicarlo.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: A
ver, dígame.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Es respecto al dictamen votado ya, de Asociaciones
Público-Privadas. El último artículo de ése dictamen tiene
que ver con el Código Federal de Procedimientos Civiles y
está entre los artículos ordinarios, pero también se repite el
mismo artículo en los transitorios; entonces, no pueden ser
las dos cosas al mismo tiempo, o es transitorio o es ordina-
rio. Ojalá que, si es posible, se corrija ese defecto de técni-
ca legislativa, presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Si se
puede en términos legales, así se hará. 

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Carlos Cruz Mendoza, hasta por
cinco minutos.

El diputado Carlos Cruz Mendoza: Con su permiso,
diputado presidente. Compañeras y compañeros diputados,
durante la presente Legislatura los miembros de la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos hemos
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manifestado permanentemente nuestra preocupación por la
calidad de la educación que reciben los niños y jóvenes de
nuestro país; las discusiones en el seno de la comisión dan
cuenta de la intención de buscar opciones que desde el te-
rreno legislativo contribuyan a mejorar la situación preva-
leciente en este campo.

Uno de los temas que recientemente hemos analizado es el
que se refiere al papel del maestro en el proceso de ense-
ñanza; estamos convencidos de que la preparación y el de-
sempeño profesional de los docentes es uno de los factores
que inciden de manera más directa en la calidad de la edu-
cación; por lo cual coincidimos con las diversas iniciativas
que nos han sido turnadas y que apuntan el establecimien-
to de mecanismos para la evaluación del desempeño profe-
sional de los docentes.

Debo mencionar que en el dictamen que hoy se somete a
votación se incluyen cinco iniciativas presentadas por dife-
rentes grupos parlamentarios.

Al discutir sobre este tema, los miembros de la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos coincidimos
en la necesidad de establecer un sistema de evaluación del
desempeño docente, que permita contar con un diagnóstico
confiable de los conocimientos, aptitudes y habilidades que
poseen quienes actualmente se encargan de las funciones
más cercanas a las escuelas de educación básica; es decir,
los docentes frente a grupo, los maestros que realizan fun-
ciones de asesoría técnica-pedagógica y los directores es-
colares, supervisores y jefes de sector.

Un diagnóstico de este tipo, sin duda será un elemento fun-
damental para identificar necesidades formativas y así
otorgar mayor certeza a los programas de formación, ac-
tualización, capacitación y superación profesional para
maestros. Debemos recordar que el artículo 20 de la Ley
General de Educación establece la obligación de las auto-
ridades educativas de constituir el Sistema Nacional de
Formación, Actualización, Capacitación y Superación Pro-
fesional de los Maestros, que considera la formación ini-
cial, la formación continua y actualización, así como pro-
gramas de postgrado.

El diagnóstico de las competencias profesionales y el de-
sempeño de los maestros en servicio se propone como uno
de los ejes de este sistema; éste es el sentido de la nueva
fracción que se propone para el artículo 7o. de la Ley Ge-
neral de Educación y del nuevo párrafo para el artículo 20.

Es muy importante mencionar que mediante la reforma que
hoy se somete a su consideración no se pretende establecer
mecanismos de evaluación con fines punitivos, sino estric-
tamente formativos; esto significa que los derechos labora-
les de los maestros no se tocan con esta reforma; no se bus-
ca que mediante la evaluación del desempeño se determinen
los actuales mecanismos de promoción vertical ni horizon-
tal ni mucho menos la permanencia en el trabajo para las
figuras evaluadas.

De manera complementaria, el proyecto de decreto que se
presenta también señala de manera precisa en los artículos
12 y 13, que la instancia o ámbito de gobierno que debe
realizar la evaluación en este sentido, se mantienen por su-
puesto las facultades normativas de las autoridades educa-
tivas federales, pero se asegura también la participación de
las autoridades educativas del ámbito local.

Amigas y amigos diputados, este proyecto de decreto cons-
tituye una propuesta concreta sobre las preocupaciones que
muchos de ustedes han planteado respecto a la calidad de
la educación que se ofrece en nuestro país. Con esto no
quiero decir que la evaluación del desempeño docente sea
una panacea, sin duda dista mucho de serlo, pero los miem-
bros de la comisión consideramos que este proyecto de de-
creto constituye un buen avance para mejorar los servicios
educativos.

Es responsabilidad de todos seguir incorporando nuevos
elementos para lograr que la Ley General de Educación
responda cada vez más a la realidad de la sociedad mexi-
cana, sin renunciar a los principios que la misma sociedad
ha establecido respecto a ella; por ello, los exhorto a votar
en positivo este dictamen y también a seguir contribuyen-
do a la construcción de un marco legal cada vez más perti-
nente, para consolidar una de las aspiraciones más precia-
das de la sociedad mexicana: una educación gratuita, laica,
democrática y de la más alta calidad. Es cuanto, diputado
presidente. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. Tiene la palabra, en contra del dicta-
men, hasta por tres minutos, el diputado Víctor Castro Co-
sío.

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío: Compañeras y
compañeros diputados, voy a integrar un elemento sola-
mente a este dictamen y porqué argumento en contra. A pe-
sar de que aquí se ha planteado que no se tocará la parte
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esencialmente profesional, laboral, es decir, el trabajo de
las y los profesores, es importante que entendamos algo
que ha venido ocurriendo y que es parte de la situación que
hoy vive el sistema educativo nacional.

Hemos insistido una y otra vez, que la calidad de la educa-
ción no va a mejorar si el Estado mexicano, si la Secretaría
de Educación Pública persiste en mantener un esquema
donde no escucha, donde no oye al magisterio de base, en
donde la Secretaría de Educación ha mantenido un criterio
excluyente para amplios sectores del magisterio, impo-
niendo desde arriba una lógica para cambiar, para mejorar
la calidad de la enseñanza, que no corresponde con las ex-
pectativas de las y los trabajadores de la educación.

Hoy un diputado del PRI planteó algo muy importante,
mientras hay más recursos para armar al Ejército, a las po-
licías, hay menos recursos para la educación; efectivamen-
te, es importante que todos los actores políticos de esta na-
ción nos pongamos de acuerdo para enfrentar esta crisis
que se vive en el país y que parte de un sistema educativo
que no corresponde a la formación, a las exigencias éticas
de esta nación.

Todo mundo coincide en que la calidad de la enseñanza —
en crisis hoy—, es parte del problema; sin embargo, no se
quiere ver como esta parte.

Estoy en contra del dictamen, no porque no haya sido cla-
ro y preciso en cuanto a sus alcances, estoy en contra por-
que se sigue manteniendo desde la Secretaría de Educación
la cerrazón para escuchar al magisterio nacional.

Estamos de acuerdo que debe haber una evaluación nacio-
nal, consensada, analizada, donde participe el profesorado
de este país.

Hoy miles y miles de maestras y maestros no son conside-
rados. Esta iniciativa de buena fe de las y los diputados tie-
ne que escarbar a fondo lo que está ocurriendo en el siste-
ma educativo nacional.

Por eso, mi voto no será en contra del dictamen, sino será
en contra del procedimiento que la Secretaría sigue utili-
zando, impulsar aquí en la Cámara sin consultar al magis-
terio nacional, antes de impulsar estas iniciativas como la
que se presentó hoy.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra, hasta por tres minutos pa-

ra hablar en pro del dictamen, la diputada María de Lour-
des Reynoso Femat.

La diputada María de Lourdes Reynoso Femat: Con su
venia, señor presidente. Compañeras y compañeros diputa-
dos, quisiera felicitar, primeramente, a los integrantes de la
Comisión de Educación por este dictamen que seguramen-
te contribuirá con el mejoramiento de la calidad de la edu-
cación.

En los trabajos de la comisión logramos alcanzar un acuer-
do para establecer que las autoridades educativas estable-
cerán los criterios pedagógicos, lineamientos y mecanis-
mos para la evaluación periódica y sistemática del
desempeño profesional de docentes frente a grupo, además
de directivos y docentes en funciones de apoyo técnico-pe-
dagógico en educación inicial y en educación básica.

Al reformar la Ley General de Educación en materia de
evaluación educativa buscamos que ésta se aleje de los as-
pectos que no correspondan estrictamente con la práctica
docente y con la gestión escolar, en el caso de directivos y
supervisores, para que la evaluación no sea utilizada como
un pretexto para la crítica y sin fundamento ni sustento;
buscamos una evaluación universal y periódica, que debe-
rá aportar información para saber cómo está y qué es lo que
requiere el maestro para que pueda desempeñar de mejor
manera su labor educativa.

Contando con dicho diagnóstico, le permitirá conocer cuá-
les son las fortalezas y en qué áreas necesitan formarse y
actualizarse, sin olvidar que hay más de un millón y medio
de maestros en servicio, los cuales requieren de algún pro-
grama de actualización y superación que les permita estar
acordes al reto de la exigencia de los niños y los jóvenes.
Con esta reforma atendemos un viejo reclamo de los padres
de familia y de la sociedad, pero también de los propios
docentes y de los directivos.

Los maestros y las maestras saben que un ejercicio de eva-
luación, como el que proponemos, no es para denostarlos,
no es para recriminarlos, sino para valorar su trabajo y pa-
ra poder determinar con mayor certeza qué contenidos es-
pecíficos deben tener los programas académicos que les es-
tán ofreciendo para su formación y para su actualización.

Con la evaluación se sientan las bases de un sistema que
permitirá la consolidación de la profesionalización real de
las maestras y de los maestros en nuestro país; esta evalua-
ción va a tomar en cuenta, como factor especialmente rele-
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vante, el desempeño de los docentes frente al grupo y el
aprovechamiento escolar de los alumnos. También consi-
derará el dominio que tienen los docentes de los contenidos
de los programas curriculares.

Por lo antes mencionado, los invitamos a votar a favor de
este dictamen, con la certeza de que responde a los retos
educativos en un nuevo ciclo y particularmente a la cons-
trucción de los instrumentos que nos permitirán que nues-
tras hijas y nuestros hijos tengan una mejor educación. Mu-
chas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputada. Tiene la palabra, hasta por tres mi-
nutos, en contra del dictamen, el diputado Gerardo Fernán-
dez Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Gracias, diputado presidente. Compañeras diputadas y
compañeros diputados, la verdad es que hago votos para
que esta Legislatura ya termine. Después de lo que acaban
de aprobar, de las asociaciones públicas-privadas, no pue-
do ver que hagan más despojo y más daño al país.

Ya alerté que quieren el jueves sacar la Ley de Militariza-
ción; no lo vamos a permitir, ahí sí tengamos que hacer lo
que tengamos que hacer, porque, miren, esta iniciativa es
un buen ejemplo de la hipocresía, van a evaluar a los pro-
fesores.

¡Por favor! Mientras Elba Esther Gordillo esté al frente del
magisterio nacional la educación estará como Elba Esther
Gordillo, así, con esa misma calidad y apariencia; enton-
ces, no me salgan con las evaluaciones.

Ese cacicazgo hay que acabarlo, ese control electoral, ese
uso de recursos públicos para cualquier cosa menos para la
educación de los niños y los jóvenes de este país.

Primero, como fue aliada de Calderón, para que se pudiera
robar la Presidencia, la dejaron intocada; hoy, como es alia-
da de Peña Nieto, la volverán a dejar intocada. Es un ejem-
plo claro de corrupción y de impunidad que hay en este pa-
ís.

¿Con qué autoridad moral, compañeros legisladores, com-
pañeras legisladoras, van a evaluar a un profesor, si permi-
ten un cacicazgo de esas características? ¿Con qué calidad
moral hablan de la educación, si no le dan los recursos pú-
blicos necesarios al país para que no haya ni un muchacho

sin preparatoria ni un joven sin universidad, para que no
estén las escuelas cayéndose, en condiciones verdadera-
mente miserables? Habría que invitarlos a hacer recorridos
por las escuelas del país, para que vieran el estado en que
se encuentran.

Ahí está la Normal, la Ayotzinapa, Guerrero, donde los
muchachos pedían diálogo con el gobernador, mejores con-
diciones para la escuela y empleo en las escuelas; querían
ser profesores; no les dieron oportunidad de evaluarlos, les
metieron tiros, en la cabeza inclusive.

Está impune ese crimen y como pinta, quedará impune, si
no se hace caso a la propuesta de César Augusto Santiago
de hacer una comisión que le dé seguimiento a este tema,
que por cierto, le pido, diputado presidente, el minuto de
silencio que había solicitado y que se abra ya el tema de
discusión, porque me parece que no puede esta soberanía
irse sin discutir este tema tan grave y tan lacerante.

Así es que se aprueba aquí hipocresía, simulación y lo más
grave —ojalá sólo fuera eso—, cosas contrarias al interés
nacional: negocios al cobijo del poder, tropelías y rapace-
ría sin medida; por eso es indefendible esta soberanía. Tra-
to de defenderla, la verdad sea dicha, pero me hacen la la-
bor muy difícil con su voto, con su responsabilidad, con su
ligereza, compañeros diputados y compañeras diputadas.
Gracias por su atención.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra, en pro del dictamen, hasta
por tres minutos, la diputada Cora Pinedo Alonso.

La diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Con su permi-
so, diputado presidente. Compañeras y compañeros legis-
ladores, para Nueva Alianza el derecho a la educación im-
plica el derecho a una educación de calidad, pues la
educación es tanto un derecho humano como un medio
fundamental para promover el desarrollo individual y co-
lectivo.

En este contexto, la evaluación constituye uno de los fac-
tores esenciales que inciden en la construcción de procesos
educativos de calidad. De ahí la relevancia de contar con
instrumentos para una evaluación integral del desempeño
docente, del ingreso al ejercicio y de los programas de es-
tímulo con base en su desempeño, mismos que son parte,
desde el 2008, de la Alianza por la Calidad de la Educación
y avanza en su institucionalización.
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Con la firma del acuerdo para la reforma de carrera magis-
terial, con énfasis en el resultado frente a grupo y la firma
del acuerdo para la evaluación universal de docentes y di-
rectivos, complementando el Concurso Nacional para el
Otorgamiento de Plazas Docentes, que se ha aplicado des-
de el 2008, con estos instrumentos tanto autoridades como
los trabajadores reconocen la necesidad de la evaluación
permanente y sistemática y de la profesionalización y ac-
tualización.

La necesidad de contar con programas de estímulo a los
docentes, con base en su desempeño, la necesidad de con-
tar con instrumentos transparentes para el ingreso al servi-
cio docente.

En Nueva Alianza reconocemos que estos cambios reto-
man al docente como un actor clave y fundamental para la
mejora del proceso educativo, lo que nos obliga a todos a
acompañar este esfuerzo con una actitud responsable en la
materia.

Sin embargo, cabe señalar que mientras se sitúa la evalua-
ción y formación como los elementos centrales, en el pasa-
do Presupuesto se recortaron los recursos en casi 220 mi-
llones de pesos en formación docente.

En Nueva Alianza consideramos que es prioritario que ade-
más de la evaluación es urgente que en el Sistema de Estí-
mulos e Ingreso al Servicio Docente se incorporen a la Ley
General de Educación, tal como lo proponíamos en la ini-
ciativa objeto del presente dictamen; un compromiso del
Estado mexicano, para brindar capacitación —termino,
diputado presidente—. Votaremos a favor de esta propues-
ta, pero queda pendiente e insistiremos en lo referente a ca-
rrera magisterial y el ingreso al servicio docente.

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, reconoce-
mos que con esta reforma se contribuye significativamente
a elevar la calidad educativa; por ello consideramos impor-
tante las reformas y adiciones propuestas a la Ley General
de Educación. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. Tiene usted una pregunta ¿la acepta?

La diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Sí, con gusto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ade-
lante, diputado.

El diputado Germán Contreras García (desde la curul):
Muchas gracias, señor presidente; muchas gracias, dipu-
tada. Primeramente, lamento la forma en que llega esta ini-
ciativa después de haber llegado a un acuerdo en la Comi-
sión de Educación, que efectivamente en lo general se ha
aceptado, pero que en lo particular íbamos a debatirla aún
más y con sorpresa me encuentro que hoy está acá, pero fi-
nalmente así se ha manejado esta comisión, sin tacto.

Pero finalmente le hago una pregunta, señora diputada,
¿cree usted que son solamente y nada más los maestros los
culpables de una posible debacle educativa en México?
¿Cree usted que los planes, proyectos que se llevan en el
sistema educativo los elaboran los maestros y por ende,
ellos son los que tienen que ser evaluados? ¿Cree usted,
señora diputada, que nada más hasta ese nivel tiene que lle-
gar la evaluación del sistema educativo? ¿Cree usted que es
nada más culpando o buscando a los maestros donde se
tenga que decidir el futuro de la educación en México?

Por último, quiero preguntarle si no cree usted pertinente
que sea todo el sistema educativo, desde sus dirigentes cu-
pulares hasta el más humilde de los trabajadores de la edu-
cación el que debe ser evaluado. Por sus respuestas, mu-
chas gracias.

La diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Gracias, dipu-
tado Germán. Es lo que nosotros contemplamos en esta ex-
posición de motivos al decir que aprobamos la reforma, en
virtud de que se está estableciendo que es el docente el fac-
tor del cambio del que se habla; sin embargo, resaltamos
también que no se invierte en capacitación.

Como usted bien lo dice, es responsabilidad del Estado me-
xicano diseñar las políticas públicas en materia educativa;
es responsabilidad del Estado mexicano capacitar a los do-
centes y reformar la escuela de formación de docentes, que
son las escuelas normales.

También quiero decirle que mientras no tengamos infraes-
tructura apropiada, mientras no se inviertan recursos para
mejorar las condiciones para el desempeño de los docentes,
no tendremos una escuela de calidad.

Mientras los niños sigan llegando con el estómago vacío,
mientras no tengan garantizado lo más elemental que está
consagrado en la Constitución, no se podrá mejorar la cali-
dad de la educación; mientras los niños sigan viviendo ba-
jo un estrés permanente por la violencia y la inseguridad en
la que este país vive. Gracias, diputado.
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Para rectificar hechos se concede la palabra al
diputado Rodolfo Lara Lagunas.

El diputado Rodolfo Lara Lagunas: compañeras y com-
pañeros diputados, se habló aquí de que con el sistema de
evaluación universal se va a evaluar a los profesores y que
se van a evaluar, entre otras cosas, dos aspectos fundamen-
tales: el desempeño profesional y el dominio de los conte-
nidos.

Quiero decirles que ésa es una gran mentira; ésta evalua-
ción está creando conflictos permanentes en todos los esta-
dos, y decimos que es una gran mentira porque todo profe-
sor sabe que al terminar el año escolar recibe dos
evaluaciones; una, del sistema escalafonario vertical o tra-
dicional, en donde le dan al profesor 720 puntos máximo,
equivalente al 10 que manejamos con los alumnos, y 100
puntos por parte de carrera profesional.

En esos dos escalafones, en el vertical y en el horizontal, se
está evaluando el desempeño profesional y se está eva-
luando el dominio de los contenidos; por lo menos desde la
década de los setentas, en que se hizo por segunda vez la
reforma al reglamento del escalafón que viene desde 1948;
se estableció precisamente evaluar a todos los trabajadores,
incluyendo directores e inspectores en el quehacer cotidia-
no y lo mismo en lo que se refiere a la preparación profe-
sional y lo mismo en cuanto al desempeño de los estudian-
tes.

Desde 1993 los profesores y los alumnos cada año están
presentando exámenes en carrera magisterial, ¿de dónde
sacan entonces que por primera vez se va a evaluar a los
maestros? Ya son dos evaluaciones y con esta van a ser
tres; es un caos, es un relajo.

Se los digo como profesor y como inspector que he sido y
soy, lo que está pasando es que no se respeta ni uno ni otro;
la corrupción que se está dando en todos los estados por es-
ta situación es increíble, las plazas de directores, de ins-
pectores se están dando no al que de veras tiene las verda-
deras evaluaciones; ya no saben las autoridades cuál
reglamento aplicar, si el de escalafón o el horizontal, o el
último que produce Alianza por la Calidad de la Educa-
ción.

Tenemos la fracción VIII del Apartado E del 123 y tenemos
el Título Tercero de la Ley Federal a los Trabajadores al

Servicio del Estado, que están diciendo cómo se debe eva-
luar a los maestros, y una tercera evaluación más, compa-
ñeras y compañeros, de veras, es una gran mentira, pero
además —repito— el resultado es que hay una gran confu-
sión, ya no se sabe qué hacer y por lo mismo, se califica a
diestra y siniestra, sin darle realmente el valor que tiene la
evaluación. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, maestro y diputado. En virtud de que, de conformidad
con el artículo 109 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, no se ha reservado artículo alguno para discutirlo en
lo particular, se pide a la Secretaría abra el sistema electró-
nico, por tres minutos, para proceder a la votación en lo ge-
neral y en lo particular en un solo acto.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Háganse
los avisos a los que se refiere el artículo 144, numeral 2 del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por tres minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia saluda a estudiantes que obtuvieron los mejo-
res promedios de diferentes escuelas del municipio de Zi-
nacantepec, estado de México, invitados a esta Cámara por
el diputado Ignacio Rubí Salazar. Sean todos bienvenidos.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Don
Enrique Ibarra, por favor, tiene la voz.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Gracias, ciudadano presidente. Para informarle a us-
ted, en su carácter de presidente de esta asamblea y a todas
y a todos los diputados, que el día de hoy tuvimos una reu-
nión de trabajo varios integrantes de la Comisión de Apo-
yo a los Ex Trabajadores Migratorios Braceros, en la que
estuvieron además del suscrito, la diputada Hilaria, el dipu-
tado Lugo, del PRI ambos, y el diputado Samuel Herrera,
con el subsecretario de Gobernación, Rubén Fernández y
con funcionarios de Telecom y de la Subsecretaría de Go-
bierno, con el propósito de encontrar los cauces para pagar
iniciando el año los 3 mil 800 millones de pesos que se les
adeudan a 106 mil ex braceros; el propósito es encontrar el
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camino para que sin reformas a la ley se puedan hacer es-
tos pagos a través de instituciones bancarias. Era la infor-
mación, ciudadano presidente.

También decirles a las diputadas y diputados que integran
esta comisión, diputado Chuayffet, que el próximo martes
tendremos otra reunión, el martes 20 a las 9 de la mañana
en las oficinas de la Secretaría de Gobernación con este
propósito, de decantar el procedimiento para hacerlo de la
manera más expedita iniciando el 2012 y de manera más
ágil y segura para los ex trabajadores braceros.

De manera que informamos e invitamos a las diputadas y a
los diputados de esta Comisión, martes 20, 9 de la mañana,
en la Secretaría de Gobernación, a una nueva reunión.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias don Enrique.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Ciérrese el
sistema de votación. Diputado presidente, el resultado es el
siguiente: 237 votos a favor, 6 abstenciones, 64 en contra.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 237 votos
el proyecto de decreto que reforma y adiciona los artí-
culos 12, 13 y 20 de la Ley General de Educación en ma-
teria de evaluación del desempeño docente. Pasa al Se-
nado, para sus efectos constitucionales.

LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS 
MINIMAS SOBRE READAPTACION 

SOCIAL DE SENTENCIADOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
recibió comunicación de la Comisión de Seguridad Públi-
ca, por la que solicita que a los dictámenes emitidos por és-
ta se le dispensen los trámites y se sometan a discusión y
votación de inmediato.

En virtud de que se ha cumplido con el requisito de la de-
claratoria de publicidad, consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se consideran de urgente
resolución y se ponen a discusión y votación de inmediato.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Por
instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asamblea si

estos dictámenes de la Secretaría de Seguridad se conside-
ran de urgente discusión. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa favor de manifestarlo, gracias. Las
diputadas y los diputados que estén por la negativa favor de
manifestarlo. Diputado presidente, mayoría por la afirma-
tiva.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
consideran de urgente resolución. 

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma diversas dispo-
siciones de la Ley que Establece la Normas Mínimas sobre
Readaptación Social de Sentenciados, en materia de dere-
chos humanos.*

Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Ovando,
para fundamentar el dictamen de conformidad con el artí-
culo 104, numeral 1, fracción II del Reglamento de la Cá-
mara.

El diputado José Luis Ovando Patrón: Gracias, diputado
presidente. Compañeras, compañeros legisladores, pone-
mos a su disposición y solicitamos su voto para la aproba-
ción del dictamen de la minuta por la que se reforman y
adicionan los artículos 3, 6, 10 y 11 de la Ley que Estable-
ce la Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sen-
tenciados.

Este dictamen fue procesado considerando diversas iniciati-
vas de varias compañeras, compañeros legisladores, incluso
de anteriores legislaturas; por mencionar sólo algunos: por
parte del Partido Acción Nacional fueron presentadas ini-
ciativas del diputado José Luis Murillo Torres, del diputado
Carlos Torres, del diputado Héctor Ramos, el diputado Ale-
jandro Landero, de la diputada Mirna Lucrecia Camacho;
por parte del Partido Revolucionario Institucional, del
diputado José Luis Trujillo Sotelo, de la diputada María de
Jesús Aguirre Maldonado; por parte del PRD, de la dipu-
tada Teresa Incháustegui Romero, del diputado Miguel Án-
gel Arellano Pulido; por parte del PT, el diputado Jaime
Fernando Cárdenas Gracia.

Esta iniciativa lo que procura, en cuanto a la mujer en re-
clusión, es garantizarle servicios médicos ginecológicos y
atención especializada durante y posterior al embarazo, así
como la asignación de trabajos correspondientes; se toma
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en cuenta el estado de gravidez en el que se pudiera en-
contrar una mujer.

El dictamen se encuentra sustentado en el cumplimiento de
compromisos internacionales que en materia de derechos
humanos el Estado mexicano ha suscrito, particularmente
aquellos que se refieren al tema de los requerimientos que
deben cubrir los centros penitenciarios, relativos a los cui-
dados especiales de la infancia y la maternidad de las mu-
jeres sometidas a cualquier forma de detención o prisión
vigentes en nuestro país, de entre las obligaciones contraí-
das por nuestro país, contenidas en las reglas mínimas pa-
ra el tratamiento de delincuentes, adoptadas por el Primer
Consejo de las Naciones Unidas sobre prevención del deli-
to y tratamiento del delincuente, en Ginebra en 1955.

Cabe destacar de estos acuerdos el proveer de instalaciones
especiales para el tratamiento de reclusas embarazadas y si
el niño nace en el establecimiento, adoptar disposiciones
para organizar una guardería infantil con personal califica-
do, donde los niños estarán cuando no se hallen atendidos
por sus madres.

En cuanto a los hijos de las mujeres que se encuentran en
un centro de reinserción social, se establece en la iniciativa
que ellos permanecerán con su madre hasta los seis años de
edad, con opinión de la madre y considerando el interés
superior de la infancia, teniendo los menores garantizado el
acceso a espacios correspondientes para asegurar su desa-
rrollo integral; servicios de alimentación, salud, atención
pediátrica por supuesto, y educación inicial y preescolar,
así como infraestructura, información y personal capacita-
do para el cuidado de sus hijas e hijos que permanezcan
con ellas, así como para el desarrollo pleno de sus activi-
dades.

Con la creación de estas condiciones y el diseño de los es-
pacios que aseguren el desarrollo integral de las y los me-
nores, hijas e hijos de mujeres en reclusión, incluyendo la
prestación a su favor de los servicios de alimentación, edu-
cación y salud, nuestro marco jurídico en la materia avan-
za en el cumplimiento de los compromisos internacionales
que el Estado mexicano ha asumido, así como las reformas
constitucionales de 2008, en materia de seguridad y justi-
cia y la reciente reforma de 2011, que establece el respeto
irrestricto de los derechos humanos, ello para garantizar la
tutela efectiva del ejercicio de los derechos y garantías in-
dividuales de los grupos vulnerables que se encuentran al
interior de los centros penitenciarios del país.

La Convención de los Derechos del Niño, ratificada en
1990, establece entre otros temas la obligación a los esta-
dos parte de adoptar todas las medidas administrativas, le-
gislativas y de otra índole para dar efectividad a los dere-
chos reconocidos en este instrumento.

Esto, compañeras, esta iniciativa que les pedimos voten a
favor, viene a ser un avance, sobre todo para el cuidado de
niños y niñas que viven con sus madres en reclusión y só-
lo es una parte de lo mucho que aún nos falta por avanzar
en materia de sistema penitenciario, y aquí cabe destacar la
iniciativa al final presentada por la diputada María de Jesús
Aguirre, acompañada de la diputada Teresa Incháustegui y
el diputado Jaime Cárdenas. Pedimos su voto a favor a
nombre de la Comisión de Seguridad Pública. Muchas gra-
cias, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias. Tiene la palabra el diputado Gustavo Ortega Joaquín,
hasta por tres minutos.

El diputado Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín:
Con su venia, señor presidente. Diputadas y diputados, la
reciente reforma constitucional publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el pasado 10 de junio de 2011, en ma-
teria de derechos humanos, es un gran avance y fortalece la
protección de todas las mexicanas y mexicanos.

Sin embargo, compañeros legisladores, cabe mencionar la
importancia de la protección a los derechos humanos de las
personas que se encuentran recluidas en los centros de rea-
daptación de social y que en muchos casos son víctimas de
la violencia, hacinamiento, corrupción, abuso de poder, pa-
go de cuotas y sobre todo, la violación sistemática de sus
derechos humanos.

En nuestro país ocurre que en los centros penitenciarios los
reos permanecen prácticamente todo el día en sus celdas,
porque no tienen espacio físico donde puedan realizar un
mínimo de ejercicio, tampoco se les brindan opciones de
trabajo ni de actividades educativas o deportivas, con ello
es difícil la reinserción social de los internos. Al contrario,
obstaculiza el desarrollo de quienes sufren ese tipo de mal-
trato.

En México existen muchos pendientes en materia de dere-
chos humanos; es por ello, compañeros, que debemos im-
pulsar reformas como ésta, para garantizar la seguridad y
lograr la reinserción social.
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No obstante, con la aprobación de este dictamen se homo-
logará la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Re-
adaptación Social de Sentenciados, con las reformas reali-
zadas de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, reconociendo de esta manera expresamente el
respeto a los derechos humanos, con el cual se deberán
conducir los elementos y autoridades pertenecientes al sis-
tema de reinserción social.

No olvidemos, tal y como se desprenden las recientes re-
formas aplicadas a la Constitución, la reinserción social de-
be ser sobre la base de respeto a los derechos humanos, el
trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, el de-
porte y la salud.

Estamos seguros de que al aprobar las reformas propuestas
por el dictamen, se procurará que las personas que por mo-
tivo de la comisión de un delito, que se encuentran priva-
das de su libertad, se conviertan en ciudadanos útiles, asi-
mismo a la sociedad, respetuosos de la ley y del orden
comunitario.

Por lo tanto, el Grupo Parlamentario de Acción Nacional,
consciente de la problemática de la violación de los dere-
chos humanos, que son víctimas los internos en los centros
de readaptación social, impulsaremos la propuesta que
ahora se nos pone a votación. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra el diputado Jaime Cárdenas
Gracia, hasta por tres minutos.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Ésta es una reforma en la que todos esta-
mos de acuerdo, porque no es otra cosa más que poner al
día la Ley de Normas Mínimas sobre Readaptación Social
de Sentenciados.

¿En qué sentido se trata de ponerla al día? En el sentido de
establecer, desde luego, que todo sentenciado que compur-
ga una pena privativa de prisión tiene plenos derechos fun-
damentales y que la vía para lograr su reinserción social se
debe realizar a través de los derechos fundamentales.

Como ya se dijo aquí, es un dictamen respetuoso del con-
tenido del artículo 1o. de la Constitución que establece —
en la reforma reciente de 10 de junio de 2011— que toda la
legislación y todas las autoridades deben guiar su actua-
ción, deben orientar su actuación bajo el respeto irrestricto
a los derechos fundamentales de las personas; optimizar en

todas las instituciones, en todos los ámbitos de la vida so-
cial los derechos fundamentales; realizar interpretación pro
homine, siempre en beneficio de las personas.

Por otro lado, debe garantizar el contenido del segundo pá-
rrafo del artículo 18 de la Constitución, que establece que
es a través del trabajo, la educación, el deporte, etcétera,
como se logra la reinserción social de los sentenciados.

Aquí se insiste en que esa reinserción social, en cada una
de estas vías o mecanismos, trabajo, educación, salud, de-
porte, debe realizarse siempre garantizando plenamente los
derechos fundamentales de los sentenciados y que las pro-
pias autoridades penitenciarias tengan la obligación, en los
ámbitos de su competencia, de respetar —en cualquier ac-
tuación que realicen— los derechos humanos, los derechos
fundamentales de los sentenciados.

Es importante en un Estado constitucional y democrático
de derecho, que aún no lo somos en México, pero que as-
piramos a serlo, que en los ámbitos institucionales, públi-
cos, sociales, aún en las cárceles, se garanticen los dere-
chos humanos de las personas, porque en un país
democrático y en un Estado constitucional de derecho to-
dos tenemos derechos fundamentales y no hay personas ex-
cluidas de la tutela jurídica, de la tutela sobre todo de los
principios constitucionales, que son la expresión de los de-
rechos fundamentales; entonces, es un dictamen positivo
que va a contribuir a garantizar, en el ámbito de las prisio-
nes, los derechos humanos de los sentenciados. Muchas
gracias, presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Salvador Caro Cabrera, hasta por
tres minutos, en favor del dictamen.

El diputado Salvador Caro Cabrera: Con su permiso,
señor presidente. Compañeros y compañeras diputados,
asisto a esta tribuna con gran beneplácito, como integrante
de la Comisión de Seguridad Pública y en representación
de mis compañeros del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional a hablar sobre este dictamen.

Usualmente escuchamos que las prisiones están converti-
das en centros de hacinamiento, en escuelas de crimen, que
desde allí organizan crímenes, particularmente secuestros,
extorciones, y la Cámara de Diputados da una respuesta
contundente a esa visión de lo que pasa en los centros de
readaptación social en nuestro país.
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Hoy, a través de esta reforma a la Ley que Establece las
Normas Mínimas Sobre Readaptación Social de Sentencia-
dos, se pone en el centro la dignidad humana de las perso-
nas sentenciadas; esto se hace a través de tres ejes:

1. Con esta reforma se organiza el sistema penal, con base
en las consideraciones de defensa de los derechos huma-
nos, poniendo al día la legislación conforme a la última re-
forma en la materia.

2. Se agrega el deporte y la salud, como instrumentos para
garantizar el proceso de reinserción social.

3. Se establecen como algo muy destacable de esta reforma
los mecanismos para que los internos hagan valer la defen-
sa de sus derechos con caminos claros a la sanción de fun-
cionarios que los violenten.

Los integrantes de la Comisión de Seguridad Pública, par-
ticularmente los integrantes del Partido Revolucionario
Institucional, reconocemos esta reforma como un gran pa-
so, como un avance para tener un sistema cada vez más sol-
vente; por lo que los invitamos a votar a favor. Es cuanto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ago-
tada la lista de oradores, consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se encuentra suficiente-
mente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo, gracias. Las diputadas y los diputados que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo, gracias. Diputado presiden-
te, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. En virtud de que, de conformidad
con el artículo 109 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, no se ha reservado artículo alguno para discutirlo en
lo particular, pido a la Secretaría que abra el sistema elec-
trónico, por tres minutos, para proceder a la votación en lo
general y en lo particular en un solo acto.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el

sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
Ciérrese el sistema de votación electrónico. Le informo,
diputado presidente, que se emitieron 303 votos a favor, 0
en contra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 303 votos
el proyecto de decreto que reforma diversas disposicio-
nes de la Ley que Establece las Normas Mínimas Sobre
Readaptación Social de Sentenciados en materia de de-
rechos humanos. Pasa al Senado, para sus efectos cons-
titucionales.

LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que adiciona un sexto párra-
fo al artículo 109 de la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública.*

Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Sergio
González Hernández, para fundamentar el dictamen, de
conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción II del
Reglamento.

El diputado Sergio González Hernández: Con su venia,
señor presidente. Con el permiso de la Mesa. El dictamen
que propone la Comisión de Seguridad Pública es una ini-
ciativa para adicionar un último párrafo al artículo 109 de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública
y que tiene por objeto establecer que la información sobre
seguridad pública sólo sea utilizada para salvaguardar la
integridad y derechos de las personas; preservar el orden y
la paz públicos a través de la prevención, persecución y
sanción de las infracciones y delitos, así como la reinser-
ción social.
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La finalidad de esta iniciativa es puntualizar que la infor-
mación sobre seguridad pública será utilizada únicamente
para salvaguardar la integridad y derechos de las personas,
preservar el orden y la paz públicos a través de la preven-
ción, persecución y sanción de infracciones, garantizando
que esta información sea utilizada cuando se encuentre vin-
culada a la prevención, investigación y persecución de de-
litos e infracciones.

El sustento para que pueda existir un adecuado y eficiente
intercambio de información entre los tres órdenes de go-
bierno se requiere de herramientas tecnológicas que lo per-
mitan y a la par de las innovaciones tecnológicas han sur-
gido nuevas formas de cometer delitos; sin una regulación
adecuada, se puede prestar al uso con fines ilícitos de la
vasta información que en materia de seguridad se tiene.

Actualmente existe la urgente necesidad de establecer tex-
tualmente que la información de seguridad pública sólo po-
drá ser utilizada en procedimientos vinculados con la pre-
vención, investigación y persecución de delitos.

Acode a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, la información sobre seguridad pública se compo-
ne de cuatro secciones: registro administrativo de deten-
ciones, sistema único de información criminal, registro na-
cional de personal de seguridad pública, registro nacional
de armamento y equipo.

Actualmente únicamente el sistema único de información
criminal establece textualmente que la información con la
que cuenta deberá ser utilizada para salvaguardar la inte-
gridad y los derechos de las personas, preservar el orden y
la paz pública, mediante la prevención, persecución y san-
ción de las infracciones y delitos.

Se requiere de una reforma que abarque las bases de datos
de las cuatro secciones que conforman la información so-
bre seguridad pública; con el párrafo que se adiciona al ar-
tículo 109, se garantiza que las bases de datos e informa-
ción que comprenden las cuatro secciones que integran la
información sobre seguridad pública, previstas en la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, sean
utilizadas de manera lícita y con la finalidad de salvaguar-
dar la integridad y los derechos de las personas; preservar
el orden y la paz públicos, mediante la prevención, perse-
cución y sanción de las infracciones y delitos, así como de
la inserción social.

Se garantiza que la información sea utilizada por las insti-
tuciones de seguridad pública y procuración de justicia,
permitiendo de esta manera, una adecuada cooperación en-
tre la Federación, las entidades federativas y los munici-
pios, en aras de una eficiente investigación, persecución y
sanción de los delitos.

Compañeras y compañeros diputados, los invitamos a vo-
tar a favor del dictamen y con ello homologar los linea-
mientos generales que deben ser observados por los tres ór-
denes de gobierno para el correcto uso de la información
sobre la seguridad pública y que abarca la base de datos del
registro administrativo de detenciones, el sistema único de
información criminal, el registro nacional de personal de
seguridad pública y el registro nacional de armamento y
equipo. Es cuanto, señor presidente.

Presidencia del diputado 
Jesús María Rodríguez Hernández

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias. Cumplidos los alcances del artí-
culo 104 del Reglamento de la Cámara de Diputados, tiene
la palabra el diputado Eduardo Yáñez Montaño, hasta por
tres minutos, para argumentar a favor del dictamen.

El diputado J. Eduardo Yáñez Montaño: Con su permi-
so, diputado presidente. Compañeras y compañeros diputa-
dos, mi partido, el Revolucionario Institucional, siempre
estará a favor de todo lo que abone a la prevención del de-
lito, a la procuración de justicia, a la administración e im-
partición de justicia, a la readaptación social; en términos
generales, a todo lo que abone a la seguridad pública, esa
seguridad pública que es un justo reclamo de la ciudadanía.

Ya quedaron atrás esos tiempos en los que la confesión era
considerada como la reina de las pruebas, en la actualidad
ya existen medios de prueba que se consideran más idóne-
os, los que se obtienen a través de la ciencia, los que se ob-
tienen a través de la tecnología.

Por ello, estamos de acuerdo en que esa información que se
va concentrando sea utilizada por esas instituciones afines;
que sea utilizada para prevenir el delito, que sea utilizada
en trabajos de investigación, en operación de inteligencia
para lograr esclarecer los hechos, para lograr encontrar a
los probables responsables en la comisión de los delitos,
que sea utilizada también en los propios procesos en los
que se pueda llegar claramente a la verdad histórica cuan-
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do se emita una resolución, que sea utilizada inclusive en
la propia readaptación social. Quienes ya hayan cumplido
alguna sentencia, que tengan esa capacidad de poderse
reintegrar a la sociedad.

Por ello estamos de acuerdo en que todos esos recursos,
que no son pocos los que se destinan para acumular esa in-
formación, sean aprovechados de manera correcta, que se-
an aprovechados para abonar —como se señalaba—, en
términos generales, a la seguridad pública.

Los diputados del PRI estaremos votando a favor de este
dictamen. Es cuanto, diputado presidente.

Presidencia del diputado 
Emilio Chuayffet Chemor

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chísimas gracias, diputado. Agotada la lista de oradores,
consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si se encuentra suficientemente discutido en lo general
y en lo particular.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se considera suficientemen-
te discutido en lo general y en lo particular. Las diputadas
y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la ne-
gativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, se-
ñor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
pide a la Secretaría, considerándose suficientemente discu-
tido el punto, abra el sistema electrónico, por tres minutos,
para proceder a la votación en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Ciérrese el sistema de votación. Señor presidente, se han
emitido un total de 295 votos en pro, 0 en contra, 1 absten-
ción.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 295 votos
el proyecto de decreto que adiciona un sexto párrafo al
artículo 109 de la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública. Pasa al Senado, para sus efectos
constitucionales.

Ha llegado a esta Mesa el Acuerdo de la Conferencia para
la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos,
por el que se propone la designación de nuevo secretario
general y contralor interno de la Cámara de Diputados.
Proceda la Secretaría a dar lectura a dicho acuerdo.

CAMARA DE DIPUTADOS

La Secretaria diputadas Cora Cecilia Pinedo Alonso:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Conferencia para la Dirección y Programación de los Tra-
bajos Legislativos.

Acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programa-
ción de los Trabajos Legislativos, por el que se designa al
secretario general y al contralor interno de la Cámara de
Diputados

La Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 37, numeral 4, 38, numeral 1, inciso d), 48,
numeral 2, y 53, numeral 1, de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor
de los siguientes

Considerandos

Que en reunión de este órgano de gobierno de fecha 12 de
diciembre del presente año, se dio cuenta de las solicitudes
suscritas por el doctor Guillermo Javier Haro Bélchez, se-
cretario general de la Cámara de Diputados, y del contador
público Alfonso Grey Méndez, contralor interno de la Cá-
mara de Diputados, para separarse de sus respectivos car-
gos.

1. Que este órgano de gobierno determinó aceptar las ci-
tadas solicitudes de separación del cargo.
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2. Que de conformidad con el artículo 38, numeral 1, in-
ciso d), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, es la Conferencia para la
Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos
el órgano facultado para proponer al pleno los nombra-
mientos del secretario general y del contralor interno.

3. Que con la finalidad de proceder de inmediato a las
designaciones previstas en los artículos 48 y 53 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se formularon las propuestas del doctor
Fernando Serrano Migallón, para ocupar el cargo de se-
cretario general de la Cámara de Diputados y del licen-
ciado Gustavo Everardo Varela Ruiz, para ocupar el car-
go de contralor interno de la Cámara de Diputados.

Una vez analizadas las semblanzas curriculares, mismas
que cumplen con los requisitos normativos de idonei-
dad, perfil y experiencia profesional, este órgano de go-
bierno determinó proponer a la consideración del pleno
la propuesta del doctor Fernando Serrano Migallón, pa-
ra ocupar el cargo de Secretario General de la Cámara
de Diputados y del licenciado Gustavo Everardo Varela
Ruiz, para ocupar el cargo de contralor interno de la
Cámara de Diputados.

Por lo expuesto y fundado, esta Conferencia para la Direc-
ción y Programación de los Trabajos Legislativos, somete
a la consideración del pleno el siguiente

Acuerdo

Primero. Se designa al doctor Fernando Serrano Migallón,
para ocupar el cargo de secretario general de la Cámara de
Diputados, a partir de su aprobación por el pleno de la Cá-
mara de Diputados.

Segundo. Se designa al licenciado Gustavo Everardo Va-
rela Ruiz, para ocupar el cargo de contralor interno de la
Cámara de Diputados, a partir de su aprobación por el ple-
no de la Cámara de Diputados.

Tercero. De conformidad con el artículo 141, numeral 1,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se solicitó la
autorización del pleno para que la elección de las personas
propuestas se realice a través del sistema electrónico de vo-
tación.

Cuarto. Publíquese el presente acuerdo en la Gaceta Par-
lamentaria.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de 2011.— Dipu-
tado Emilo Chuayffet Chemor (rúbrica), Presidente; Diputado Francis-
co Rojas Gutiérrez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional; Diputado Francisco Javier Ramí-
rez Acuña (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional Diputado; Diputado Armando Ríos Piter (rúbrica),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática; Diputado Juan José Guerra Abud (rúbrica), Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México;
Diputado Pedro Vázquez González (rúbrica), Coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo; Diputado Jorge Antonio Kah-
wagi Macari (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza; Diputado Pedro Jiménez León (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano.»

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): En contra.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Hay
dos diputados registrados, porque por tratarse de acuerdo,
solo puede haber uno a favor y uno en contra; el diputado
Fernández Noroña, en contra; el diputado Ignacio Téllez
González, a favor. Tiene la palabra el diputado Ignacio Fer-
nández Noroña. Perdón, perdón, Gerardo Fernández No-
roña.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente, en contra.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: No,
es uno y uno, diputado.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Gracias compañeros diputados, compañeras diputadas.
Tengo muchos nombres, pero no me tocó el de acá mi com-
pañero Ignacio. Pero además se vale equivocarse; ojalá las
equivocaciones de la Cámara fueran esas, compañeros di-
putados y no las barbaridades que se han estado votando.

Mire, no conozco al funcionario que propone, así es que no
estoy en contra de él, sino estoy en contra de la falta de cla-
ridad y del procedimiento; la verdad es que Haro, en tér-
minos generales, conmigo en lo personal se portó bien, pe-
ro ése no es el tema tampoco.

El tema es que el secretario general es el dueño de la Cá-
mara, tiene una oficina mejor que la de cualquier diputado
—a mí me consta, ahí dormí algunas noches—, tiene un
elevador directo del estacionamiento, tiene su baño con hi-
dromasaje para las partes nobles y sentimentales, tiene un
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sueldo mucho mayor que el de cualquier diputado; tiene
muchas canonjías y privilegios.

Toda la alta burocracia administrativa de esta Cámara tie-
ne muchísimos privilegios, más que la mayoría de los di-
putados, y nos cargan a los diputados todo el asunto de los
excesos de una serie de cosas, de los carros, de una serie de
elementos que son inaceptables.

La verdad es que no puede ser que un empleado de la Cá-
mara y todos los funcionarios de la Cámara, que son em-
pleados de esta soberanía, tengan mejores condiciones que
la inmensa mayoría de los diputados; los invito a mi ofici-
na, tengo un cubículo de profesor universitario, sin sentido
peyorativo, pero por lo pequeños que son, ya ven que tie-
nen fregadas a las universidades del país. Es incorrecto es-
to.

Hace rato un compañero mío preguntó, ¿cuál era la razón
para que Haro hubiese renunciado? No fue por motivos de
salud, fueron personales.

¿Qué pasó realmente? ¿Qué se descubrió? ¿Qué problema
hay? Se nos tiene que tratar con madurez, con responsabi-
lidad, con seriedad a esta soberanía, si no se quiere que la
prensa esté, todavía creo que sigue lo de sesiones secretas
o alguna cosa así, podría ser una reunión sólo de legislado-
res para conocer al detalle qué está pasando, porque es un
desorden todo: los estacionamientos; el manejo del restau-
rante, con pésima calidad, malos alimentos, servicios carí-
simos.

¿Cómo se resuelven todas esas concesiones? ¿Todos esos
elementos? ¿Todos esos negocios? Creo que ya basta; aho-
ra que Haro se fue, entonces que se abra un proceso de
transparencia, de claridad, de manejo correcto, que no ha-
ya privilegios; si no los debe haber para los diputados, mu-
cho menos los debe haber para los funcionarios. Se me aca-
bó el tiempo, muchas gracias por su atención, compañeros
diputados.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: No
se trata de una discusión, la voy a permitir. Aquí habla un
orador en pro y uno en contra, y el presidente pregunta a la
asamblea si está suficientemente discutido el acuerdo. No
se trata de un dictamen; sin embargo, haga uso de la pala-
bra, diputado Escudero.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Pensé que le iba a dar a García Granados, pero sí acepto la
pregunta, diputado Escudero, con mucho gusto.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul):
Gracias. Es una pregunta y hay que usar este método, por-
que no pudimos participar, diputado Noroña.

Es evidente que hemos sido señalados en esta Cámara de
Diputados por el alto sueldo que tenía el secretario general,
que hay que decirlo, era un secretario que llevaba muchos
años en esta Cámara, que tenía derechos adquiridos y así
fue aumentando su sueldo, pero éste sí es el momento de
regresar a la normalidad, éste es el momento de que el se-
cretario general entre a pie de rama.

Quisiera pedirle que usted nos ayudara y manifestara nues-
tra voluntad de que corrijamos el camino, y de que entre a
pie de rama el nuevo secretario general.

Por otro lado, también se advierte del currículum del se-
cretario general que creo que es una persona, un jurista im-
pecable; tuve la oportunidad de conocerlo en la Comisión
Nacional de Derechos Humanos, era un excelente conseje-
ro, es un excelente académico, pero tendremos que cuidar
que los directores sí tengan experiencia en materia admi-
nistrativa. Es evidente que no tiene experiencia administra-
tiva; si usted nos ayuda a hacer esos comentarios al pleno.
Es cuanto, gracias.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Muy bien. Sí, creo que tiene razón el diputado Escudero,
de que no debería haber ningún funcionario en la Cámara
que ganara más que los diputados, creo que deberíamos re-
visar.

Francamente creo que hasta la figura de secretario general
debería desaparecer y que debería tener otra organización
esta Cámara, no así de todo el equipo de apoyo; no estoy
hablando del equipo de apoyo, que es muy importante pa-
ra que funcione este pleno, funcione esta soberanía, pero sí
es un exceso los salarios.

Por ejemplo, de nosotros dicen que nos vamos a llevar 420
mil pesos de aguinaldo, López Dóriga insiste en eso; que
me digan a dónde paso a recogerlos, porque no voy a reci-
bir eso, alguien nos está robando, porque ésa no es la can-
tidad que vamos a recibir, que sí es importante, sí es muy
alto para la miseria que gana la mayoría de la gente en el
país, pero han estado mintiendo. Es la verdad.
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Del salario mínimo, luego ni se enteran algunos candida-
tos; por eso piensan que no es mucho esto, pero miren, creo
que sí se tiene que hacer un ajuste, creo que sí se tiene que
revisar la estructura administrativa.

Miren, qué bueno que me acordé con la pregunta del dipu-
tado Escobar, tenemos trabajadoras de limpieza outsour-
cing, que cada año… Escudero —perdón, me disculpo—,
perdón.

Trabajadoras de limpieza outsourcing, que ganan mil 300
pesos mensuales, compañeros y ahora en diciembre otra
vez tienen que jugar al palo encebado para ver si las con-
tratan o las recontratan o no, o las mandan a la calle.

No les quieren pagar el aguinaldo completo; nosotros nos
vamos a llevar una buena cantidad y a ellas no les quieran
pagar el aguinaldo completo, las empresas éstas terceras
outsourcing famosas. No puede ser, tenemos que corregir
esas cosas.

Tenemos el exceso de altos funcionarios con muy buen in-
greso, tenemos trabajadores que no tienen derecho a nada;
tenemos diputados de primera que tienen muchos privile-
gios y canonjías —no les voy a decir nombres, porque pa-
ra qué— y tenemos diputados…

Bueno, les voy a dar dos: me imagino que Rojas y me ima-
gino que Ramírez Acuña, pienso y sospecho, Ríos Piter
creo que también, y hay diputados que no tenemos ese tra-
to privilegiado.

Creo que habría que erradicar los privilegios ya, nada de
privilegios; todos somos pares, todos tenemos el mismo
valor, todos tenemos el mismo origen, aquí no hay pluris o
unis, todos somos representantes de la nación. Me parece
que hay que corregir ya todas estas cosas y todos estos ex-
cesos.

Además quiero decir que no tengo ningún agravio ni de
Rojas ni de Ramírez Acuña, no es un asunto personal; es-
tos malvados que me pidieron nombres y tuve que dar dos.
Muchas gracias, por su atención.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra el diputado Téllez.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente, una pregunta.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: No
hay preguntas, diputado Cárdenas Gracia.

El diputado Ignacio Téllez González: Muchas gracias,
presidente. Es algo parecido lo que vengo a plantear; fíjen-
se que el pasado 23 de junio de 2010, realicé un exhorto a
los integrantes de la Junta de Coordinación Política, a fin
de que contemplaran precisamente la aprobación del ante-
proyecto presupuestal anual, en la Cámara, del ejercicio
fiscal 2011, que la remuneración del titular de la Secretaría
General no será superior precisamente a la de los diputa-
dos; así lo plantea la reforma constitucional establecida en
el artículo 127.

Les recuerdo que el 24 de agosto del año 2009 se publicó
en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el cual
se reformaba precisamente este artículo, que en conse-
cuencia los distintos órganos legislativos: estatal, federal y
el Distrito Federal deberán adecuar su legislación acorde a
lo señalado por ésta, en un plazo mayor a 180 días; sin em-
bargo, esta Cámara de Diputados, a la cual nosotros repre-
sentamos, no ha cumplido hasta este momento con este
mandato constitucional.

En el Diario Oficial, de esta Cámara indica que la percep-
ción bruta mensual de los diputados es de 159 mil 903 pe-
sos con 33 centavos y la percepción bruta anual es de un
millón 918 mil 840 pesos, pero también indica que la del
secretario general es de 297 mil 283.41 centavos mensua-
les y la anual neta es de 3 millones 567 mil 161 pesos.

Recuerdo que se me dio la contestación a mi exhorto, en el
sentido que era imposible llevar a cabo dicha reducción al
salario del secretario general en funciones, en el sentido
que ya se encontraba en funciones precisamente, lo que po-
dría ocasionar una demanda laboral.

Para no incurrir en problemas legales mi propuesta es: que
en fundamento a la facultad de la propia Constitución, que
le brinda esta Cámara de Diputados, pueda dictar resolu-
ciones económicas relativas a su régimen interior, misma
que ejercerá a través de los integrantes de la Junta de Co-
ordinación Política.

Aprovechando la ocasión, aprovechemos, más bien la oca-
sión donde se está proponiendo el cambio del secretario ge-
neral de la Cámara en este momento y que se realice la ade-
cuación necesaria, toda vez que de llevarse a cabo no
tendrá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.
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Los funcionarios de esta Cámara —también preciso—, que
cumplen en su mayoría —como decía el compañero Nor-
oña—, con sus funciones, pero ellos deben de tener siem-
pre en claro que sus superiores jerárquicos en este caso so-
mos los diputados y por lo tanto, estamos obligados todos
a respetar, en este caso la Constitución; los exhorto a que
aprobemos este punto que creo que vale la pena y aprove-
chemos la ocasión de este nombramiento. Muchas gracias,
por su atención.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. La petición del diputado Téllez, como
la del diputado Fernández Noroña, es perfectamente lícita.
Deberá turnarse a la Junta de Coordinación Política, que es
el órgano competente para resolverla.

Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si se encuentra suficientemente discutido el acuerdo.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: En
votación económica se consulta a la asamblea si se en-
cuentra suficientemente discutido el acuerdo. Las diputa-
das y los diputados que estén por la afirmativa favor de ma-
nifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa favor de manifestarlo. Mayoría por la afir-
mativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. En términos del resolutivo tercero
del acuerdo y de conformidad con el artículo 141, numeral
1 del Reglamento de la Cámara, consulte la Secretaría a la
asamblea, en votación económica, si se autoriza que la
elección del secretario general y del contralor interno de la
Cámara se haga mediante el sistema electrónico de vota-
ción.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: En
votación económica se pregunta si se autoriza que la elec-
ción del secretario general y del contralor interno se reali-
ce mediante el sistema electrónico de votación. Las diputa-
das y los diputados que estén por la afirmativa favor de
manifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa favor de manifestarlo, gracias. Diputado
presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
autoriza. En consecuencia, ábrase el sistema electrónico,
por 3 minutos, para proceder a la votación de los nombra-
mientos del secretario general y del contralor interno de la
Cámara de Diputados.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por 3 minutos, para proceder a la vo-
tación de los nombramientos.

(Votación)

Ciérrese el sistema de votación electrónico. Le informo,
diputado presidente, que se emitieron 274 votos a favor, 17
en contra y 18 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado por 274 votos, que es la mayoría calificada
exigida. Comuníquese.

Se encuentran a las puertas de este recinto el doctor Fer-
nando Serrano Migallón y el licenciado Gustavo Varela
Ruiz, designados como secretario general y contralor inter-
no de la Cámara de Diputados, respectivamente; se desig-
na en comisión para que los acompañen en el acto de ren-
dir la protesta de ley para entrar en funciones a los
siguientes ciudadanos diputados: Heliodoro Díaz Escárra-
ga, Marcela Guerra Castillo, Jesús Alberto Cano Vélez,
Marcos Pérez Esquer, Mary Telma Guajardo Villarreal,
Jorge Herrera Martínez, Roberto Pérez de Alva Blanco y
María Teresa Rosaura Ochoa Mejía.

La Secretaria diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso: Se
pide a la comisión cumplir con este encargo. Se invita a los
presentes a ponerse de pie.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ciu-
dadanos Fernando Serrano Migallón y Gustavo Varela
Ruiz, ¿protestan guardar y hacer guardar la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que
de ella emanen y desempeñar leal y patrióticamente el
cargo de secretario general y de contralor interno de la
Cámara de Diputados que se les ha conferido?

Los ciudadanos Fernando Serrano Migallón y Gustavo
Varela Ruiz: Sí, protesto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Si
así no lo hicieran que la nación se los demande. 

Felicidades. Se invita al secretario general de la Cámara a
ocupar el asiento que le corresponde en la mesa respectiva.

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados226



ESTADO DE GUERRERO

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Rue-
go a todos los presentes, en obsequió a la petición hecha
por el diputado Fernández Noroña, ponerse de pie durante
un minuto de silencio en memoria de los jóvenes estudian-
tes normalistas fallecidos ayer en Guerrero.

(Minuto de silencio)

CAMARA DE DIPUTADOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
diputado Di Costanzo.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Una pregunta, que ya no pude hacerle a ninguno
de los oradores. Entiendo o puedo entender las decisiones
de modificar o de mover al personal de la Cámara y desde
luego, como una atribución de la Mesa Directiva; sin em-
bargo, me llama la atención que se haya removido al se-
cretario general y al contralor, más no así a los dos secre-
tarios de abajo y más cuando han dado también motivos
importantes.

Por ejemplo, está el caso del restaurante de Cámara, en
donde se siguen cometiendo tropelías e irregularidades;
luego entonces, era esa reflexión o razonamiento de, ¿por
qué no se incluye aquí por lo menos al secretario de Servi-
cios Administrativos? Es decir, me parece que es hacer una
limpia completa.

En la sugerencia de los salarios, nada más agregar que tam-
bién se incluyeran el de los secretarios adjuntos, digamos,
o de Servicios Administrativos y de Proceso Legislativo,
sino van a acabar ganando más que el otro; entonces, ha-
bría que haber una retabulación de por lo menos esos tres
puestos.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
incluirán. En cuanto a su pregunta, no es a la Mesa Direc-
tiva a la que debe hacérsela, porque no es competente, sino
a la Conferencia; la transmitiré con mucho gusto para que
le dé respuesta. Tiene la palabra el diputado Cárdenas Gra-
cia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Creo que este procedimiento pudo haber sido, pre-

sidente, más pausado, con más cumplimiento de procedi-
mientos y de las formas, porque aunque conozco a los de-
signados, señor presidente y voté a favor de sus nombra-
mientos, sí era importante que todos los diputados y las
diputadas del pleno conociéramos si cumplían o no los re-
quisitos. Creo que cumplen con sobrada capacidad los re-
quisitos.

Que también se dijera, aquí dijo el diputado Escudero —en
el caso del doctor Serrano—, que no tenía experiencia ad-
ministrativa, puedo decir que —como lo conozco— sé que
ha ocupado cargos en la administración pública federal de
nivel importante, además de haber sido director de la Fa-
cultad de Derecho de la UNAM, entre otros cargos, aboga-
do general, etcétera.

También del contador Valera, que lo conozco y sé que tiene
experiencia en el ámbito de la fiscalización en este país.

Pero sí era importante que se nos dijera que ambos, hoy
funcionarios, cumplían los requisitos; que contaban con la
experiencia adecuada para ejercer los cargos para los que
han sido nombrados y que además se nos leyera —por lo
menos— someramente parte del curriculum de cada uno de
ellos, presidente, para que, tanto la opinión pública como
las personas que acostumbran ver el Canal del Congreso,
se enteren de los merecimientos de cada uno de ellos, de la
experiencia, en fin. Creo que eso era importante, presiden-
te, para tomar una decisión más razonada, en este caso.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. El diputado García Granados.

El diputado Miguel Ángel García Granados (desde la
curul): Gracias, presidente. Coincidiendo con lo que se ha
venido expresando por quienes me han antecedido en el
uso de la palabra, creo que sí vale la pena que a esta sobe-
ranía se le explicite a profundidad cuáles fueron las razo-
nes que motivaron la salida de ambos funcionarios.

¿Por qué razón, presidente? Porque se presta todo, después
a la especulación, en el sentido de lo que le manifestaba re-
cientemente: que fue usted personalmente quien los corrió,
no que presentaron una renuncia voluntaria por motivos
personales.

Si nosotros llegáramos a explicitarle claramente a esta so-
beranía cuáles fueron las razones, tampoco puede quedarse
ahí, porque si se encontraron —en todo caso— factores
que permitieron o que provocaron la salida de estos dos
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funcionarios, mínimo si son graves, debería fincarse una
responsabilidad administrativa, porque de otra forma —
reitero—, lo único que se está provocando es que la incer-
tidumbre y la desazón de una gran cantidad de funcionarios
de esta Cámara se encuentre en el instante.

¿Qué quiere decir esto? Que si esto fue motivo fundamen-
talmente de una actitud caprichosa o una decisión arbitra-
ria por parte del presidente de la Mesa Directiva; entonces,
todos y cada uno de ellos están viendo en riesgo su posi-
ción; esto no alienta a un armonioso ambiente en la Cáma-
ra de Diputados.

Creo que tenemos que explicitarles claramente a los 500
diputados cuáles fueron las razones por las cuales salieron
el secretario general y el contralor interno. De tal forma, de
que nos queden muy claras a cada uno de nosotros precisa-
mente las razones y no escudarnos —porque nadie lo cree,
señor presidente—, con que presentaron renuncia por mo-
tivos personales, en forma simultánea. Esa es mi aprecia-
ción.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mi-
re, diputado, no sé si deba creerle cuando habla a nombre
de todos y de nadie, a lo mejor es usted el representante ge-
neral de la Cámara y habla a nombre de todos; los docu-
mentos que presentaron las personas a las que usted se re-
fiere hablan de una renuncia y en derecho, la forma es
fondo. Pero si usted no lo quiere creer, no pierda el tiempo
en discursos, levante un acta penal en contra mía y proce-
da, tenga esa valentía.

Tiene la palabra el diputado Pablo Escudero.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul):
Muchas gracias, presidente. Simplemente para reconocer,
por lo menos a nombre del Partido Verde, la labor que ha
tenido el doctor Haro, en esta Cámara de Diputados.

Le reconocemos: es un buen servidor público; le reconoce-
mos si él ha optado por irse a otros caminos y a emprender
otros proyectos, lo reconocemos. Pero después de 10 años
que ha estado en esta Cámara, creo que vale la pena… sie-
te años, me corrigen, siete años, vale la pena reconocerle el
trabajo a este servidor público y le deseamos buena suerte
en sus próximos proyectos personales. Es cuanto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Es-
toy totalmente de acuerdo con usted, tanto Guillermo Haro
como el contador Grey, ofrecieron lo mejor de su vida du-

rante diez y siete años, respectivamente, a los trabajos par-
lamentarios de esta Cámara; me uniría y les pido a ustedes
que tributemos un aplauso a quienes ayer dejaron de cum-
plir su función.

El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma y adiciona los
artículos 3o., 6o., 10, y 11 de la Ley que Establece las Nor-
mas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados.
Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado Jaime Cár-
denas Gracia, para hablar en pro del dictamen.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente, le había pedido yo primero la
palabra.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Per-
dóneme usted. Disculpe, diputado Cárdenas Gracia. Tiene
la palabra el diputado Fernández Noroña; tiene razón y le
ofrezco disculpas.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): No hay por qué, diputado presidente, le
agradezco. Sólo para comentar, estaba esperando que pasa-
ra el tema que estaba abordándose sobre la Secretaría Ge-
neral para reiterarle, diputado presidente, más bien pedirle
a la Junta de Coordinación Política —ya que así está el Re-
glamento—, que determine ya presentar la propuesta de
modificación del orden del día para incluir el tema de la
discusión de los jóvenes asesinados en Guerrero, los jóve-
nes normalistas.

Ya ha trascendido que el procurador y el secretario de Se-
guridad Pública del Estado de Guerrero han sido destitui-
dos de su cargo o removidos, no sé, pero se tiene que acla-
rar quiénes fueron los responsables y también la policía
federal algo tuvo que ver, porque cada que hay un gobier-
no opositor al gobierno federal los funcionarios son remo-
vidos y en el caso del gobierno federal no remueven a na-
die, más bien los promueven.

Es importante que se dé esa discusión, que se fijen las po-
siciones y que sumemos nuestra voz al reclamo de que es-
te tipo de actos brutales no pueden seguir sucediendo y que
no puede ser frente a una manifestación la represión y la
muerte de los manifestantes el resultado de la misma.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se-
cundo la petición. 
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